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1. Hay un orden que preside y debe presidir 
ñámente los destinos del Universo. Debe resultar de 
físico y del moral, del cumplimiento de las leyes 
gobiernan . La ley física no puede faltar en su api 
La ley moral, dada la libertad del hombre, puede ! 
violarse. Considerada ésta bajo el aspecto subjetivo. 
tención, forma la Moral, y bajo el objetivo, la acciin 
Á constituir el Derecho. El hombre, de igual modo 
demás oxistencias, tiene un fin, el bien, que ha de 
libremente. El Derecho, que supone relaciones int 
les y sociales, tiende á hacer posible, dando garan 
armónica realización de sus fines. Puede definira 
conjunto de condiciones, dependientes de la voluntad, 



constituir las tribus, y éstas forman más adelante los pue- 
blos, elloa se agrupan en unidades, también naturales, na- 
ciones, que se organizan, en mayor ó menor número de 
unidades artificiales ó Estados, con propia soberanía . La 
unidad de legislación es una bella utopia que ha cegado á 
algunos espíritus. El Derecho es ua fiel reflejo de la vida 
del pueblo que lo produce, cuyas necesidades se propone 
satisfacer. No es ni puede juzgarse simplemente pura y ar- 
bitraria creación del legislador (1). Como las condiciones de 
los pueblos son y tienen que ser distintas, y como, por con- 
secuencia de ello, sus necesidades físicas y morales tienen 
que diferir también, es imposible pretender, y hasta fuera 
injusto y absurdo, que una misma legislación regule todas 
las relaciones humanas . Hay principios fundamentales, hay 
instituciones, que el progreso ha de introducir por do quiera; 
pero nunca ha de poderse llegar á una perfecta unidad, que 
repugna al carácter, á las tendencias y á las costumbres de 
los pueblos. 



II 



1 . Como observa bien un distinguido profesor de la Uni- 
versidad de Utrecht, Hamaker (2), apenas hay ciencia que 
admita tantas divisiones y subdivisiones como la jurídica, 

(1) Véase á Savigny, Dclla vocazione del nostro secólo per la legisla. 
tione e aiurUprudenia. Trattati di giurispnidenza storica. Varona, 
1857. Vol. I, pág. 03 y HiguiontcB.— Sistema del Derecho Romano actual, 
vertido al castellano por J. Meeía y M. Poley, etc. Madrid, 1878-79. 
Tomo I, pág. 29. 

(2) Aard en doel van ket international privaatreckt. Eedevoering bij 
de aanvearding van het Hoogleeraarsanibt aan de Rrjks-Universiteit te 
Utrecht, op den 12ten december 1877, uitgenprokeu . Leyde, 1872. 
Tenemos á la vista la versión alemana de esta importante lección 
(Da» internationale Frivatrech seine Ürsachen und Ziele. Ein Vortrag 
von H. J. Hamaker, Dr. jar. Profeesor in der Reichs-Universitat in 
Utrecht. Deutsch von Otto Muhlbrecht. Berlín, 1878). Véase la pá- 
gina 5 y siguientes. 
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lo que hade atribuirse, no á la necesidad de la división del 
trabajo, sino á la naturaleza del Derecho. No es éste cierta- 
mente una árida colección de reglas sin orden : debe com- 
pararse á una reunión de materiales que han de componer 
un edificio. Cada una de sus reglas ha de colocarse junto á 
otra, con la que constituye un todo; los grupos de reglas 
no pueden existir por sí sin unirse á otros; éstos necesitan 
también reunirse, y así surgen de las reglas de Derecho las 
instituciones jurídicas, y de ellas las mayores partes en que 
la ciencia se divide. Esta unión de lo homogéneo, esta se- 
paración de lo heterogéneo, en otras palabras, esta sistema- 
tización del Derecho, es indudablemente la más importante 
obra científica. 

Es una verdad que el sistema jurídico no ha nacido pron- 
to, sino que sus partes se han desenvuelto lentamente. Así 
se comprende que pueda llegar á ser necesaria una nueva. 
De una investigación continua y de una consideración mi- 
nuciosa se sigue á veces, que lo que se conoce con el mismo 
nombre reunido, no debe propiamente estarlo. Entre las 
partes del Derecho que nuestro tiempo ha visto claramente 
nacer, ocupa el Derecho internticional privado una posición 
importante . Aunque las cuestiones que trata y las primeras 
tentativas para resolverlas son viejas , como ciencia indepen- 
diente, á la misma altura que el Derecho privado, público é 
internacional, es hija de nuestro siglo. 

Cada institución jurídica halla su razón en una propiedad 
de la naturaleza humana ó de la vida social, que determina 
su objeto, y ha de organizarse, teniendo en cuenta las cir- 
cunstancias que hicieron precisa su existencia. Apliquemos 
esto, como hace Hamaker, á nuestro asunto (1). 

Ya nos dice el nombre adonde hemos de dirigir la mirada. 
La Tierra no está habitada por un pueblo, sino por un gran 
número de razas, pueblos y tribus, diferentes por el territo- 
rio que dominan , por la lengua que hablan y por las reglas 
con las que viven . Vemos á cada uno de los pueblos en po- 



li) Pág. 7 y siguientes. 



un gobierno propio, con poder en su territorio, y 
no fuera de él. Vemos á los pueblos formar Esta- 
mos, teniendo cada uno su territorio, sussúbdítoa, 
ios, tanto para el establecimiento como para la 

de aquellas reglas que deben allí regir. Vemos 
e los subditos de diferentes Estados se establece un 
i momento mas frecuente, cómo un Estado abre 
ras á los habitantes de otro. El Derecho intervado- 
lo se funda precisamente sobre estos hechos . Debe 

á la existencia eu el mundo de jurisdicciones 
3S diferentes, con leyes diferentes, como asegura 

(i). 

stigar cómo con la acción de los indicados facto- 
erecho se desenvuelve,, aparecen dos propiedades 
:ados soberanos, que hay que considerar en pri- 
a : cada uno tiene sus propios subditos y su pro- 
Lción, que se separa de las demás. Para cada Es- 
hombres, que él considera que le pertenecen es- 
íte, á los que reconoce derechos é impone deberes, 
atereses tiene á la vista en la formación de las le- 
la marcha de su gestión ; son los que le dan los 
[ateríales para que pueda existir. La variedad de 
aes no es debida , como ya hemos indicado , al azar, 
lando el Derecho internacional privado se apoya 
los propiedades de los Estados, ellas por sí no lo 
icer. Si cada pueblo viviese sólo para sí, y sus 
estuviesen herméticamente cerradas para los ha- 
le otro, faltaría también con el trato internacional 
.o que regulase sus relaciones. Pero no sucede así 
ite. Sin cesar el comercio, las exigencias científicas 
ion é viajar ponen á los ciudadanos de un Esta- 
otacto con los ciudadanos de otro. En el territo- 
ía Estado se halla constantemente una multitud 
ñeros, que, ya unoa con otro3, ya con regnícolas, 

rodur.tion au Droit intemational privé. Revue de Droit ín- 
1 et de Legislatión comparte. Tome XII, 1880, pág. 23. 
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celebran contratos, contraen matrimonios, cometen delitos, 
engendran hijos, 6 que mueren, en una palabra, por los que 
ó con los que se ejecutan hechos de todas clases, que caen 
bajo la esfera jurídica. Estas relaciones, unidas á las indi- 
cadas propiedades de los' Estados, han producido la necesi- 
dad de una nueva ciencia, el Derecho internacional privado. 
« Las producciones y los recursos de los diversos países ó 
Estados en que está dividido el Globo, dice con fundamen- 
to Renault, son muy variados, como las condiciones del 
suelo y del clima : aquí la tierra es árida, pero guarda en su 
seno grandes riquezas minerales; allí, por el contrario, la 
tierra es fértil, pero no produce indistintamente todas las 
cosas. Al lado de estas diferencias, dependientes do la 
constitución física del suelo, hay otras no menos importan- 
tes, debidas á la organización moral é intelectual del hom- 
bre, y que hacen que so entregue á tal ó cual trabajo con 
mayor éxito. ¿Cuál ha de ser la consecuencia de semejante 
estado de cosas? ¿Habrá en un país superabundancia de 
ciertos productos de que se carecerá en otro, mientras que 
este último no sabrá qué hacer de productos que faltarán 
al primero? Sí, si los Estados viven aislados, si so encie- 
rran en sus fronteras, consideradas por ellos como barreras 
infranqueables. No, si comprenden su verdadero interés, 
que es llegar, por cambios recíprocos, á facilitarse unos á 
otros el aprovechamiento de los favores de la Naturaleza. 
Hace largo tiempo que así pasa, á lo menos en ciertos lími- 
tes, que no hacen más que ensancharse de más en más. 
Francia, por ejemplo, envía al mundo entero sus vinos, 
sus objetos de arte, para recibir productos naturales de que 
carece, como el café, el algodón, el oro, la plata. Gracias 
á los numerosos medios de comunicación establecidos entre 
las diferentes comarcas del mundo civilizado, no se hace 
un descubrimiento útil en un país sin que al momento sea 
propagado por todas partes y llegue á ser patrimonio de 
la humanidad toda entera ; esto ha podido verse en nues- 
tros días con la electricidad y sus numerosas aplicaciones. 
Los escritores célebres de todos géneros no se dirigen sólo 



lfl 
iotas, sino á los hombres instruidos de toda 
Cada pueblo está llamado á prestar servicios 
i recibirlos , de tal modo que la diversidad que 
Jos viene á Ber un vínculo potente, el del inte- 
ocimíento» (1), 

i no viven hoy , por fortuna , completamente se- 
de otros, considerándose, cual acontecía en 
, como enemigos, y no teniendo más medio de 
que la guerra. Se reconoce hoy por todos, 
a Pbillimore, que « moverse, vivir y existir en 
oidad de las naciones es la condición normal 
i particular, como vivir en sociedad es la con- 
[ del individuo » (2). 

cuestiones que, según Hamaker (3), constitu- 
propio del Derecho. internacional privado, las 
:> juicio , deben reducirse á una sola. Es la 
jcuencia de que cada Estado tiene sus súbdi- 
tuación jurídica de los extranjeros , sus dore- 
beres. Es la segunda, dependiente de la varie- 
icionee, señalar por cuál de ellas se han de 
sus acciones y omisiones . Tendiendo la cien- 
ípa á satisfacer una exigencia importantísima, 
laciones que el trato internacional engendra, 
le para ello determinar la fuerza extraterrito- 
s de los Estados , que es lo que constituye su 
ndo las leyes de un Estado que tienen apli- 
e él, se marcan á un tiempo los derechos de 
jeros gozan, reconocidos, ya por la legislación 
t por la de aquel en donde se encuentran, y 
lo se ajustan sus relaciones. Debiera denomi- 
ierecho extraterritorial que internacional. No 
a legislación que en cada caso ha de aplicarse: 

ion á fétitde du Droit intemational. Parle, 1879, pá- 

iries upon intemational Lata. T. I. N. 7. 
siguientes. 
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ea menester darla á conocer, y esto hace otra cioncir 
bien novísima , la Legislación comparada. 

Todas las ramas del Derecho , susceptibles de apli 
fuera de la soberanía de un Estado, darán materia i 
tra ciencia, que ha de apoyarse, como todas, en un 
pió fundamental. Habrá, pues, Derecho civil, mei 
penal y procosal extraterritoriales. E! Derecho poh 
administrativo no pueden comprender relaciones de l 
le de las que nos proponemos examinar. La organi 
de un Estado y el darle medios de existencia tocan sol 
que se encuentran permanentemente bajo su acciÓE 
que por él sori protegidos. No se consideran, según si 
le, las relaciones en sí, y por eso caben tan diversa; 
Derecho internacional privado, constituyendo su obje 
co, sino en razón á la soberanía que las rige y á cuya s; 
han de someterse. Un eminente jurisconsulto y pul 
alemán, Mohl, ha recomendado vivamente que se es 
todas estas partes reunidas (1). Algunos escritores n< 
ejemplo (2). Aun cuando diversa la Índole de las reís 
que constituye cada una, ha de ser uno el princip 
debe servir de baseá la extraterritorialidad de todas las 
Una ciencia debe tener por fundamento un Bolo prii 

2. El título do Derecho internacional privado que 
á la ciencia objeto de nuestro estudio, es á todas lu 
adecuado é inaceptable. No es privado ni internación 
píamente. 

La división del Derecho en privado y público, ya ac< 
en Roma, se sigue por lo general, no obstante su r 
inexactitud . Se comprenden en el uno las relaciones 
individuos unos con otros. Abarca el otro aquellas c 
interviene el Estado. El Derecho civil y mercantil f 
el primero, y el político, administrativo, penal, proi 
internacional vienen a constituir el segundo. Todo De 
aunque bajo un aspecto sea privado, reviste por otro 

(1) BtaaítrccM, Vsllcerreclit mdPolitik. Pág. 682. 

(2) Pueden citarse entreoíos antiguos á Toet y Burgando, 
loe modernos i Story, Boceo, Fcelix, Bar, TVharton, etc. 



>». La intervención ó no intervención del Estado 
r* ni puede influir en la naturaleza de la relación 
s^üjl Hay ocasiones en que simplemente intervie- 
■ cualquier particular. Se hallan en el Derecho mas 
ájente privado , el civil, instituciones, como la fatni- 
-iropíedad, cuya organización afecta hondamente á 
?ses sociales. No son ni pueden considerarse como 
ite privadas. 

órnanos pusieron enfrente del jiis dvüe el jas gen- 
recho de los hombres según razón, que era común 
os pueblos. Alguna analogía tiene el Derecho inter- 
privado con él. El verdadero Derecho internacional 
ara el antiguo jns ferióle, que contenia las leyes re- 
las embajadas, á los tratados públicos, y particular- 
la guerra. Se continuó empleando la expresión De- 
centes. El jurisconsulto inglés Zouch propuso la de 
gentes (l) en el siglo decimoséptimo. Fué el primero 
nguió e\ jus ínter gentes y el jus gentium de losju- 
tos romanos. Bentham empleó por primera vez, ha- 
, el término de Derecho internacional (Internatio- 
', hablando sólo de las relaciones recíprocas entre 
anos ó los Estados, y contraponiéndolo al nacional 
(interna!). Afirma quo las cuestiones que pueden 
tre individuos, subditos de diferentes Estados, de- 
regidas por las leyes internas y juzgadas por loa 
s internos del uno ó del otro Estado . Lleva á estos 
s las cuestiones entre un soberano y un individuo 
Estado, reduciendo á aquél á la condición de un 
dividuo. Déjalos asuntos recíprocos entre los so- 
lomo tales á la rama de la jurisprudencia que'pue- 
■se propia y exclusivamente, en su sentir, interna- 
. El término ha sido admitido generalmente, á pe- 
inexacto (3): No considerándose sujetos de Derecho 



jurefeciale sive de jure. Ínter gentes. Londres, 1660. 
;my Benthamis Works. Bowring ed. Vol. I, pág. 149. 
emplean Halleck (International ¿ate, or Bules regulating tke 
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"las Naciones, sino los Estados, á éstos y no á aquéllas hay 
precisión de referirse. Es vulgarísima la distinción entre las 
unidades naturales Naciones y las artificiales Estados . Una 
Nación puede organizarse en varios Estados , como Italia 
«ntes de su unidad y España, y un Estado puede abarcar 
varias Naciones, como sucede con Austria-Hungría. Por 
esto no es aceptable tampoco la denominación Derecho de 
las Naciones , que usan algunos (1). La de Derecho de gentes % 
hoy poco empleada, nos parece más adecuada y expresi- 
va (2). Acaso sería preferible decir, como hacen los alema- 
nes, Derecho de los pueblos (Volherrecht) (3). 

La expresión Derecho de gentes , que se aplicó primero al 



intercou8e of states in peace and war. London, 1878); Phillirnore 
(Commentaries upon international Law. 2 ed. London, 1871-74); Du- 
dley Field (Outlines ofaninternat ional Code. 2 ed. New- York, 1876); 
TVoolsey (Introduction to the study of International Law. 6 ed. New- 
York, 1879); Fiore (Derecho internacional público , vertido al castella- 
no por A. García Moreno. Madrid, 1879); Carnazza-Amari (Trattato 
sulDiritto intemazionale pnbblico di pace. 2 ed. Milano, 1875); Calvo 
(Le Droit international theorique et pratique. 2 ed. París, 1872. La 
primera se publicó en español) ; Pando (Elementos de Derecho inter* 
nacional. Madrid, 1843); Riquelrae (Elementos de Derecho fníblico 
internacional. Madrid, 1849), etc., etc. 

(1) Manning (Commentaries on the Law of nations. 1839); Polson 
(Principies ofte Law of nations. 1854), etc. 

(2) Se sirven de ella Martens (Précis du droit des gens moderne de 
VEurope, fondé sur les traites et V usaje. Ed. Vergé. París, 1804); Klu- 
ber (Droit des gens moderne de VEurope. Ed. Ott. París, 1874); Massé 
(Le droit commercial dans ses rapports avec le droit des gens et le droit 
civil. 3.» ed. París, 1874), etc. 

Wheaton ha denominado dos obras de diferente manera. (Elements 
du droit international. 6. a ed. 1874. — Histoire des jwogrhs du droit 
des gens. 4.* ed. Leipzig, 1865.) Lo mismo ha hecho Twiss (Science of 
international Law. 1856. — Te Lato of nations considered as indepen- 
dant political communities. 1 861-63 ). 

(3) Heffter (Das Europáische Vólkerrccht der Gejcnwart. 6 Anñ. 
Berlín, 1873); Bluntschli (Djls moderne Volherrecht dar civiüsirten 
Staten ais Rechtsbuch dargcstcllt. 3 Aufl. 1878); Bulmerincq {Praxis, 
Theorie und Codification des Yólkerrechtes. Leipzig, 1874), etc. 

También puede traducirse Yolkermecht por Derecho de las naciones 
«ó de las gentes. 



invado, se hizo extensiva luego aT 
o contrario ha sucedido con la de 
Designando en un principio el De- 
o luego á comprender también el 
publicó por primera vez su tratado, 
o por "Wheaton del término Derecho 
al Derecho público, limitándolo al 
reconocidas como razón de decidir 
cho privado de las diversas nació- 
i sucesivas dice quo el Derecho in- 
público y privado (2), y ha sido se- 
lillimore divide su importante ebra 
il enjtis intcr gentes , que abraza el 
que se refiere al privado {3). Los 
liferentea palabras ambos Derechos. 
do el U30, aplican la denominación 
al (4), sin duda porque se hacen 

recho público, privado é internacio- 
.ctos, lo mismo, y aun con más mo- 
m sus relaciones con el asunto de 
Derecho penal ni el procesal, que 
33 escritores después del civil y el 
msiderarse como privados. Las ro- 
ó entre Estados no son las que se 
3y extranjera llega á convertirse en 
te autoriza su aplicación la sobera- 
icional, como dice Hurd.ea simple- 
;ación moral para las Naciones ó los 
i so refiere á su existencia política; 

es diffirenfe» nations <1& au droit inter- 
frar^aiee, etc. Tome VII, pág. 81. 
rifé. Tome I, pág. 1 . 
rnational Lair. 2.' ed. London, 1874. 
o internacional público. — Intcmationn- 
rnaciíraal privado. 
>n , etc. 
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pero en tanto que este Derecho internacional afecta á la ac- 
ción de loa particulares y es mantenido por la autoridad de 
un Estado, viene a ser una ley en la estricta acepción del 
término, y se confunde con su Derecho general, llegando 
á ser parte do la loy puesta en vigor en el territorio de un 
Estado ó en la jurisdicción nacional » ( 1). Además, hi3 expre- 
siones privado ó internacional son perfectamente antitéticas. 
¿ Cómo un Derecho privado ha de ser internacional , y un 
Derecho internacional ha de ser privado? Sólo por analogía, 
y teniendo en cuenta los principios que de fundamento le 
sirven, ha podido decirse Derecho internacional, añadiéndo- 
le, para restringir su sentido, privado, queriendo entenderla 
inon&r publicidad de sus relaciones, la inferioridad do los 
intereses individuales ó de un listado, enfrente de intereses 
mayores, de los de la Humanidad toda entera. «La parte 
del Derecho que trata do la elección que ha de hacerse en 
cada acción entre la3 diferentes jurisdicciones y las diferen- 
tes leyes nacionales, puede ser razonablemente denominada, 
dice \V03tlake, Derecho internacional, añadiéndole el adje- 
tivo privado para distinguirla del Derecho internacional que 
so aplica entre los Estados, y que se puede llamar público. 
En la materia que nos ocupa, la palabra privado es absolu- 
tamente independiente de toda clasificación del Derecho na- 
cional en público y privado. Muchas clasificaciones hacen 
generalmente del Derecho criñiinal una rama del Derecha 
nacional público; pero la cuestión de la extradición de los 
criminales entra en el Derecho internacional privado, porque 
so relaciona con la cuestión de saber ante qué jurisdicción 
nacional debe un criminal ser juzgado » (2). El Derecho inter- 
nacional privado, de igual manera que el público, se apoya, 
•como afirma Bar (3), sobre los principios comunes á las re- 



(1) Topics of jurisprudence. Pág. JO. 

(2) Inlroduction au Droit intemational privé. Revue de Droit in- 
ternational, etc. Tomo XII, pág. 27. 

(3) Das ínter n aliónale Priuat-und Strafrecht. Hannover, 1862. 
§.l,pág.4. 



le loa Estados. Ya reconocía Huber(l) que la api i- 
i leyes extranjeras ea un asunto que corresponde, 
que al Derecho civil , al de gentes. Story (2) consi- 
linantemente nuestra ciencia como rama del Dere- 
co. Fcelix'afirma que el principio de la aplicación 
es extranjeras en el territorio de una nación no 
al Derecho privado, sino al de gentes, pues aunque- 
lo se trate de aplicar disposiciones del Derecho pri- 
a aplicación sólo tiene lugar por consecuencia de 
anes de nación á nación (3). Fiore, que se opone 
an el Derecho civil el fundamento científico para 
as cuestiones de Derecho internacional privado ¡ cree 
el y el Derecho público hay numerosas filiaciones,, 
principios del último han de atenderse (4). Por 
larece preferible decir, para designar toda la cien- 
endo á los principales tratadistas de Inglaterra, 
i Italia (5), Derecho internacional privado (6) que 
yrivado internacional (7), como acostumbran los 
(8). Es verdad que los últimos suelen limitarse al 
' procedimiento civiles, á diferencia de Rocco, que 
toda la materia con el limitado título de Derecho 
nacional (9), poniendo el término civil como equi- 
patrio sin duda. Bar da á su importante obra el 
e Derecho privado y penal internacional, conocien- 
sactitud del que por lo general Be emplea, en su 



wmflictu legum . Núm . 1 . 

flkt of Lawí. Ed. 1872.8. 9, píg. 9. 

tailo de Derecho internacional privado. Traducción de- 

res do la RevUta general de Legislación y Jurisprudencia. 

14,pág. 10. 

echo internacional privado. Versión castellana de A. Gar- 

. Tomol, §. 5,pag. 24. 

¡x, Mailherde Chassat, Fiore, "Westlake, "Wharton, etc. 

•ate International Lato. — Droit tnternational privé. ~LH~ 

itionale privato. 

mal tonales Privatrecht. 

ffer, Setitaffner, etc. 

Vato di Dirilto c'dle internazionale , etc. Ed. Livorno, 1860. 



sentir, por falta de otro suficientemente comprensivo ( 
Afirmando, como lo hace (2), que en el procedimiento cñ 
no hay sólo derechos de las partea que en la cuestión infa 
vienen, sino también del Estado, era lógico que, para int 
car completamente su objeto, hubiera ampliado mas 
tituló. 

La primera denominación general de la ciencia que n 
ocupa, aun empleada frecuentemente en nuestros días, es 
de la doctrina de la colisión ó el conflicto de los estatutos 
de las leyes. Hablan de ello la generalidad de los escritor 
ain discusión y como de una cosa notoria. Determinar 1 
reglas por las que deben resolverse los conflictos eutre 1. 
leyes de los diversos Estados, es el objeto que se prop 
nen(3). 



(1) Das interaationale Privat-und Strafrecht. %. l,pág. 6. 

(2) ídem id., id., id. 

(3) < £1 conjunto de las reglas según las que se juzgan los conflicl 
entre las leyes civiles 6 criminales de diversos países es llamado De 
cho internacional privado, para distinguirlo del Derecho intemaciot 
público, que regula las relaciones de nación á nación.) (Wheaton, E 
menta du Droit internationnl. Tomo I, Ed. Leipzig, 1848, pág. 101.) 

• La jurisprudencia que surge del conflicto de las leyes de diferenl 
naciones, en su actual aplicación al comercio y trato modernos, es a 
rama muy interesante é importante del Derecho público.,... Puede i 
adecuadamente denominada Derecho internacional privado, pues 
refiere principalmente en su aplicación á los negocios comunes de 1 
personas privadas, y raramente toca á la dignidad de las negociador 
ó de las controversias nacionales.» (Story, Uomnientaries on the Confl 
«/Latos. Seventh edition. Boston, 1872. §. 9, pág. 9.) 

< El Derecho internacional (jus gentium) es el conjunto de los pr 
cipioH admitidos por las naciones civilizadas é independientes pi 
arreglar los relaciones que existen ó pueden nacer entre ellas y pi 
decidir los conflictos entre las leyes y usos diversos que las rigen. 
Derecho internacional se divide en público y privado. £1 derecho 
temacional público (Jue gentium ptiblicum) arregla las relaciones 
nación á nación; en otros términos, tiene por objeto los conflictos 
Derecho público. Llámase Derecho internacional privado (jm gentil 
pñvatutn) el conjunto de reglas según las cuales se juzgan los coní 
toe entre el Derecho privado de las diversas naciones; en otros ten 
nos, el Derecho internacional privado se compone de reglas relativa 



derecho penal y el procesal no pueden 
■te nombre, n No hay un conflicto, aña- 



civiles 6 crimínales de uq Eatado en el tarri- 
njero.» (Foelix, Tratado de Derecho interna- 
cción española. Tomo I, paga. 1 y 2.) 
iternacional es el conjunto <Ie aquellas reglas 
;to de las legislaciones civiles de Estados d¡- 
¡hecffaer, Esplkazione del DirUto Privato Lt- 
tedesco per M. Tenore. Napoli, 1859. §. 1, 

o internacional privado tiene por objeto esta- 
i cuales pueden delicíese las cuestiones reía- 
5 las leyes civiles r penales de diversos Esta- 
ipio di Nazionalitá apjilicato alie relazioni «- 
, 1868. Pag. is.) 

ice los principios para resolver los conflictos 
i determinar las relaciones recíprocas de loB 
Estados, constituye un ramo especial de la 
se llama Derecho internacional privado, muy 
que determina las relaciones privadas de loo 
nterior del Estado, y del Derecho internacíc- 
lias relaciones de unos Estados con otros.» 
inal privado ó principias para resolver tos cow- 
■giulaciones en materia de Derecho civil y ce- 
na de A. García Moreno, etc. Tomo I. Ma- 
na! privado versa sobre la colisión de las le- 
íales.» (Lomonaco, Trattato di Diritto ciniíe 
74. Pág. v.) 

nal privado puede definirse el conjunto de re- 
decidirsa las colisiones surgidas entre las le- 
js independientes en materia civil, comercial, 
> (Fernandos Falcao, Do Direito internacio- 
, 1868. §. 31, pág. 52.) 

nal privado debe prevenir ó resolver convo- 
que puedan promoverse entre legislaciones 
■s soberanías.» (Brocber, tíouveai* traite de 
Qeneve, 1870. §. 3, pág. 10.) 
srecho privado internacional el conjunto de. 
inducidos por la observación ó deducidos do 
:mes jurídicas civiles y comerciales entre em- 
ites imperios de reglas de derecho — de na 
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de, por la variedad de las leyes que pueden aplicarse á ca- 
sos aislados, sino sólo cuando, dadas las diferencias, las 
legislaciones de los diversos Estados quieren á la vez some- 
ter una determinada relación á su particular imperio » (1). 
La existencia de los conflictos no es, pues, á su entender, 
una condición esencial de las cuestiones todas que á nuestra 
ciencia se refieren. Se presentarán en raros casos, si, como 
reconoce (2), son pocas las disposiciones que sobre las mis- 
mas existen, y son ellas casi por completo incoherentes. Un 
distinguido jurisconsulto italiano, Buscemi, combate seria- 
mente, y en nuestro sentir con razón, que esto3 conflictos 
existan (3). « La hipótesis de la colisión, dice, que tuvo su 
fundamento histórico en la sucesión lógica de las ideas y de 
los hechos, es hoy ud absurdo que hay que destorrar del cam- 
po científico (4). La variedad de las fuerzas y de las leyes, 
llevando consigo división y concurso á un tiempo , es condi- 
ción de orden y no de lucha, y da el más valioso fundamen- 
to á la solidaridad de los intereses humanos. De aquí se si- 
gue que no tiene por objeto la ciencia diriniir luchas entro 
opuestas fuerzas y leyes, sino componer la variedad de la3 
partes en la armonía de sus orgánicas relaciones. La vida 



mismo Estado ó de Estados diversos — que tiene por fin regular y dos- 
envolver progresivamente tal género de relaciones, y determinar y ha- 
cer respetar la competencia de derecho en la aplicación de las leyes, 
para evitar y resolver los conflictos de la simultánea pretensión juris- 
diccional de diversas soberanías. > (Lopes Guimaraes Pedroza, Intro- 
ducido ao estudo do Direito privado internacional. Coimbra, 1878. §. 6 t 
página 24.) 

Wharton, que no entra en consideraciones generales sobre la cien- 
cia, titnla su interesante obra A Treatiae on the Conjiict of Laws or 
Friuate International Law , etc. Philadelphia, 1872.) Burge y Westla- 
ke aceptan el mismo título. 

También hablan de los conflictos Mancini, Laurent, Lawronce, Sa- 
redo, etc., etc. 

(1) Obra citada. §. 1, págs. 6 y 7. 

(2) ídem id. §. 1, pág. 8. 

(3) Corso di Diritto internazionale privato. Messina, 1872. Vol. I, 
pág. 21 y siguientes. 

(4) Pág. vi. 



oa de una nación, aunque separada y diversa de las 
o tras , no estará nunca en contradicción ó en lucha 
las : toca por esto al Derecho internacional, no ya re- 
íos conflictos de las leyes en el espacio, sino armóni- 
co mponer las relaciones jurídicas entre las naciones ó 
iividuos pertenecientes á nacionalidad diversa (1). El 
ho internacional privado, que estudia el Derecho como 
)nna de la vida autonómica de las naciones, no debe 
r nunca de vista las dos grandes leyes del organismo 
no : la variedad de las partes y el orden de la totali- 
Merced á la una, desterrará la falaz hipótesis de la 
>n, que tuvo su razón de ser en los duros tiempos del 
ñento y de la lucha; merced á la otra, renunciará á 
peranzas de una igualdad que sería la meta suprema 
imposible progreso. El Derecho internacional privado 
oe su fundamento en el conflicto de las leyes, ni cesa- 
existir, con la vida de las naciones, por el absorbente 
iso de toda la Humanidad. El Derecho tiene, como la 
ación de que es parte, formas que tienden á estrechar 
iculos orgánicos entre las partes disgregadas. Las na- 
; no están en lucha sino en armonía de intereses, y es' 
ito absurdo que la ciencia del Derecho continúe, con 
labras acostumbradas, hablando de colisión de leyes 
espacio. Las naciones constituyen una parte esencial 
ida de la Humanidad, y 63 por esto absurdo esperar 
jrnia y un Derecho común que destruyan tanta natu- 
riedad de disposiciones y fuerzas. División de fuerzas 
proco auxilio en la consecución del fin común ; varie- 
i la armonía : he aquí las grandes leyes que gobiernan 
ado de las cosas y las inteligencias, y que deben guiar 
echo en el desarrollo de la última y más notable fase 
fecundo progreso (2). 
jnos cómo desenvuelve sus opiniones (3). Un error 



Pág. tu. 

Págs. ii y x. 

Pág. 24 y siguientes. 
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fundamental, apoderándose ab origine de la ciencia, sirvió 
de base á muchos falaces é imperfectos sistemas, y engen- 
dró una confusión de ideas de que el Derecho internacional 
privado no ha podido hasta hoy enteramente apartarse. De 
«to ha resultado que los escritores, aunque de acuerdo en 
muchas verdades parciales, estén aún discordes en la inda- 
gación de los principios, y que la ciencia no haya podido 
recibir una sólida base y un racional fundamento . La idea 
de un conflicto entre las leyes nacionales y extranjeras ha 
sido la primera hipótesis por la que los escritores han tra- 
tado de investigar y comprender las varias y posibles rela- 
ciones de Derecho internacional privado. Esta idea fué acep- 
tada sin discusión y transmitida con ctarttancia. El conflicto 
de las leyes era el fundamento de nuestra ciencia, que no 
era posible sin él : en el conflicto estaba su principio , su fin 
y su límite: la ciencia no era más que el conjunto de las re- 
glas necesarias para resolverlo. De aquí la consecuencia 
que , si llegase á cesar un día la diversidad de las leyes , la 
teoría del Derecho internacional privado debería desapare- 
cer por completo. A poco que los escritores hubiesen medi- 
tado sobre el valor de la hipótesis, hubieran comprendida 
que no tenía fundamento y que implicaba un absurdo así en 
el orden de razón como en el de hecho . 

nacionalmente hablando , no es posible que en el territo- 
rio de un mismo Estado haya colisión de leyes pertenecien- 
tes á nacionalidades diversas. No es posible, en primer lugar 
porque en los límites de un Estado no puede ejercer otro 
acción, ni, por consiguiente, empeñar lucha con^u ley. No 
es posible , en segundo , porque la pretendida aplicación de 
dos leyes diversas al mismo caso no es un derecho igualmen- 
te razonable y fundado. En los límites del Derecho estricto 
hay una norma superior, por la que á tal caso y á tal perso- 
na se debe aplicar más bien tal ley que tal otra. Puede suce- 
d er en el hecho que se dude si conviene aplicar á cierto 
caso jurídico la ley nacional ó la extranjera; pero tal duda 
no lleva consigo posibilidad de aplicación simultánea, y por 
consiguiente de conflicto, sino deficiencia de los extremos ne- 



esarios para conocer la ley á cuyo imperio el caso especial 
ietje someterse. La ley tiene su aplicación, dentro y fuera do 
3b limites del territorio que le es propio, no por concesión 
o alguno ó motivo de momentánea utilidad, sino por exi- 
encia de Derecho estricto y necesidad de relación jurídica; 
■oresto, racionalmente, no es posible que donde extiende 
na ley su esfera pueda penetrar la autoridad de otra dife- 
¡mte. La duda de si se debe aplicar una ú otra ley lleva con- 
¡go un mero examon de hecho y no una colisión de Derecho. 
No se duda á veces sobre sí á tal caso jurídico conviene 
pilcar este ó aquel artículo de un Código? ¿Diremos, por 
sio que los dos artículos están en conflicto entre sí y que 
s necesario recunit á un tercer criterio para dirimir seme- 
inte lucha? Las dos leyes no pueden presentar colisión en- 
■e si, como tampoco los dos artículos de una misma. Las 
ipótesis de una y otra ley, de Uno y otro artículo son tan 
¡versas como las esferas dentro de las que ejercitan su ju- 
fdica autoridad y respectiva influencia. Es necesario estil- 
lar el hocho, que entra bajo la hipótesis jurídica de que 
aturalmente depende. Para que la colisión fuera posible, 
eberían los dos artículos y las dos leyes considerar la mis- 
m hipótesis. Es claro que no puede esto suceder con los 
rtículos de una ley. La hipótesis legal implica dos tórna- 
os: una dada relación jurídica y un orden do personas en- 
•e las que debe establecerse. Faltando uno de ellos, nece- 
iriamento so destruye. En dos leyes de nacionalidad diver- 
il puede estar considerada la misma relación jurídica, pero 
unea el mismo orden de personas entre las que debe 
jtablecerse; falta, pues, en ellas la identidad de la hipóte- 
;s y, por consecuencia, la posibilidad de la colisión. 
Si la colisión es un absurdo en la pura eafora jurídica, 
* también en el hocho una hipótesis absolutamente impo- 
:ble. En los límites de un Estado no impera más que la 
•y propia, y nunca puede allí la ley extranjera asumir auto- 
dad y empeñar conflictos. Pueden ocurrir dos casos diver- 
ja : ó la ley de un Estado, celosa da la propia influencia, 
icga á las leyes extranjeras toda aplicación en su territo- 
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rio, ó la permite en ciertos casos determinados. Si la niega, 
ningún conflicto ha de presentarse. Si la admite, no puede 
por esto mismo pretender que sus disposiciones se extien- 
dan á los casos en que permite la aplicación de la legisla- 
ción extranjera. En esta hipótesis se aplica ella porque lo 
quiere el legislador nacional ; y si éste quiere que la ley ex- 
tranjera se aplique á tal dado caso jurídico, no puede tam- 
bién además querer que se aplique al caso mismo la pro- 
pia. El conflicto, en suma, supone dos autoridades que en- 
tre sí luchan; pero como en ambas hipótesis sólo hay una 
autoridad, y por consiguiente una ley, la imposibilidad de 
todo conflicto es notoria . Es un absurdo suponer que, don- 
de una autoridad sola impera, pueden por su voluntad 
existir dos leyes, encaminadas a regular la misma hipóte- 
sis con opuestas disposiciones y destinadas á deber su efica- 
cia á las dudas que de una lucha perpetua surgen. 

¿Cómo, se pregunta Buscemi (1), idea tan absurda ha 
podido invadir el campo do la ciencia y mantener su domi- 
nio con invariable fortuna y maravillosa constancia? La 
razón do este error debe buscarse, en su sentir, en la histo- 
ria. Los municipios italianos de la Edad Media tenían al 
lado del Derecho común sus especiales estatutos. Eran fre- 
cuentes las relaciones entre ellos, é innumerables los casos 
en que el estatuto de una ciudad estaba en colisión con el 
de otra. Era necesaria una norma superior para resolver la 
dificultad, y los Glosadores se propusieron lograrlo inter- 
pretando la legislación de Roma, en la que buscaron prin- 
cipios. Las continuas colisiones daban que hacer á los ma- 
gistrados y producían estudios, interpretaciones y comen- 
tarios. De aquí los primeros escritores y la primera idea de 
la colisión. Se estudió entonces, no sólo el caso do un con- 
flicto de un estatuto con otro, sino el del Derecho común 
con él. Y la hipótosis del conflicto, lejos de ser imposible, 
respondía á una incontestable realidad. Si en los límites 
del mismo Estado subsistían un Derecho común y especia- 



(1) Pág. 33. 



les estatutos á un tiempo, debían por necesidad sentirse 
dos consecuencias á la vez : la dificultad de señalar á cada 
estatuto su respectiva esfera de acción, y la posibilidad de 
hallar en la ley superior un criterio propio para dirimir los 
cotidianos couflictos. La colisión, en suma, era un hecho, 
y la investigación de un principio superior una pretensión 
bastante razonable y fundada. Estas ideas comenzaron á 
tener mayor extensión en los Países Bajos. El comercio po- 
nía A los ciudadanos de aquella floreciente república más 
en contacto con los extranjeros y hacía sentir la necesidad de 
leyes que regulasen sus internacionales relaciones. Las ideas 
municipales se extendieron entonces á un horizonte mas 
vasto, y lo que se había dicho de las relaciones entre ciu- 
dad y ciudad, entro estatuto y estatuto, se pudo repetir de 
las relaciones entre nación y nación, entre ley de la ciudad 
y ley extranjera. Así se ensanchó el campo, pero el fondo 
de las ideas permaneció el mismo; y como en el .pretendí- 
do conflicto de do3 diversas leyes no había ya una ley su- 
perior que atender, se acudió al principio de la recíproca 
utilidad , y la esfera del Derecho internacional fué separada 
de este modo del orden do la razón y sometida al empiris- 
mo de una sencilla convivencia. Los escritores holandeses 
señalan el punto de unión entre el antiguo Derecho estatu- 
tario y el moderno Derecho internacional privado. Si hay 
que elogiarlos, de una parte, por haber sido los primeros 
en comprender la necesidad y dado los fundamentos de 
nuestra ciencia, no se puede menos de criticarlos, de otra, 
por haber edificado sobre lo antiguo. A las nuevas ideas y 
á las nuevas necesidades debían corresponder nuevos prin- 
cipios y convicciones. El Derecho estatutario no podía ser- 
vir de base al Derecho internacional : el conflicto, que era 
en el primero una realidad, venía a ser en el segundo un 
absurdo ; y no siendo ya posibles los mismos criterios racio- 
nales, se salía del campo del Derecho estricto y se entraba 
en el de la utilidad y de la recíproca convivencia. Así las 
ideas todas, patrimonio del Derecho estatutario, ocasiona- 
ron muchos errores. Así el conflicto de las leyes, ocasión. 
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de los primeros estudios, sirvió de fundamento ala ciencia, 
y la causa ocasional fué confundida con la efectiva . 

Savigny (1), y después de él otros, consideran bajo la de- 
nominación de límites locales de las reglas de Derecho 
nuestras cuestiones. No es admisible, porque con razón 
dice Bar (2), cuando se reconoce que algunas de ellas acom- 
pañan en todas partes á las personas, deja de presentarse 
«orno una cosa local la esfera de acción de una regla jurídi- 
ca en las relaciones internacionales. 

No deben tampoco hacerse sinónimas las expresiones 
Derecho internacional privado y Derecho de los extranjeros^ 
según hace Haus (3). Como afirma con fundamento Re- 
nault (4), pueden presentarse cuestiones de Derecho inter- 
nacional privado en un país para los que pertenecen á él. 
No han de considerarse únicamente las personas, sino las 
relaciones de que se trata. El Derecho internacional priva- 
do, ademes, no se propone exponer el contenido de la legis- 
lación aplicable á los casos que constituyen su asunto : se 
limita á indicar cuál , entre las diferentes legislaciones , ha 
de regirlos. No es, pues, un examen de la legislación ex- 
tranjera que se aplica en un determinado país, ya á ciertas 
personas, ya á una especial clase de relaciones, en lo quo 
habría más exactitud; no es tampoco, considerando lo vi- 
gente en las diferentes naciones, un extenso estudio de Le- 
gislación comparada. Examina sólo, tanto los principios 
como las leyes, en cuanto pueden determinar y determinan 
el Estado á quien corresponde regular las relaciones que el 
trato internacional ocasiona. «El conocimiento abstracto 
del Derecho internacional es, como dice Demangeat muy 
bien, independiente del de las legislaciones positivas. Un. 



( 1 ) Sistema del Derecho "Romano, Versión española. Tomo VI, já- 
gina 128. 

(2) Obra citada. §. 1, pág. 7. 

(3) Du Droit privé qui régit les étrangers en Belgique ou du Droit 
<les gens privé dans 8C8 rapports avec les lois civiles de Belgique* 
<*and, 1874. 

(4) Introduction á Tétude du Droit international Pag. 28. 



conociese absolutamente ninguna legisla- 
podría, sin embargo, poseer en alto grado 
erecho internacional. Sería evidentemente 
;ar una diferencia cuya solución debiera 
y inglesa ó la alemana ; pero podría decir 
racto, aplicando al caso I03 principios en 
3, cuál de estas dos leyes debe observarse. 
recho internacional, si se le supone aislado 
íes positivas, es meramente una abstrac- 
, no puede dar al juez ó al abogado el me- 
i una manera completa las cuestiones que 
producen; pero, recíprocamente, el que no 
te las legislaciones positivas, sin estar pene- 
icipios superiores destinados á regular el 
entre estas legislaciones diversas, no se en- 
temente en estado de juzgar con certidum- 
s de que se trata» (1). 
üión de Derecho extraterritorial sería, en 
1 más adecuada para designar toda la cien- 
■8. Aun cuando se llame Derecho interna- 
-imirse privado, poniendo en su lugar el 
rte del Derecho de que se trate, y diciendo 
rcantil, penal y procesal internacionales. 
o internacional privado tiene actualmente, 
de lo expuesto, una considerable impor- 
specto práctico , su necesidad es indiscuti- 
) será más. Los que contraen relaciones 
y sobre todo los que se dedican á negocios, 
orno condición necesaria para sus cálculos, 
de que su derecho ha de respetarse, sea 
íto adonde se vean obligados á dirigir sus 
.os que ejercen la abogacía han de buscar 
a manera de resolver las cuestiones, com- 
bes, que con frecuencia se les presentan. La 

Throit intcrttotiotml privé. Introdaction . Tomo I, 
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importancia de este estudio es mayor para los pueblos en 
que, como en España ocurre, dada la diversidad de las le- 
gislaciones civiles, se ofrecen casos que pueden promover 
dudas sobre la aplicación de ellas. Bajo el aspecto teórico, 
contribuye á que las legislaciones se estudien, á que se me- 
dite sobre las mismas, á que sus arbitrariedades cesen, y á 
que reine de más en más en el mundo la soberanía del De- 
recho. 

4. Todo Estado tiene autoridad para establecer lo que 
conceptúe conveniente , en orden al modo de regular las re- 
laciones jurídicas que bajo su competencia caen. Su volun- 
tad ha de manifestarse expresamente por leyes, ó de un 
modo tácito, por costumbres . He aquí las fuentes del Dere- 
cho , ya considerado en general , ya en cada una de sus par- 
ticulares ramas, y por tanto de la que es objeto de nuestro 
estudio. No existiendo Estado internacional con soberanía 
reconocida por todos, y por consecuencia con facultades le- 
gislativas, ha de acudirse en primer término á las conven- 
ciones ó los tratados , que vienen en realidad á ser leyes. 
Figura después de ellos la legislación de cada Estado, en 
cuanto acepta ó rechaza, para las relaciones en que su so- 
beranía interviene , la aplicación de las disposiciones del 
extranjero. Viene, por último, la costumbre, que hacen co- 
nocer, mediante la Jurisprudencia, los Tribunales (1). El 
dar origen al Derecho es atributo de la potestad soberana, 
que puede ponorse de acuerdo con otras para aplicar cier- 
tos preceptos, que puede aceptar leyes extranjeras, hacién- 
dolas nacionales , y que está en el caso de permitir á las au- 
toridades que establece el reconocimiento y la aplicación de 
lo que la costumbre sanciona. Basta la voluntad del legis- 
lador de un país para constituir su Derecho; en la forma- 
ción del Derecho internacional es indispensable el consenti- 
miento de los Estados. 

Los tratados, no sólo son en nuestro asunto la primer 



(1) Véase sobre esta materia á Bergbohm (Staatsvertrage und 
Gtesetze ah Quellen des Vülkerrechts. Dorpat, 1877.) 
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a principal. En ellos hay necesidad 
■liando son ahora pocos y dejan muy 
e igual manera que las leyes y las de- 
es de esperar que se generalicen de día 
entes dificultades que se presentan y 
s termino. Hay una razón en su abo- 
mente Laurent. Eg un principio que 
llegan a ser obligatorias las leyes, por- 
as hombres fuesen ligados por aque- 
sconociesen. Las leyes extranjeras no 
que en los paises donde se dan; están 
que acaso no se comprende fuera de 
liquidad originada por su aplicación 
^conocerlas, van dirigidos los trata- 
do y son verdaderas leyes entre nos- 
itituciones españolas, á diferencia de 
'■), lo reconocen así (4). Como leyes ó 

7 021 de la Ley de Enjuiciamiento ciyil 
la Ley de organización del Poder judicial 
i Ley municipal de 1877, etc. 
International privé ( Journal duDroit ínter- 

.fe. ii.) 

Clery (Des Conditions de validité de» Trai- 
at actuel de notre legislation. — Journal du 
le Année, paga. 343 y;447.) 
i. 

s de las Cortes son : 

i de eu ratificación los^tratados de alianza 
y los especiales de comercio. 
i prerogativa que compete al Rey de san- 
arlas, le corresponden como principales las 

y hacer y ratificar la'pax, dando después 
Cortes. 

m diplomáticas y comerciales con las demás 

mbajadores, ministros y cónsules. 

>ncs de la autoridad del Bey son las ¡i- 
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convenios verdaderamente internacionales deben tener una 
autoridad superior á la de las leyes de un Estado, que no 



Quinta. No puede el Rey hacer alianza ofensiva ni tratado espe- 
cial de comercio con ninguna potencia extranjera sin el consenti- 
miento de las Cortes. 

Sexta. No puede tampoco obligarse por ningún tratado á dar sub- 
sidios á ninguna potencia extranjera sin el consentimiento de las 
Cortes. 

Constitución de 1837. 

Art. 47. Ademas de las prerogativas que la Constitución señala al 
Rey, le corresponde: 

4.° Declarar la guerra y hacer y ratificar la paz, dando después 
cuenta documentada á las Cortes. 

6.° Dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales con las demás 
potencias. 

Art. 48. El Rey necesita estar autorizado por una ley especial: 

8.° Para ratificar los tratados de alianza ofensiva , los especiales de 
comercio, y los que estipulen dar subsidios á alguna potencia ex- 
tranjera. 

Constitución de 1845. 

Art. 45. (Como el 47 de la anterior, 4.° y 6.°) 

Art. 46. (Como el 48 de la anterior, 3.°) 

Constitución de 1869. 

Art. 70. El Rey dispone de las fuerzas de mar y tierra, declara la 
guerra y hace y ratifica la paz, dando después cuenta documentada á 
las Cortes. 

Art. 73. Además de las facultades necesarias para la ejecución de 
las leyes, corresponde al Rey: 

4.° Dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales con las demás 
potencias. 

Art. 74. El Rey necesita estar autorizado por una ley especial: 

4.° Para ratificar los tratados de alianza ofensiva , los especiales de 
comercio, los que estipulen dar subsidios á una potencia extranjera, y 
todos aquellos que puedan obligar individualmente á los españoles. 

En ningún caso los artículos secretos de un tratado podrán derogar 
los públicos. 

Constitución de 1876. 

Art. 54. Corresponde al Rey: (Art. 54 de la de 1837, sin más dife- 
rencia que ser aquí 5.° lo que allí es 6.°, 4.° y 5.°) 
Art. 55. (Como el art. 74 de la de 1869.) 
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[•rogar (1). Tal 68 la doctrina corriente, turn- 
en España (2). 

sable, para estudiar seriamente el Derecho iu- 
tvado bajo el aspecto de la práctica, antece- 
3 de una verdadera teoría, examinar minucio- 
itados, las leyes y las decisiones de tribunales, 
ellos la voluntad del legislador de cada pue- 
in cuerpo de doctrina, que haga posible la re^ 
an importantes y á veces tan complicadas 
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cia del Derecho internacional privado se halla 

formarse. Un tratado verdaderamente funda- 
que partiendo de principios fijos, se dé sohi- 
terreno teórico, ya en el práctico, á lascues- 
¡ue abraza, á la altura de las exigencias pre- 
decirse que no se ha oscrito. Antes de este 
putados comentaristas, como Bartolo, Baldo, 
Burgundo, Voet, Huber, Rodenburg, Boulle- 
e trataron de los conflictos de las leyes, pero 



Demangeat (Les dispositíons des differentes Codea ne 
! modijiées que par une ioi, et non par Wí traite diplo- 
•nal du Droit international privé, le ánnée, pAg. 107.) 
m de 8 de Agosto de 1S64. 

\. D. G.) se ha servido disponer recuerde á V. E. el 
d celebrado entre Espada y Francia para fijar 
b respectivos subditos y las atribuciones de 
sulores destinadla á protegerlos; advirtiéndole que el 
extranjería de 17 de Noviembre de 1852 no tiene va- 
que se halle en contradicción con lo estipulado en loe 
cionales vigentes, asi anteriores como posteriores á so 
:n Real decreto, aunque sea posterior á un tratado ó 
altera en atención á que no puede modificarse por la 
3 una parte y sin la aquiescencia de la otra lo estipa- 
j bilateral. > 
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que lejos de investigar un principio que pudiese regirlos 
todos, se redujeron á exponer una colección de casos y 
costumbres , valiéndose para la solución de los principios 
de la legislación de Roma. Importantes jurisconsultos de la 
presente centuria, como Story, Burge, Scháffner, Wachter, 
Rocco, Fcelix, Savigny, Westlake, Bar, Mancini, Fiore, Es- 
person,Lomonaco, Lawrence, Wharton , Buscemi , Phillimo- 
re y Brocher, se han dedicado á examinar detenidamente sus 
asuntos, constituyendo una verdadera ciencia, cuyo progre- 
so mucho les debe. La diversidad de las opiniones y leyes ha 
de ser cada vez menor, gracias aun nuevo elemento, la 
acción científica colectiva, unido á la acción diplomática y á la 
acción científica individual . Los Congresos de jurisconsultos, 
que con frecuencia se reúnen, dan á las materias del Dere- 
cho internacional una consideración e^pecialísima. Las Re- 
vistas, y sobre todo algunas consagradas a él, tienden 
más y más á desenvolverlo. Su enssñanza se generaliza y 
toma mayor extensión cada día en los Establecimientos cien- 
tíficos. Mucho ha de esperarse , por último , do la fundación 
del Instituto de Dereclw internacional , que se propone ser 
órgano de la conciencia jurídica del mundo civilizado (1). 

2. 

LITERATURA 



ANTERIOR AL SIGLO XIX 

Albertos de Rósate, Bartolas, Nata, Baldus , Albertus Brunus, 
Joannis Campegius, De Statutis. Coloniae, 1574. Francofurti, 1655. 

Bartolas, Commentarii in Codicem. Venetiis, 1479. Lugduni, 1549. 
(En las ediciones de sus obras: Venetiis, 1499, 1599. Basilese, 1553, 
1557, 1558, 1659. Lagduni, 1567.) 



(I) Véase Annuaire de l' Instituí de JDroit International Premiare 
année. Gand, 1877. Deuxióme année. Gand, 1878. 



aidua, Oommentarit in Codicem. 1487. (En las ediciones 

; Venetüfl, 1695. Lugduni, 1686.) 

;, Tractatus de jure quod oritur ex statutum conflicto' 

ctatus de jure conjugum.) Trajecti ad BJtenum, 1663. 

99. 

\acticarum observationum tam ad processum judiciarium 

•um decisiones pertinentium libri dúo. Col. 1678, 1697, 

., 1740. 

(Dumoulin), Commentarii in Codicem. Ilanovire, 1603. 

ib, Consilia sive Responso Jurie. — Augusta? Viodelic, 

e (D'Argentré), Commentarii in patrias Britonum Le- 
siietiidinea generales Ducatus Britannia:. Parisiis, 1608, 
1628, 1640, 1646, 1661. — AmBt. 1664. 
i , Conclusiones ad generalem etatulorum interpretatio- 
ifurti, 1609, 

i ó Burgundius (Burgoigne) , Ad Consuctwlincs Flandrias 
entilan tractatus conlrorcrsiartitn. Arnheniiíe, 1621, 1670. 
g, De quivstione quatenus forenses obligo/tur statutis alie- 
Lipa, 1638, 1685. — Practica nova Imperialis Saxonica 
tiaünm. Lipa., 1638. 13 ed. Francof., 1768, 
¡y. de potcatate legís municipalis in advenas et indígenas. 

'omnientarii in Jus Lubecense. Lipa., 1642, 1643. Francof. 
1700. Ulin, 1744. — Decisiones miper causis prarc. ad sup, 
nense delatis. Strala., 1664-76. 10 ed. Hüpfner. Frankf, 

oeüua, De Statutis, eorumque concursa. Amatelodami. 

, 1700. Francoiiirti, 1661. Bruxellia, 1715. 

V'oetiua, Cotnmentarius ad Pandectas (Lib, I, tít. 4, para 

>¡s.) Lugd. Batav., 1698, 1704. Hagíe Comitum, 1704, 

1726. Ed. sexta. 1731. Coloo Agrip., 1757. Genevie, 1769, 

1780. 

;na, Practica quKstíonum rerumque in svpremis Belgarum 

trn et observationum Decisiones. Antwerpite, 1661. — Com- 

'.eges Municipales Mechlinienses. Ed. 2. Antwerpias, 1637- 

erum in Suprema Frisionum curia judieatarum libri 5. 



1 



39 

Stryx, DÍ88. de jure principis extra territorium. 1676. Diss. jurid. 
1701. 

Matthfeus, De auctionibus. Antwerpse, 1680. 

Coccejus , Disp . de fundata in territorio et plurium locorum concu- 
rrente potestate. Francof. ad Viad., 1684. Ed. 2. 1696. 

Wolff, Disp. deforensibus adjm statutarium relatis. Lugd. , 1686. 

Hertius , D. d e collisione legum. Giessse, 1688. (En sus Opúsculo,. 
F.aM. 1737.) 

Lemée, Traite des Statuts. París, 1688. 

Hildebrandus , D. de obligatione forensium ex jure statutario . Al- 
torf, 1698. 

Huberus, De conflictu legum. (En sus Prcélectiones juris civüis se- 
cundum Institutiones et Digesta Justiníani. Franequerae, 1686, 1689, 
1690. Ed secunda. 1698. Lips., 1699, 1707, 1725, 1733, 1735. Fran- 
cof. et Lips., 1749.) — Libri tres de jure civitatis. Franeq., 1694, 1698. 
Francof. et Lips., 1702, 1708, 1752, 1768. 

Lyncker, Dissertatio de statutis civitatum provincialium. Jenae, 1699. 

De Witzendorff, De statutis civitatum provincialium. Jeme, 1704. 

Zollius, D. de praferentia statutorum discrepantium. Rinteln, 1711. 

Meier, D. de Statutorum conflictu eorumque in exteros valore. Gies- 
ste, 1715. 

Bouhier, Les Coutumes du Duché de Bourgogne avec les Observations 
du President... lreed. 1717; 2e . 1742-46. (En sus Oeuvres de jurispru- 
dence, avec des additions recueillies et mises en ordre par Joly de 
Bévy. Dijon, 1787-88.)— Supplement ou remarques sur la coutume de 
Bourgogne, par B. Martin; livres 1*© et 2© , recueillies et mis en or- 
dre, por Joly de Bévy. Dijon, 1789.) 

Bynkersbseck, Tractatus de Foro Legatorum. Lugd. Batav., 1721. 
Trad. fr. de Barbeyrac. Amstelodami, 1723.— Opera omnia. Col. Allobr. 
et Lausannae, 1761. Ed. Vicat. Lugd. Batav., 1767. 

Froland, Mémoires concernant la nature et la qualité des statuts; di- 
verses questions mixtes de Droit et de coutume et la pluspart des arréts, 
qui les ont décidées. París, 1729. 

Boullenois, Dissertation sur les qxiestions qui naissent de la contrarié- 
té des lois et des coutumes. París. 1732. — Traite de la personnalité et 
de laréalité des lois, coutumes ou statuts, par forme d 'observations. 
París, 1766. 



i 



D. de statutis eorumque conflicto. Mogunt, 1732, 

rt, D. de juris non scripti extra territorium efjicientia. Gott., 

~>. divcraorwn statutorum concursu eorumque conjlichi (En 
s academieis. Heidelhergse, 1763.) 

. Zuverlássíger Enttcurf von Stadtgesetzcn. Leipíig, 1710. 
3oehmer, De delictis extra territorium commissis. Gostüng. 
i bus Electa juris civilis. Goetting., 1778.) 
. Boebmer, De efficacia efatuti personalis extra territorium. 
7., 1759. 

de la Jannfcs, Principes de la Jwisprudence frangaise. París, 
0, 1780. (Discours sur la diversité des statuts.) 
in, D. de statutis civitatum provincialiunt in sucessione ab in- 
bona etíam alibi sita srcundwn jus civile extendentis. (En bus 
olfc, 1770-1780.) 
, Oeuvrcs. París, 1771. 

q, D. de vi leijum civüium in subditos temporarios. Lisp., 1772. 
D. de vi legtim et decretorum in territorio alieno. Lips., 1777. 
er. Principia juris Romano Germanici. 1788. — D. de ejfíca- 
orum in res extra territorium sitas. (En sus Opuse, jur. 
804.) 

J , Rhapsodia quaistionum inforo quotidie obvenientium. Ed. 4. 
1782-87. 

¡asean, Oeuvree. 1784. — Oeuvres completes. Nonveüe édition 
«, etc. París, 1819. 

De effeetu exceptíonís reijudicatee in territorio alieno. G5t- 
91. 

,D. de statutorum collissione et praferentia in causis successio- 
estato. Eríangtc, 1792. 

SIGLO XIX (1) 
Revistas 
lu Droit international et de Légtslation comparée, publiéepar 
'.. C. Asaer, G. KolinJaequeiuyns, J. Westlake, avec la CO' 



llfiboration de plnsieors juriBconsultes et hommes 
1869-1880. (En publicación.) 

Journal du Droit International privé. Recneil crit 
juriaprudence et légialation, concernant lea étrangera 
lois dans les différenta paya publié avec le concoura d 
geat et P. S. Mancini et la collaboratlon de plusieu 
franjáis et étrangera, par M. Edouard Clunet. Paria. 1« 
Journal du Droit internattonal priné et de la Jurispri 
etcétera. 2« année, 18TB. 3o année, 1876. 1« année, 
1878. 6e année, 1879. (En publicación.) 

Colecciones de tratados 

Tétot, Répertoire des traites de paix, de cotnmerce 
eonventions et autres actes eonclus entre toutes les piti 
principalement deputs la paix de Westphalie. Table 
cueile de Duraont, Wenck, Martena, Murhard, San 
Hertalet, Souinann, Testa, Calvo, Cantillo, etc., don 
du volóme et de la page du Recneil oíi se trouve le 
traite. Paria. 1866-1867. 2 vol. 

De Martena, Recueil de traites d" alliance, de paix, 
tralité, de commerce, de limites, d" échange, etc., et pin 



Ompteda, Literatar df> gaawmtea, lomohl natariichea oJt post- 
áis Eraánzung uad FvrUctt^iny dct Wcrtt liei üetandlen. v. Omtií 

Kluber, Droit des geni moierne de I ' Europe , avec un suppléioe 
btiothcque choisie du Droit des gen»- Nouvellc édition, rcvue, ■ 
por M. A. Ott. París, 1R71. 

Blbliograpnlo du Droit tnlematlonoi. Brptrloirt miíthodique det 
Ttaieilt, articles de Révae etc. relali/i au Droil iaUnuUional pnbli- 
Wíet 1875. (Annuairedo 1" Instituí de Droit International. Pr 
1857. Pag. S5&-3SÍ.) 

BlbllogrBphle ele. Repertotrc mét^odiqae ele., puWüí en 1878 et 
I. PáR. *17-li:¡.) 



BibtitigTnptiitcic. Linea etartiolaa ole pendan! rannéel878. 
1879. Pág. 1(15. ) 

Esperaon, ¡lovintcnta aíitriríícu ín Italia e atl Bclgto tul Dirillo i 
Flrcnie,l«i. 

ílerantoul, Storii del Dirían inlimazionalt nel secóla XIX. I 
del Diritla ¡nícrturi'Mioie in Italia. Modona, 186'J. 

Ranaull. Introdaction a i' elude du Droil inttmational. París, 18 



*2 

■anee des relations étrangkres des Pnissances et 
dan» leur rapport mutuel que duna celni en vera 
daña d' autres partiea da globe, depuie 1TG1 
<, 1817-1835.— Nouveau Becueil de traites depuis 
1817-1841. 16 vol. — Nouveaux suppléments au 
761 á 1839. 1839-1842. 3 vol.— Nouveau Recueü 
■ntions et autres transactions remarquables , par 
ir et J. Ilepf. Continuation da grand Becueil de 
) vol. — Table genérale du Recueil de traites de 
', ses continúatelas. 1494-1874. Partía atphabé 
logique. 1875-1876. 2 vol.— Nouveau Recneil gé- 
S actes relatifs aux rapports de Droit interna 
; par Ch. Samwer et J. Uepf. Continuation du- 
irtens. 18761879. 3 vol. 

s traites de la Frunce, publica sona les auapicea 
ea étrangere. Paria, 18G4-72. 10 vol. 
ifra il Begno d'Italia ed igoverni esteri. Rae- 
■a del Minia tero per gli Affari esteri. Tormo. Fi- 
i vol. 

astro, Colle;ao dos tratados, convencoes , eontra- 
brados entre a Coroa de Portugal e as mais po- 
o prezente. Lisboa, 1856-58. 8 vol.— Supplemen- 
inuada perjudico Biker. T. I-VUI (IX-XVI da 
¡■78. 

tque complet des traites, conventions, capitula- 
'es actes diplomatiquee de touts les Etats d'Ame- 
Goife du Mengue et le Cap de Hora, depuis l'a- 
ours. Paria, 1862-69. 11 vol.— Edición española, 



s y declaraciones de paz y de comercio 

Madrid, 1843. 
España. Documentas internacionales del reinado 

1842 á 1868. Madrid, 1869. 
Documentos internacionales que corresponden á 
los Gobiernos constituidos desde el mes de Octu- 
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des internationalen Privatrechts. Frankfurt 
del Diritto prívalo internazionale, recata dal 
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y, y precedido de un prólogo de D. M. Duran 
.'orno VL— Savigny's Private International 
>tee by Guthrie. Edinburgh, 1869. 
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1868-69. — Trattato di Diritto civile internazionale, etc. Prima edizione 
livornese sull' ultima di Napoli, 1869. 

Esperson , U Principio di Nazionálita applicato alie Relazioni civili 
internazionali. Pavía, 1868. 

Fiore , Diritto internazionale privato, o Principii per risolvere i con- 
flitti tra le legislazioni diverse in materia di Diritto civile e commerciale. 
Firenze 1869. — 2» ediz. 1874. — Droit international privé ou principes 
pour resondre les conflits entre les législations diverses en matihre 
de Droit civil et commercial. Traduit de l'italien annotó et sai vi d' un 
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IV 



1. Debemos hacer en esta Memoria una exposición 
«científica de los principios que informan el Derecho inter- 
nacional privado de los principales Estados de Europa y 
América en sus relaciones con el Derecho civil de España. 
Nuestro objeto es , pues, el Derecho internacional privado, 
pero con algunas limitaciones. Hemos de presentar una ex- 
posición científica, es decir, á la altura del estado actual de 
la ciencia, no de todo él en su mayor amplitud , sino de 
los principios que en general , y especialmente entre noso- 
tros, le informan. Ha de verse hasta dónde los principios ' 
predominantes han sido en nuestra patria aceptados . No 
puede significar otra cosa la relación entre los principios 
que informan el Derecho internacional privado de los prin- 
cipales Estados de Europa y América y nuestro Derecho 
civil , ó lo que es lo mismo, nacional, usando el término en 
el sentido amplio de los romanos. Debe reducirse la mate- 
ria á las condiciones que una Memoria lleva consigo. Ni 
^ enunciado del tema, ni el término concedido para el cer- 
tamen, ni las exigencias de una Memoria, nos autorizarían 

á emprender , aun suponiendo que nuestras facultades lo 
permitieran, una amplia y detallada investigación sobre 
todas y cada una de las cuestiones que á esta ciencia jurí- 
dica particular se refieren . 

2 . Cuatro son las preguntas que á primera vista se ocu- 
rren al examinar una institución: ¿Qué ha sido? ¿Qué es? 
¿Qué debe ser? ¿Cómo ha de lograrse que lo que debe 
ser sea? No basta examinar las disposiciones de un mo- 
mento determinado, inexplicables sin los antecedentes en 
que se fundan. Ha de verse además el ideal á que se 
debe tender y los medios para conseguir su realización. 
Estas cuestiones vienen á constituir el Derecho histórico, el 
Derecho histórico ó positivo actual, el Derecho filosófico y el De- 
recho históricofilosófico ó constituyente. La Historia, ya délos 



la Filosofía y la Ciencia 
de atenderse , para com- 
ien tífica. En cuatro par- 
asunto : en la primera, 
vivado, consideraremos 
itíflco ó la doctrina , que 
ía, Derecho internacio- 
08 principios aceptados 
a que en nuestra patria 
l Derecho internacional 
os en la esfera pura- 
7nif nación del Derecho 
Htiiyente, nos haremos 
sable emplear y de las 
' para que el ideal Be 



PARTE PRIMERA 



HISTORIA DEL DERECHO IflTERflAClOHAL PRIVJ 
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DERECHO POSITIVO 

L— Edad antioha.— i. Belaílone* Internacionales.— 2. Oriente.— 3. Grecia — 

ma.-B. Tratados. 
IL— Edad media.— 1. Relaciones Internacionales.— 1. Derecho personal y De™ 

rrl tortol.— 3. España, 
m.— Euad MiiDKSsi.— 1. lielaclonífl Internacionales.— 2. Progreso de laa legi 
ne>.— 3. Espuria. 

I 

1. «Nada, como dice Laurent, caracteriza mejor ¡ 
antiguos que el aialamieiito , su ley. No concebían siqi 
una existencia más expansiva ; el aislamiento cuadrabí 
bien a sus sentimientos y á sus ideas, que vieron en él 
especie de ideal. Todas las tradiciones de la antigü 
principian por un cuadro idealizado de las primera 
ciedadea humanas. Tomando los hombres por recue 
sus esperanzas , gustaban de atribuir á la cuna del mi 
la felicidad , cuya hambre sentían, sin concebir la posibii 
de satisfacerla. El aislamiento es uno de los caracteres 
los poetas atribuyen á la edad de oro...» (1) Se puede 



(1) La Historia de la Humanidad. Estudios traducidos por 
Salmerón y Alonso, D. A. Fernandez de los Ríos y D. T. Bodi 
Pinilla. Edición ¡lustrada. T. I. Madrid, 1879. Pág. 32. 



videncial. Las fuerzas de las diversas 
«plegarse con energía , han necesita- 
de límitei estrechos. Cada fracción de 
> por tarea el desarrollar un aspecto 
aeral, debía por necesidad tener un 
i mantener esa originalidad era pre- 
su infancia, que es cuando su espíri- 
luencias y cuando reciben fácilmen- 
mes , vivieran más ó menos aislados, 
i , á pesar de las guerras , de las co- 
ue tanto contribuyeron á relacionar 

aislamiento primitivo dejó huellas 
edad , encontrándose aún en los Es- 
ibe á la conquista (1). 
m medio para corregir lo que el es- 
baro y de hostil hacia los extranje- 
,1 es un progreso frente á las afeccio- 
milia, pero se necesita un desarrollo 
entos humanos para llegar á punto 
aten fraternalmente. Era la edad de 
. fuerza bruta; cuando las tribus ve- 
era para destruirse, para degollar y 

de ver el hombre amigos en seres 
t que dañarle 1 Extranjero y enemigo 
guíente, para ellos una misma idea. 
para que el hombre mirase al hom- 
ie. Sólo el ciudadano tenía un valor, 
íbro de la ciudad; el extranjero esta- 
su origen era una mancha; era un ser 
1a en la condición legitima de aospe- 
>na era libre, era esclavo por su idio- 
i una reacción del sentimiento huma- 
nte bárbaro de que era objeto el 
hombres se forman necesariamente 
ñeros : la sociabilidad, que es innata 
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en ellos, y las necesidades que crea la vida, tienen que ir 
sofocando los odios que dividen á los pueblos, v las comu- 
nicaciones entre ellos hubieran sido absolutamente imposi- 
bles si , al traspasar los límites del suelo natal , los hombres 
se hubiesen tratado como enemigos. La hospitalidad, que 
proporcionaba la garantía negada por el Derecho , primera 
tentativa para poner los pueblos en contacto, desapareció 
cuando las relaciones se extendieron, como insuficiente é 
inútil (1). 

El aislamiento no podía ser absoluto. Las guerras, las co- 
lonias y el comercio le quebrantaron (2). Desde el instante 
que los pueblos se relacionan unos con otros , y que el trato 
de sus individuos entre sí viene á ser un hecho , es indis- 
pensable un criterio legal ó práctico para regular su vida 
jurídica. El Derecho internacional privado tiene, pues, en 
la antigüedad su origen. El Cristianismo y el comercio deben 
considerarse como sus principales agentes. 

2. Sólo entre los pueblos de Oriente, en el de Israel, se 
hallan las leyes relativas al extranjero inspiradas por un es- 
píritu de benignidad y de amor (3). El patriotismo era en 
todos los demás intolerante y cruel. Importantísimas dispo- 
siciones vemos en el Antiguo Testamento. «Vosotros, que 
habéis sido extranjeros, dice, no molestaréis al extranje- 
ro • (4). «Estará entre vosotros casi como indígena, y le 
amaréis casi como á vosotros mismos» (5). «Dios ama al pe- 
regrino y le da con qué vivir y vestirse» (6). «La misma 



(1) Laurent T. I, pág. 34 y siguientes. 

(2) Laurent. T. I, pág. 36 y siguientes. 

(8) Véase á Pepere, Storia del Diritto. Primo periodo. Diritio 
deW Oriente. Napoli, 1871. Pág. 177, 221, 281, 328 y 387. 

(4) Peregrino molestas non eris; scitis enim advenarum animas; 
quia et ipsi peregrini faistis in térra Aegypti. — Exod. XXIII, 9. 

(5) Si habita veri t advena in térra vestra, et moratus fuerit inter 
vos, non exprobretis ei: sed sit inter vos qnasi indígena: et diligetis 
eum qnasi vosmetipsos: fuistis enim et vos adven ec in teira Aegypti. 
Ego Dominas Deas vester. — Levit. XIX, 33 y 34. 

(6) Dominas Deus vester, ipse est Deas deoram, et Dominas 
dtminantiam, Deus magnus et potens, et terribilis, qoi personam 



ció habrá para unos y para otros» (1). 
i pronunciar el anatema contra loa que 
ptos» (2). Las ciudades de refugio, crea- 
ban su asilo al extranjero como al ciuda- 
o, sin embargo, no tenía todos los dere- 
iba el pueblo elegido (4). 
le judíos casados con extranjeras (5), y 

eran permitidos á veces (6). Se podía 
mjeros, hacerles donaciones, legarles y 
ía herencia (7). Una prueba de que los 
mosaica la tenemos en el número de los 
alera, que llegó en el encabezamiento de 
) (8). Nunca hubo multitud compuesta 
íes más varios que el auditorio ante el 
idicó en la misma ciudad por primera 

aun después de sometidos á los roma- 



■a. Facit jnditium pnpillo et vidnte, amat pera 
i atquo vestitum. Et vos ergo amate peregrinos 
¡me in térra Aegypti.— Deuferon. X, 17, 18 y 19. 
m Bit Ínter tos, eive peregrinos, si vo civís pee- 
íominus Dens vester. Levit. XXIV, 22.— Uoiim 
JDiütinm, tam vobis qnám advenís terree. JV»i- 

nt Levita; dicentque ad oames viroe Israel ex- 
,us qni pervertit judicium advenie, pupilla?, et 
lopulufl: Amen.— Deateron. XXVII, 18. 

urbibus, quiü ad fugitivorum subsidia separan- 
irdanem, et tres in terra Chanaan, tam filiis Ib- 
[ae peregrinÍB, ut confugiat ad cas qui nolens san- 

XXXVI, 13. 14, 16. 
.—Deuteron. XV, 2, 3, 12. 

:.; I, X, 2, 5, 10; II, X, 30; II, XTH, 23, 26, 28. 
'oiré de la Légülatíon. T. III, pag. 392. 
Sor, Bistoíre des institutions de Motee et du 
«,1829-30. T. II, pág. 170. 

pág. 4«9 y 479. 
(4.— Paralip. H. 17. 
QÓstohs. II 8 á 11. 
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nos, conservaron la facultad de regirse según sus leyes. El 
proceso de Jesucristo nos lo demuestra (1). 

Las causas de la benignidad de la legislación hebrea, re- 
lativamente á los extranjeros, deben buscarse en la circuns- 
tancia, que se recuerda varias veces (2), de que lo habían 
sido en Egigto, y en las creencias religiosas, en el culto por 
Jehovah, «el Dios único, grande, poderoso y terrible, que 
no atiende á la cualidad de las personas y á quien no se 
gana con presentes » (3). 

Bastante luz nos comunican sobre las relaciones entre per- 
sonas de diferentes países los documentos antiguos , reciente- 
mente publicados por el distinguido egiptólogo Rovillout (4) 
y por los eminentes asiriólogos Oppert y Menant (5). 

Ya sabíamos que se daban privilegios á los extranjeros 
para que habitasen en Egipto y que se les dejaba vivir agru- 
pados en determinados lugares, según su propia legisla- 
ción (6). Amasis concedió á los griegos jueces particulares y 
les permitió que ejerciesen libremente su culto (7). Revillout 
nos hace revelaciones importantísimas. Admite una doble le- 
gislación existente en tiempo de los Ptolomeos : las antiguas 
leyes del país, y la ley griega; completada por las ordenan- 
zas de los príncipes. Reconoce las diferencias , no solamen- 
te de procedimiento, de puntos de hecho ó de derecho que 
establecer, de prescripciones de derecho que temer en un 



(1) Véase á Salvador, T. II , pág. 81, y Dupin, T. IV de Salvador, 
pág. 188. 

(2) Exod. XXm, 9.— Deuteron. X, 19; XIV, 29; XXIV, 18, 22; 
XXVI, 12.— Levit. XIX, 34; XXIII, 22; XXV, 36.- Se han insertado 
antes algunos de estos pasajes. 

(3) Insertado antes el pasaje. 

(4) Académie des Inscriptions et Belfos Lettres. Journal officiel de 
la Képubliqne francaise. N° de 22 de Agosto de 1877 y siguientes. 
(Etudes démotiques). — Chrestomathie démotique. l e * fase. (En publi- 
cación.) — Nouvelle Chrestomathie démotique. Mission de 1879. Contrats 
de Berlin, Vienne, Leyde, etc. París. 1878. 

(6) Documents juridiques de VAssyrie et de la Chaldée. París, 1877. 

(6) Véase á Pastoret. T. II, pág. 190 

(7) Véase á Pastoret. T. n, pág. 196. 






mismo asunto, ya fuese juzgado según la ley y las formas 
griegas ante los tribunales macedonios, ya, según laley na- 
cional , ante el tribunal de los Laocritas , sino también de las 
formalidades que llenar y de las formulas que emplear 
para la redacción de una misma acta, según que era hecha 
ante el agoránomo. magistrado griego, ó ante el escriba, re- 
presentante, ya de todo un colegio sacerdotal, como en la 
ciudad de Tebas, ya de un profeta, como en la población 
de Djeme. Afirma que hay diferencias acentuadas, que per- 
miten distinguir á primera vista, un contrato de Tebas de 
uno de Menfis; diferencias de estilo notarial, de fisonomía 
general, de contextura, de fórmulas y en cierto modo de dia- 
lectos (1). Dos papiros de Berlín Be refieren al derecho de un 
escrito de cesión de una casa en escritura egipcia y al dere- 
cho de otro escrito gruyo (2). Tres nos presentan intervinien- 
do en contratos ó griegos, nacidos en Egipto (3). Revillout se- 
ñala un contrato bilingüe (demótico y griego) , y afirma que 
constituye un tipo frecuente (4). 

Un papiro del Louvre nos ofrece los más interesantes da- 
tos. Da á conocer una demanda de cierto Amodoco, Tracio 
de origen, establecido en Egipto. Expone que su madre 
Asclepias se había unido a un tal Isidoro, que le hizo un 
contrato de oponía (5), por el que reconocía haber recibi- 
do de ella la dote de dos talentos de cobre, y por el que se 
comprometía á casarse dentro de un año. Aguardando, aña- 
de la demanda, debían vivir juntos. Asclepias é Isidoro mu- 
rieron en el año, y Amodoco reclamó á los herederos del 
último, que se habían apoderado de ella indebidamente, la 
doto de su madre Asclepias. La demanda tiene por objeto 
perseguir la ejecución de las sentencias dadas porlosmagis- 



(1) Nomelk Clirestomathie. Pég. 10 y 11. 

(2) Xowv. Cfcresí. Pag. 27. 

(8) Nouv. CJtrest. Pág. 121 y 137. 

(4) Journal offieiel. Número de 22 de Agosto. 

(5) Convención , acta acreditando nn acuerdo entre varias personas 
CRevillout.) 
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trados en este asunto (1). Deducimos de aquí y de la compa- 
ción del contrato de matrimonio con otros , que los extran- 
jeros se casaban con arreglo á la legislación egipcia, que 
tenían la facultad de heredar, que sus contratos hechos en 
la forma de su legislación eran válidos, y que los tribunales 
egipcios eran competentes para entender en este género de 
cuestiones. 

Vemos citados en los documentos jurídicos de la Asiría y 
de la Caldea bastantes nombres de extranjeros, egipcios, fe- 
nicios, griegos, persas y hebreos. A veces aparecen como 
testigos en los contratos (2). Un fenicio, propietario de es- 
clavos, los vende ante ocho testigos, tres de ellos judíos 
(uno jefe de los servidores) y tres cananeos, siendo el depo- 
sitario de la cantidad que se debe judío (3). Ur.a mujer feni- 
cia figura vendiendo una casa con otros dos propietarios 
ante testigos, uno de los cuales es eg'pcio y se titula jefe de 
tres legiones (4). Dos egipcios se consideran como herede- 
ros de una egipcia, que compra una esclava para mujer de 
su hijo, egipcio, ante varios funcionarios, uno de los cua- 
les también lo es (5). 

3. La mutua relación, en tiempo de paz, entre los diver- 
sos pueblos de la Grecia homérica se fundaba en el derecho 
de hospitalidad que, aunque no escrito, era inviolable y es- 
taba bajo la protección de Jove, itnos el defensor de los 
extraños. Los extranjeros tenían una consideración superior 
á la que generalmente se cree. Schoemann se atreve á ase- 
gurar que ninguna república griega los abandonaba á I03 
ultrajes de los ciudadanos y que los derechos de la ciudada- 



(1) Jowrnal officiel. Número de 17 de Octubre de 1877. 

(2) Obra citada. Pág. 167, 177, 181, 227, 242, 245, 281, 284, 318, 
341 , 342. 

(3) Obra citada. Pág. 166-167. Es el contrato de 708 años antes de 
Jesucristo. 

(4) Obra citada. Pág. 175. Es el contrato de 692 años antes de Je- 
sucristo. 

(5) Obra citada. Pág. 220. 
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chos civiles, á saber: el conubium y el commercium. Estos 
dos puntos abrazan todas las operaciones de la vida civil. 
En virtud del conubium, el ciudadano puede contraer un 
matrimonio válido según la ley romana, justce miptice, y ad- 
quirir los derechos que de él resultan. En virtud del com- 
mercium, puede adquirir la propiedad romana, dominium> y 
ejecutar todos los actos que se refieren á ella. Puede invo- 
car, en fin, en toda su extensión la garantía que las leyes 
de los Quintes conceden á los derechos adquiridos. Los ex- 
tranjeros, peregrini, no tenían ni derechos políticos ni civi- 
les bajo el punto de vista romano. No podían adquirir los 
derechos propios de los Quirites, ni invocar las garantías 
que el jas civüe aseguraba á los ciudadanos. No se les ne- 
gaba, en verdad, la protección que parece ser debida á to- 
dos los hombres, abstracción hecha de la legislación par- 
ticular de un Estado, y que se consideraba fundada sobre 
la equidad natural , jus gentium. Sus matrimonios eran con- 
siderados como válidos ; pero no producían los efectos del 
matrimonio romano. No se les negaba el ejercicio del poder 
que el hombre puede tener sobre los objetos materiales y 
que llamamos propiedad ; pero sólo gozaba de una protec- 
ción relativa y estaba lejos de la eficacia concedida al do- 
minium del ciudadano. Los extranjeros eran capaces para 
contraer obligaciones; nada se oponía á que, según su de- 
recho, sucediesen en los bienes de sus parientes intestados, 
ó de una persona cualquiera que había hecho en su favor 
testamento; pero no podían, respecto á estas manifestacio- 
nes de derecho, prevalerse de las disposiciones de la ley ro- 
mana ni invocar la protección absoluta y eficaz que ofrecía 
y garantía el jus Quiritium. Al principio, no podía el ex- 
tranjero obtener ninguna protección en Roma, si no estaba 
bajo el patronato de un ciudadano. Pero á medida que se 
extendieron las relaciones con las naciones extranjeras y 
que perdieron las ideas romanas su rigor, se ensancharon 
los límites del jus gentium, y hacia el fin del siglo v, en- 
contramos una autoridad judicial encargada especialmen- 
te de administrar justicia á los extranjeros. A veces se les 

6 
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el commertium, pero sólo por medí- 
rilegiadas , hasta que al fin de la re- 
nombre de jus Latii, una institución 
ba un estado intennedio entre ciuda- 
3 daba el commercium sin el conubium. 
a adquisición de I09 derechos civi- 
cedió á países enteros. La concesión 
na retribución era para los empera- 
dimientos. Una ley de Caracalla, en 
s subditos Ubres del Imperio el de- 

íering, á pesar del exclusivismo de 
introdujo y desenvolvió en el De- 
anto cosmopolita. La concesión del 
10 la forma regular para abrir las 
jurídicas internacionales (2). Era na- 
ítti, que en el comercio internacio 

partes contrayentes no ya las for- 
tio de sus respectivos Estados, sino 

y los principios á ambos comunes. 
(a naturalmente de las relaciones, 
as cada día, de los ciudadanos ro- 
:artagineses y griegos , descansaba 

que había de común en la concien- 
pueblos diversos , y de aquí el nom- 
jurisconsultos romanos ,jus gentium. 
por su modo de formarse se hallaba 
i con los jura civilia de cada ciudad 

Roma (3), El nombre indica, como 
rfectamente su contenido. Llámanse 
cuanto se consideran unos junto á 

ws líe Droit romain. 4e édition. Bruxe- 
. §. 74 y siguientes, 156 y siguientes. 
omain dans lea diverges phosee de son divo- 
éd. par O. de Meolenaere. París, 1877. T. I, 

nano. FJrenie, 1878. Pág. 257. 
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-otros y en sus recíprocas relaciones, y por el concepto ro- 
mano son todos los pueblos menos él; oljus gentium es el 
derecho que asegura Boma á las gentes, á los demás pueblos 
y á sus miembros que lo demandan ante las romanas ma- 
gistraturas : es el derecho no de un pueblo sólo , sino de to- 
dos en general. La conciencia romana se había asimilado, 
por su formación, ideas extrañas al rigoroso jus civile. Los 
mismos romanos aceptaban en sus relaciones con peregri- 
nos el jus gentium, que no era extranjero en su génesis y en 
su aplicación, sino parte en realidad del romano, salido de 
la conciencia nacional, emancipada de los antiguos rigo- 
res (1). Ampliamente ha sido estudiado el jus gentium por 
un eminente romanista, por Voigt (2). El jus gentium de de- 
recho privado se ha formado, según él, después de las Doce 
Tablas, siendo el fundamento de su formación, la entrada 
del pueblo romano en el trato internacional y en el período 
mercantil. Pone por esto su origen en el siglo V de la 
ciudad, y ve en el procedimiento de los interdictos la orga- 
nización preparatoria de él. Es el jus gentium, en su sentir, 
xmjus commune omnium líber orum hominum, y comprende 
el Derecho penal internacional, el Derecho mercantil inter- 
nacional y finalmente un derecho de matrimonio y de fa- 
milia internacional. Son tan fondados los razonamientos de 
Voigt, que han hecho que el distinguido romanista Danz 
modifique, según confesión propia, sus opiniones (3). 

El Derecho positivo privado de Roma puede dividirse en 
jw civüe y jus gentium: el primero es el privativo del ciuda- 
dano; el segundo es el que se aplica á todas las gentes (4). 



(1) Corso delle Instituzioni, Prima versione italiana del Dottor Poli. 
Vol.I, §. 84,pág. 174-175. 

(2) Das jus nata rale sequum et bonum und jus gentium der Romer 
Leipzig, 185671. T. I, §. 7982. T. II, §. 67. 

(3) Lehrbuch der Geschichte des Romischen Bechts. Erster Theil- 
2 verm. Aufl. Leipzig, 1871. §. 46. 

(4) Quod quisque populus ipse sibi jus con 8 ti tu it, id ipsius pro- 
prium est vocaturque jus civile, quasi jus proprium ipsius civitatis; 
quod vero naturalis ratio ínter onmes nomines constituit, id apud po- 



el mismo de gentes, mientras 
ser Derecho civil (1), esto es, 
individuos en determinadas 
derogado algunas veces (2). 
bu legislación á los diferen 
us victorias (3). Los vencidos 

ne jua gentium, quaei quo jure 
5ue Romanos partim auo proprio, 
a juro utitur. Gai. I, 1. — Ceterte 
gentium sunt, ¡taque Ínter omnos 
i peregrinos valent. Id. III, 93. 
ntinm. Jus naturale est eommu- 
ae ioBtictu naturas, non constitu- 
iinn> conjunctio, liberorum Bucee- 
>068esflio, et omnium una libertaa; 
arique eapiuntur. ítem depoaitie 
atio; violentiie per vim repulaio. 
numquam injustum, aed natnrale 
eat aediam ocupatio, íedificatio, 
ib, postliminia, fccdera pacía, in- 
fligió, connubia ínter alienígenas 
1 eo jure omnea íere gentes utun- 

«t, eme civitate:... ut eaquidem, 
luíe vero jurís gentium eunt, ha- 
• pañis, iñ, 19. 

um.aliud jus ciyile eaae volne- 
gentium; quod autem gentiutn, 
ic. II, 17. 

.iris' gentium regulara vel lex ail- 
lo casu commutaverit. — Gai. 1, 83. 
DvineÜB observantur. — Gai. 1, 183. 
ibet, lege Julia et Titia prospec- 
8. 

et oeto lex Didiwí conaecuta eet; 
a et potissíma, ut universa Italia, 
tur, Italicia existimantibus, Fa- 
¡rbanos cives es se conscriptam.— 

on los diferentea pueblos véase 
niére partie. De la condition et 
b Romaine. Paría, 1876). 
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conservaron en muchos puntos sus leye3 (1). A los peregri- 
nos se les reconocía también un Derecho propio (2). Así co- 



(1) Siculi hoc jure sunt, ut, quod civis cum cive agat, domi certet 
buís legibus; quod Siculus cuín Siculo non ejusdem civitatis, ut de eo 
pnetor judices ex P. Rupilii decreto, quod is de decein legatoruin sen- 
tentíse statuit, quam legein illi Rupiliam vocant, sortiatur. Quod pri- 
vatus a privatus a populo petit, aut populus a privato; senatus ex 
aliqua civitate, qui judicet, datur, quum alternse civitates rejectae 
sunt Quod civis romanus a Siculo petit, siculus judex datur; quod 
Siculus a cive romano, civis romanus datur: ceterarum reruin selecti 
judices civium romanorum ex conventu proponi solent.. ínter arato- 
res et decumanos lege Frumentaria, quam Ilieronicam appellant, ju- 
dicia fiunt.— Cic, In Verrem. U, 13. 

Sthenium statim educunt; ajunt ab eo litteras publicas esse corrup- 
tas. Sthenius postulat, ut quum secum sui cives agant de litteris pu- 
blicis corra ptis, ejusque rei legibus Thermitanorum actio sit; quum 
Senatus populusque romanus Thermitanis, quod seinpar iu amicitia 
mansissent, urbom, agros, legesque suas reddidisset; Publiusque Ru- 
pilius postea leges ita siculis ex Senatus consulto, de docem legato- 
rum senten tía, dedisset, ut civis inter se legibus suisagerent; idem 
que hoc habuerit Yerres ipse in edicto. — Cic, In Verr. II, 37. 

Multaque sum secutus Scsevolse ; in iis illud , in quo sibi libertatem 
censent Grseci datam, ut Grsoci inter se disceptent suis legibus... Grce- 
ci vero exsultant, quod peregrinis judicibus utuntur. — Cic, Ad Attic. 
TI, 1. 

Omnes (civitates), suis legibus et judiciis usre, aúrovófxtav adepto, 
revixernnt. — Cic, Ad Attic. VI, 2. 

Si judicium Seaatus observan oporteret, liberam deberé esse Ga- 
lliain, quam bello victam suis legibus uti voluisset. — Cesar, De bello 
gallico. I , 46. 

Trajanus Plinio s.— Quo jure uti debeant Bithynse vel Ponticse civi- 
tates in iis pecuniis, quae ex quaque caussa reipublicre debebuntur, 
ex lege cujusque animad vertendum est. Nam si ve habent privilegium 
quo caeteris crédito ribus anteponeatur, custodiendum est; sive non 
habent, in injuriam privatorum id dari a me non oportebit. — Plin, 
Epist X, 110. 

Mápxsx}.o~ xai ttjv slsufcpíav r,v á-íSuxzv «úroi^ (Zu á oaxoT¿oi~) xai tov£- 
vofxov^ xai twv xTfttjároav xa TrsptóvTa picata izapétr'/sv íj (7'jyx^tjTO^ 

....(Marcellus libertatem autem, quam iis (Syracusanis) reddidit, le- 
gesque et quod supererat bonorum , senatus rata oinnia habuit.) — Plu- 
tarchi Vitce Marcellus. XXUI. Ed. Didot (1837). Vol. I, pág. 372. 
(2) Multa verba aliud nunc ostendunt, aliud ante signiflcabant ; ut 
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de este modo: entre romanos y entre peregrinos de una mis- 
ma legislación era aplicada la propia ; entre romanos y pe- 
regrinos y entre peregrinos de diversas legislaciones era 
aplicable éljusgentium, el derecho común á todos (1). Fué 
creado un magistrado especial, prcetor peregrinas, compe- 
tente en las contiendas que se decidían por el último (2). Un 
senadoconsulto permitió llevar ciertas cuestiones ante los 
magistrados patrios , ante los de Roma ó ante los de alguna 
ciudad amiga (3). Había una especial clase de peregrinos, 
extranjeros domiciliados, incólce (4), que no sólo debían com- 



berent; ita libero fenore obruebant debitares. Cujus coercendi quum ra- 
tío qaaereretur, diem fíniri placuit Feralia, quae proxime fuissent: ut, 
qui post eam diem socii civibus romanía credidissent pecunias, profi- 
terentur; etex ea die pecunise creditee, qaibus debitor vellet legibus, 
jas creditorí diceretar. Inde ,postquam professionibas detecta est magni- 
tudo aeris alieni , per hanc fraudein contracti, M. Sempronius tribu- 
iros plebis ex autoritate Patrum plebem rogavit, plebesque scivit, ut 
cum sociis ac nomine latino pecuniae creditae jus ídem quod cum civi- 
bus romanis, esset. — Tit. Liv. XXXV, 7. 

(1) Véanse los textos sobre la materia en Oapuano (Origine, storia 
e progresso del jus gentium come parte del jus privatum dei Bomani. 
Napoli, 1875). Puede consultarse tambiéu á Saredo (Saggio sulla sto- 
ria del Diritto internazionale privato. Firenze, 1873. Pág. 3). 

(2) Post aliquot deinde annos , non suffíciente eo pnetore (urbano), 
quod multa turba etiam peregrinorum in civitatem veniret, creatus 
est et alins praetor, qui peregrinus appellatus est ab eo, quod plerum- 
que inter peregrinos jus dicebat.— Pomp., Dig. I, 2, 2, §. 28. 

Inde prsetoria comitia babita creati M. Pomponius Matho et P. Fu- 
rius Philus. Romee juri dicundo urbana sors Pomponio, inter cives 
romanos et peregrinos P. Furio Pbilo evenit. — Tit. Liv. XXII, 35. 

Véanse además textos é inscripciones citados por Labatut (Etudes 
sur la 8odété romaine. Histoire de lapréture. París, 1868. Pág. 43). 

(3) Ut eis liberis posteris uxoribusquo eorum jus et potestas sit, 
seive in patria suis legibus velint judicio certare , seive apud magis- 
tratus nostros Italicis judicibus, seive in civitate libera aliqua earum, 
quae semper in amicitia populi Román i manserunt, ubei velint utei 
ubei judicium de eis rebus fíat. — S. C. de Asclepiade Clazomenio sociis- 
que. (Bruns, Fontes Juri Bomani antiqui. £d. tertia. Tubingse, 1876. 
Pág. 136.) 

(4) íncola est, qui in aliquam regionem domicilium suum contulit, 
quam Grseci Trapotxov appellant. — Pomp., Dig. L, XVI, 239. 
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cláusula en que se concede á los cristianos en Persia el li- 
bre ejercicio de su culto, á condición de que se abstengan 
de toda tentativa para convertir á los sectarios del indíge- 



cianos, libre de vender y comprar de prestar y tomar prestado, de 

hacer tal contrato qne le convenga, según las leyes de los dos países.... 
Todo ciudadano de Lato ó de Olonte gozará en la ciudad aliada de to- 
dos los derechos civiles y religiosos. — Alianza de Ládanos y Oloncia- 
nos.— (Egger. Pág. 126-127.) 

Que haya amistad, con las condiciones siguientes, entre los Romanos 
y sus aliados (de una parte), y (de otra) los Cartagineses y sus aliados. 
Los Romanos no navegarán más allá del promontorio Kalon, á menos 
de ser obligados á ello por la tempestad ó el enemigo. Si alguno de ellos 
se ve precisado á traspasar este límite, no podrá vender ni comprar 
nada, á no ser para la reparación de las naves ó para el culto de los 
dioses, y deberá, en cinco días, abandonar estos parajes. En cuanto á 
los que vengan por el negocio , no harán nada sino ante un heraldo ó 
escriba. Por todo lo que se haya vendido en presencia de estos magis- 
trados, ya en Libia, ya en Gerdeña, el precio será debido á su vende- 
dor bajo la garantía pública. Si un Romano viene á Sicilia, en la parte 
ocupada por los Cartagineses, gozará de una plena igualdad de dere- 
chos. Los Cartagineses no harán ningún daño á los habitantes de 
Ardéa, de Antium, de Laurente, de Circei, de Tarracina, á ninguno de 
los pueblos latinos sometidos á la autoridad de Roma. Sobre los otros 
territorios, ellos no tomarán ninguna ciudad, ó si han tomado una, la 
devolverán intacta. No reconstruirán plaza fuerte sobre el territorio de 
los latinos; si entran allí como enemigos, no pasarán la noche (es de- 
cir, no estarán más de un día). — Primer tratado entre Roma y Carta- 
go, poco después déla expulsión de los Reyes. (Polibio. III, 22). — Egger. 
PÁg. 31-32. — Véase también á Wulff (De primo Ínter Romanos et Car- 
thaginensesfozdere. Neubrandenburg, 1843); Roeckerath (Faldera Roma- 
norum et Carthaginiensium controvesa critica. Münster, 1860); y Müller 
(JJeber das alteste romiscli-karthagische Bündniss. Verhandlungen der 
Versamlung der deutschen Philologen. Frankfurt a M., 1861). 

'Ev Sucedía, y? xap^síóvtot éTtú.p'/QxHJi, xat ev xap^rníovt, Travra, xat 
7rouiT&> xal írwXítTW, 6<7a xat tw 7royÍTtj ISeariv. íl(rávT*>7 üs xal ó tjap^tjíó- 

V10S" TTOlílTW év 'PfidjZl.. 

In Sicilia, ubi Carthaginensis imperaverint, item Carthagine, omnia 
Romanus facito, et vendito, quse civi licsebit. ídem Roma Carthaginien- 
si jus esto. — Segundo tratado entre Roma y Cartago. (Polibio. III, 24), 
Véase además á 3gger. Pág. 36, 205, 273, 276, 277, etc. 



siva entre Ramsés II y el príncipe de (Jheta, contemporá- 
neo de Moisés, que dispone que no se castigue á los de un 
país que pasen ai otro (1), contiene cláusulas curiosas de 
extradición (2). 



1. El aislamiento es el carácter distintivo de la Edad 
Media europea. Roma había ligado las naciones por la con- 
quista, y los bárbaros trataron en vano de continuar el im- 
perio, porque su estrecho espíritu sólo se encontraba á sus 
anchas en sociedades estrechas; una vez que se fijaron en 
du territorio, se inmovilizaron con sus tierras. Los árabes 
aspiraron á la dominación del mundo ; su monarquía, más 
universal que la del pueblo-rey, abraza tres continentes, 
Gracias atan inmensas conquistas, reanudan el lazo entre 
el Oriente y el Occidente, en peligo de romperse por la inva- 
sión de los bárbaros, y «altan por el aislamiento del Feuda- 
lismo, poniendo á la Europa en relación con el mundo 
oriental. La hostilidad de las religiones era un obstáculo 
para sus alianzas; pero las necesidades de los hombres ven- 
cen la antipatía, hija de las creencias: el comercio, por su 
parte, une á aquellos á quienes divide la fe, siendo ése uno 
de sus beneficios principales (3). 

El aislamiento va siempre acompañado de la barbarie; 
la civilización no puede nacer más que de la acción recípro- 
ca y continua de los individuos. De ahí el Derecho de maño- 
ría, que Montesqiiieu ha calificado de insensato; de ahí el 
Derecho, más salvaje aún, que los ribereños del mar preten- 
dían tener sobre los náufragos. Pero al lado de aquel aisla- 
miento bárbaro hay otro elemento, un principio de cosmo- 

(1) Mas pero, UneenquetejudiciaireáThbbeBaiitempgdelaXX' iy- 
nastie. Etude enríe Papyrue Abbot. Paría, 1877. Pag. 88. 

(2) Egger. Pág. 261. Cláusulas 44, 46, 46 y 47. 

(8) Laurent, Obia y traducción citadas. T. II, pág. 258. 
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politismo y de movimiento. El genio germánico es esen- 
cialmente humano y cosmopolita; no tiene nada de aquel 
espíritu hostil al extranjero que caracteriza las repúblicas 
de Grecia y Roma; desde su cuna detesta las ciudades y 
ama la libertad y la inmensidad de la naturaleza. Se puede 
decir que el aislamiento feudal es más ancho que el cosmo- 
politismo romano. La idea de la nación le fué extraña, pero 
los lazos del Feudalismo abrazaban toda la Europa. La no- 
bleza, que era el elemento que en ella dominaba, no cono- 
cía los límites de los territorios; el caballero no era extran- 
jero en ninguna parte; por donde quiera era recibido como 
hermano. Ese espíritu humano es incompatible con el odio 
al extranjero. Por eso, apenas ha nacido el Derecho de ma- 
fiería, cuando queda abolido; la Alemania lo rechaza, y sólo 
lo vuelve á establecer por vía de represalias contra la fisca- 
lización francesa. 

La raza germánica imprime su genio á la Edad Media; 
los señores feudales son los descendientes de los guerreros 
del Norte, de los conquistadores del imperio. Lo que la ca- 
racteriza no es la tendencia á aislarse, es, por el contrario, 
una necosidad de movimiento incesante; invade el globo y 
trata de asimilárselo; necesita para ello el auxilio de un 
principio civilizador, y lo encuentra en la religión. El Cris- 
tianismo es cosmopolita por esencia. Religión universal, no 
conocía las trabas ni las barreras creadas por el aislamiento 
y la división del Feudalismo. Al ver el movimiento que 
reina en el seno de la sociedad cristiana, se ve uno tentado 
á decir que no es más que una ficción el aislamiento de la 
Edad Media: el aislamiento existe, pero la religión no le co- 
nocía. El Papado reunía el genio cosmopolita de Roma al 
espíritu de universalidad cristiano. Gregorio VII escribe á 
Alfonso, rey de Castilla, que no se avergüence de poner á 
la cabeza de la Iglesia á extranjeros ó á hombres de naci- 
miento humilde. Las Iglesias particulares, entregadas á sí 
mismas, hubieran seguido la tendencia que imprimía la 
sociedad feudal de dividirse al infinito; trataban de rechazar 
á los extranjeros, y en un mismo país se veía que una pro- 
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vincia excluía á los habitantes de otra. Los Papas se opusie- 
ron constantemente á ese espíritu. «No hay extranjeros para 
Roma, decía Adriano IV; ella atrae hacia sí á cuantos 
hombres capaces hay en la cristiandad.» Todos sus intereses 
se encontraban en la Ciudad Eterna. El Soberano Pontífice 
intervenía en los negocios políticos, como en los religiosos y 
civiles. Aun cuando la Iglesia no reconoce extranjeros, re- 
chaza como impuros á los que no son de sus creencias; 
querría exterminar á los infieles cuando no puede convertir- 
los, y destruir á los herejes donde ella ejerce poder (1). Sirvan 
de ejemplo los judíos (2). 

Dos importantes derechos llaman la atención en este pe- 
ríodo: el de mañería 6 aubana y el de naufragio. En virtud 
del uno, adquiría el Soberano la sucesión del extranjero que 
moría en sus Estados sin estar naturalizado, ó si, aun es- 
tándolo, no dejaba herederos regnícolas. En virtud del otro, 
el Señor del feudo ocupaba cualquiera nave y reducía á ser- 
vidumbre á cualquier persona que arrojaba el mar sobre sus 
tierras. Como nota Laurent (3), no tiene razón Montesquieu 
para censurarlos. Los germanos, al no reconocer ningún 
derecho al extranjero, no eran más bárbaros que otros pue- 
blos. El goce de los derechos civiles iba unido en todas par- 
tes á la cualidad de miembro de una tribu, de un pueblo ó 
de una ciudad; y el extranjero, sin vínculo con la soberanía 
extranjera, era considerado por la ley, expresión de aquella 
soberanía, como si no existiese; no era una persona jurídica. 
Se necesita que los hombres se eleven á la idea de la uni- 
dad del género humano, no obstante la diversidad de las 
razas, para que el extranjero goce de las preeminencias 
del ciudadano en cuanto al derecho privado. El Feuda- 
lismo merecería severa censura si hubiese hecho peor de 
lo que ya era la condición del extranjero ; mas, para juzgar- 
lo , hay que tener en cuenta el anterior estado de cosas , hay 



(1) Obra y traducción citadas. T. II, pág. 693 y siguientes. 

(2) Id. id. T. H, pág. 680 y 757. 

(3) T.H,pág. 701. 
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cesante progreso: primero nómadas y extraños á la propie- 
dad territorial privada; después fatigándose de la vida 
errante y viniendo de todas partes, lejos de su país poco 
fértil y sin cesar agitado, á pedir tierras al imperio, reunién- 
dose al mismo tiempo en grupos cada vez más considerables, 
hasta ofrecer hacia el tercer siglo confederaciones importan- 
tes, que no llegaban con todo á este grado de formación in- 
tensa y política á que se da el nombre de Estado. El Estado 
propiamente dicho no prescinde de esta especie de unidad 
material y moral, inherentes á un territorio de límites preci- 
sos, que se retiene y se gobierna por la generalidad de una 
ley única en todas partes aceptada y obedecida. Los germa- 
nos no se encontraban á esta altura: sin hablar de otros 
obstáculos, hacía poco tiempo que se familiarizaban con la 
propiedad privada y el gobierno territorial, para que llega- 
sen á semejante unidad. Admitían en la práctica leyes par- 
ticulares para los diferentes grupos de una gran asociación 
de límites algo vagos, como los que forma el recuerdo ó el 
sentimiento de la unidad de la raza , admitiendo sin duda 
una cierta subordinación de las tribus entre sí, pero no tira- 
nías ni servidumbres. Después de la conquista , la ley roma- 
na se convirtió, de territorial y general, en puramente par- 
ticular y personal, con el mismo título que las bárbaras. 

La libertad consistía en que cada uno pudiese continuar 
viviendo bajo la ley que su nacionalidad reclamaba. Una 
fórmula de Marculfo, probablemente del siglo séptimo, invi- 
ta á I03 duques reales á garantir á los diversos subditos, 
francos, borgoñone3 ó romanos, el goce de sus leyes par- 
ticulares (1). Otros documentos se hallan también en igual 
sentido (2). Agobardo , obispo de Lyon, en nombre de las 



(1) Et o milis populas ibidem commanentes, tam Franci , Román i, 
Bargundiones, quam reliquse nationes sub tuo regimine et guberna- 
tione degant et moderentur , et eos recto tramite secundum legem et 
coDSuetudinem eorum regas. — Form. I, 8. 

(2) Legem vero unicuique competentem sicnt antecessores sai tem- 
pore nostrorum pradecessoram habuerant, in omni dignítate et ordi- 
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hijo seguía las leyes del padre, la mujer las del marido, 
volviendo, una vez viuda, ala propia, y el liberto las del pa- 
trono. Montesquieu, dando demasiada extensión á la Cons- 
titución de Lotario, ha afirmado que cada uno podía adop- 
tar la legislación que más le agradaba, con tal que la elec- 
ción fuese pública (1). Los extranjeros vivían con la ley de 
aquella región en la que fijaban su residencia, á menos que 
les concediese otra el príncipe (2). El elemento eclesiástico 
era regido por la legislación romana. La ley nacional deter- 
minaba la capacidad para los actos y regulaba la sucesión. 
En la forma de los actos unilaterales se aplicaba como regla 
la del agente, y en la de los bilaterales, no pudiéndose se- 
guir los principios del Derecho territorial, se daba la prefe- 
rencia á la ley de aquel de los contrayentes que prevalecía 
en autoridad personal ó que estipulaba en favor propio. No 
había una regla aceptada generalmente en cuanto á los bie- 
nes inmuebles. Parece que se extendía también á ellos la ley 
nacional del propietario. La del demandado regía en los jui- 
cios civiles, siendo necesario para aplicarla jueces y aboga- 
dos de la respectiva nación. Si eran varios los demandados 
en una causa y pertenecían á diversas leyes , cada uno se 
defendía con la propia, que hasta regulaba sus pruebas. En 
cuanto á los juicios penales, deben distinguirse, en los deli- 
tos contra los particulares, las infracciones de ley, en que 
regía el derecho del criminal, y las composiciones entre 
ofendido y ofensor, á que se aplicaba la legislación del 



dionum non uno loco. — Du Oange , Glossarium medios et ínfima latini- 
tatis... Parisiis, 1845. T, IV, pág. 82, col. I. 

(1) Volnmus etianí nt omnis Senatus et Populus Romanas interro- 
getmr qaali vult Lege vivero, ut sub ea vivat, cisque denuntietur, 
quod procul dubio si offenderint contra eandem , eidem Legi quam 
profítebuntur... subjacebunt. — Constitutio Chlotarii. 

Véase á Savigny y á Saredo (Obra citada del último. Pag. 44). 

(2) Lex Longob. Lib. III, cap. XV. 

Véase sobre su condición á Davoud Oghlou , Ristoire de la Legisla, 
tion des anciens Germains. Berlín, 1845. T. I. f pág. OVIII, 215, 300, 
381 , 451 , 695 y 639. T. IL, pág. 189 y 740. 
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tgaia. 1,210. 

'esetxe nach ütren raunlichen uni neitli- 
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quiriese con igual perfección el Sur el vigor y la libertad 
del Norte» (1). Pero el proceso intermedio, que subsistió 
por centurias, era el de la coposesión nacional del mis- 
mo suelo, bajo la forma de los derechos personales. No 
había al principio una soberanía territorial necesaria ; pero 
poco á poco, con la fusión de las naciones, la idea de ella 
se desenvolvía imperativamente. 

El Feudalismo, con los privilegios personales de la noble- 
za, por todas partes reconocidos, y con la importancia que 
á la tierra reconocía, puso en contraposición dos principios 
que anteriormente no habían luchado, el personal y el terri- 
torial. A reconciliarlos fueron encaminados los esfuerzos de 
los juristas de la Edad Media. 

3. Establecidos en España los visigodos, permitieron el 
uso de sus leyes á los vencidos, como los demás pueblos del 
Norte, continuando el régimen personal hasta la publicación 
del Fuero Juzgo. La ley primitiva supone relaciones entre 
los romanos y los godos (2). Una ley del Fuero Juzgo, sobre 
la que llamó la atención Montesquieu (3), nos presenta hue- 
llas del sistema. Dispone que los mercaderes extranjeros 
sean juzgados por sus jueces y por sus leyes (4). 

La consideración de los extranjeros era mayor, durante 



(1) Conflict of Laws. §. 1.036. 

(2) CCCII. romanas qui gotho donaverit rem quae fuerat judicio 
repetenda aut tradederit occapandam. priusquam adversarium judicio 
superarit. si etiam eam gothus invaserit tum possessor rem suam per 
executionem jadiéis qase ocapata fuerint statim recipiat. nec de ejos 
postmodum repetitione palsetur etiamsi bona sit causa repetentis sed 
romano gotho eindem meriti. — Die westgothische antiqaa oder das Ge- 
sezbuch Beccared des Ersten. Bruchstüeke eines Pariser Palimsesten 
heraasgegeben yon Friedrich Blame. Bonn, 1847. Pág. 30. 

(3) Espíritu de las leyes. Trad. de Selva. T. II, pág. 64 (lib. XXI, 

«ap. xvm). 

(4) Ley antigua. — Qae los mercadores dultra portos deben ser jad- 
eados por sus jueces, é por sus leyes.— Si los mercaderos dultra portos 
an algún pleyto entre sí, ningún jaez de nuestra tierra non le debe jud- 
iar; mas responder deben segund sus leyes é ante sus jueces.— Li- 
bro XI, titulo III, ley H. 
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;hoa de aubana y naufragio , tan geue- 

iue los fechos de Dios, é de Sancta Iglesia 
idos: mandamos, que los romeros, é mayor- 
iomeria á Santiago, quienquier que sean, d 
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85 

Talizados en Europa, no eran aquí indudablemente recono- 
cidos (1). 



robaron, con los daños, e los menoscabos quel vinieron por razón de 
aquella fuerca quel fizieron; faziendo de los robadores aquella justicia» 
que el derecho manda. E si los robadores non pudieron ser fallados, 
nin los bienes dellos non cumplieron á fazer la emienda, el Concejo, 
ó el Señor, so cuyo Señorío es el lugar do fué fecho el robo, gelo deben 
pechar de lo suyo. — Ley 4. a , tít. 7.°, Partida 5. a 

Véanse también el título 24, Part. 2. a , y el título 30, libro 1.° de la No- 
vísima Recopilación. 

(1) Todo home á quien no es defendido por derecho, ha poder de 
facer manda de lo suyo: ca ninguna cosa no vale tanto á los homes co- 
mo ser guardadas sus mandas, é por ende queremos, que los romeros, 
quien quier que sean, é donde quier que vengan, puedan también en 
sanidad como en enfermedad, facer manda de sus cosas según su vo- 
luntad, é ninguno no sea osado de embargarle poco, ni mucho: é quien 
contra esto fíciere, quier en vida del romero, quier después en la muer- 
te, quanto tomare tórnelo todo á aquel á quien lo mandó el romero, 
con las costas é daños, á bien vista del Alcalde que sobre ello fuere 
puesto, é peche otro tanto ¿e lo suyo al Rey: é si no tomó nada de lo 
del romero, mas embargó que no ñciese la manda, peche cinquenta 
maravedís al Rey, y en aquello sea creida la palabra del romero ó de 
sus compañeros que andan con él: é si no hubiere de que lo pechar, el 
cuerpo está á merced del Rey. — Ley 2. a , tít. 24, lib. 4 del Fuero Real. 
(Ley 2, tít. 12, lib. 1.° de la Recopilación, y 2. a , tít. 30, lib. 1.° de la No- 
vísima Recopilación.) 

Si romero muriere sin mandar, los Alcaldes de la Villa do muriere 
reciban sus bienes, é cumplan dellos lo que fuere menester á su en- 
terramiento, é lo demás guárdenlo, é fáganlo saber al Rey, y el Rey 
mande lo que tuviere por bien. — Ley 3. a , tít. 24, lib. 4 del Fuero Real. 
(Ley 5. a , tít. 12, libro i de la Recopilación, y 5. a , tít. 30, libro 1 de la 
Novísima Recopilación.) 

Si nave, ó galea, ó otro navio qualquier peligrare, ó quebrare, man- 
damos quel navio, é todas las cosas que en él andaban, sean de aque- 
llos cuyas eran antes que el navio quebrase: é ninguno no sea osado 
de tomar ninguna cosa dellas sin mandado de sus dueños, fuera si las 
tomare para guardar, é darlas á sus dueños; y ante que las tome en es- 
ta guisa, llame al Alcalde del Lugar, si lo haber pudiere, y otros bue- 
nos, y escríbanlas, é guárdenlas todas por escripto, é por cuenta, é de 
otra guisa no sean osados de las tomar: é quien de otra manera las to- 
mare, péchelas como de furto, etc.— Ley 1. a , tít. 25, libro 4.° del Fuero 
Real. 



lo jurisconsulto extranjero, Schaftner, afir- 
i Partidas contienen las primeras disposi- 
aún muy vagas, sobre el Derecho privado 
. Ya había dicho el Fuero Real que las le- 
a los de la ciudad como a los de fuera (2). 
tadapor Schaflherque los que son del seño- 
r deben obedecer sus leyes , y también los 
ieasen ó contratasen ó delinquiesen en él (3). 



iue son falladas en la ribera de la mar, que sean de 
de echamiento, deben ser tornadas á bus dnefios. — 
iuevo á los merenderos, é á los otros ornea, á echar 

la mar, quando han tormenta, con entencion de 
orque puedan ea torcer de peligro: é porende tene- 
□ damos, que todas Isa cosas que aesi fuessen echa- 
r que las falle, que ees temido de las dar á aquellos 
sus herederos. Easo mismo dezimos que de ve ser 
¡ere, que la nave se quebrantases por tormenta, ó 
íe todo cuanto pudiere ser fallado en ella ó de las 
lia, ó quier que lo fallassen, que deve ser de aqno- 
n; é defendemos, que ningún orne non gelo pueda 
on hayan; maguer oviesse previllejo, ó costumbre 
tas como estas, que aportasaen á algund puerto su- 
fatladaa cerca de algund castillo, ó en ribera de la 
suyas; nin por otra razón que ser pueda: ca non 
o, que las cosas que los ornes pierden, por ocasión 
[uo las pueda ninguno tomar, por costumbre, nin 
ya; fueras ende, si tales cosas fueeaen de los ene- 
>1 Iíeynor ca estonce, quien quier quelas falle, de- 
I 7.\ tit. 9, Partida 5.'. 

las leyes 9.", tit. 10, lib. 7 de la Recopilación, y I.*, 
visima Recopilación. 

del Diritto prívalo internazionale, etc. Pág. 4. 
j enseña las cosas que son de Dios, y es fuente de 
estra de derecho, é de justicia, é de ordenamiento, 
ibrea, é guiamiento del Pueblo, é de su vida; y es 
mes como para las mujeres; é también para los sa- 
no sabios; é también para los de la ciudad, como 

y es guarda para el Bey, é para sus pueblos. — 

obedescer las leyes, y juzgarse por ellas. —Todos 
I Señorío del facedor de las leyes, sobre que las él 
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Hay además otras dos leyes importantísimas. Establece una 
que no tenga fuerza probatoria la ley ó fuero de otra tierra, 
salvo en cuestiones entre hombres de ella sobre pleito ó 
contrato que hubiese tenido lugar allí, 6 en razón á cosa 
mueble ó inmueble en aquel lugar situada (1). Dispone otra 
que en el régimen de los bienes en el matrimonio se prefie- 
ra la costumbre del lugar donde se contrae á la de la tierra 
adonde se trasladan después los cónyuges (2). Las Leyes del 



pone, son temidos de las obedescer é guardar, é juzgarse por ellas, é 
no por otro escrito de otra ley fecha en ninguna manera: é el que la 
ley face, es tenudo de la facer complir. E eso mismo decimos de los 
otros que fueren de otro Señorío, que fíciesen el pleyto, ó postura, ó 
yerro en la tierra do se juzgase por las leyes: ca maguer sean de otro 
lugar non pueden ser escusados de estar á mandamiento dellas, pues 
que el yerro fíciesen, onde ellas han poder: é aunque sean de otro Se- 
ñorío, non pueden ser escusados de se juzgar por las leyes de aquel 
Señorío, en cuya tierra oviesen fecho alguna destas cosas. E si por 
aventura ellos fuesen rebeldes que non lo quisiesen facer de su volun- 
tad, los jueces é las justicias los deben constreñir por premia que lo 
fagan, así como las leyes deste nuestro libro mandan. Otrosí decimos 
que está bien al facedor de las leyes en querer vevir segund las leyes, 
como quier que por premia non sea tenudo de lo facer. — Ley 15, tit. 1, 
Partida 1* 

(1) Como los pleytos se pueden provar por ley, ó por fuero. — Non 
tan solamente se podrían provar los pleitos, e las contiendas que son 
entre los ornes, por conocencias, ó por testigos, ó por cartas valederas, 
ó previllejos, ó por escritura pública, ó por sospecha, ó por fama, assi 
como de suso diximos; mas por ley, ó por fuero que averigüe el pleyto 
sobre que es la contienda. E porende dezimos, e mandamos, que toda 
ley deste nuestro libro, que alguno alegare an te 1 Judgador para provar, 
é averiguar su entencion; que si por aquella ley se prueva lo que dize, 
que vala, é que se cumpla. E si por aventura alegasse ley, ó fuero de 
otra tierra que fuesse de fuera de nuestro Señorío, mandamos que en 
nuestra tierra non aya merca de prueva; fueras ende en contiendas que 
fuessen entre ornes de aquella tierra, sobre pleyto, ó postura que ovies- 
sen fecho en ella, ó en razón de alguna cosa mueble, ó rayz de aquel 
logar. Ca estonce, maguer estos estrafíos contendiessen sobre aquellas 
cosas antel Juez de nuestro Señorío, bien pueden recebir la prueva, ó 
la ley, ó el fuero de aquella tierra, que alegaren antel, é devese por 
ella averiguar, ó deliberar el pleyto, etc. — Ley 15, tít. 14, Partida 3. a 

(2) Que deve ser guardado, quando casan algunos en una tierra, é 
fazen pleytos entre bí; é después van á morar á otra, en que es eos- 



especial mención. Señalan los 
■momos de fuera (1), mandan 



o, — ContecB muchas vegadas, que 
er, que ponen pleyto entre si, que 
e el otro la donación, ó el arra, que 
to; ó fazen su avenencia, en qne ma- 
iBuno. E después que son casados 
i tierra, en qne usan costumbre con- 
.a avenencia que ellos pusieron. E 
indo mudes so alguno dolí oh, pí de ve 
ron entre si, ante que casassen, ó 
» de aquella tierra do se mudaron, 
leí ¡moa, que el pleyto que ello» pu- 
aneraque se avinieron, ante que ca 
ave ser embargado por la costumbre 
ten á morar. Esso mismo seria, raa- 
ítre si: ca la costumbre de aquella 
ave valer, qusnto en las dotes, é en 
rieren; é non la de aquel lugar do se 
da 4.' 

¡uer haya fueros, que no valen teati- 
7 en qué cosas valen otros y en 
:en que no será rescebido testimo- 
ecino. E acaesce, que en loe pley- 
íre , en los pleytos caviles que tra- 
ihombres, que no son vecinos, ni 
ichar por esta razón, porque ao son 
qne si el pleyto es entre ambos ve- 
moradores, é sean ahí pobladores, 
i fuero en esta razón, si así lo han 
to es entre vecino pechero , ó mora- 
ro hombre de otra Villa, ó de otro 
sen por hombres que no pueden ser 
nos, ni fijos de vecinos. Y eato es 
mas en los contractos, y en las obli- 
i tracto , ó la obligación es fecha en 
itigos sean hombres buenos, é val- 
ia vecinos; y esto ha lugar también 
e si, que son de su fuero, é que no 
entre otros qne no sean de su fuero- 
a es fecha en aquel lugar, 6 han por 
fijos de vecinos, es fecha entre hom- 
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que se apliquen los fueros y las costumbres de las tierras 
en donde se verifican las muertes (1) , é imponen al Rey la 
obligación de fallar los pleitos según el Fuero del lugar en 
que se promueven, á diferencia de los que califica de suyos, 
en que debe atender las leyes , los usos y las costumbres de 
la Corte (2). 



bree de su lugar , do es tal el fuero , é otro hombre que sea de otra 
Villa, estonce es menester que prueben con un vecino de su Lugar. 
E de si puede probar con otros de otro Lugar: ca en otra manera, si 
los testigos fuesen todos de otra parte, que no fuesen vecinos, seria 
sospecha contra ellos, é contra la parte que los trahe. £ 'por ende es 
menester que haya ahí algún vecino testigo. E otrosí, es á saber, que 
han por fuero, que en los fueros que se salven con ciertos hombres, 
estonce si el fuero es probado por testigos, ó por pesquisas, debe juz- 
gar el Alcalde contra él, que dé á su dueño lo que es probado quel 
furto, maguer sea do se furto vecino, é morador: é quanto en las ealu- 
fiias, sálvese asi como el fuero manda. E otrosí, en algunos fueros di- 
cen, que el acusado que mató á alguno, que se salve con hombres. E 
si este fuero así le fué guardado entre sí después que lo hovieron, ma- 
guer que la muerte sea probada por testigos, ó por pesquisa, los Al 
caldes débenles recebir la salva según el fuero dice, é lo usaron: mas 
entre otros hombres estraños de otras Villas, é hombres deste Lugar, 
do es tal el fuero, si muertes acaesciesen entre ellos. Maguer acaezcan 
las muertes en este Lugar do es tal el fuero, no gelo guarden estonce 
el fuero, ni les resciban, salvo si le pudiere probar la muerte con hom- 
bres buenos, que por otra razón no puedan ser desechados. Y esto que 
dicho es de suso, eso mismo se ha de guardar, é de juzgar sobre lo que 
algunos fueros dicen, que por concejo en los malos fechos ninguno no 
sea tenido: ca esto guardarse ha entre los hombres vecinos dende, mas 
no entre el vecino, y el estrafío. 

(1) Ley 124. — De los homecillos, quien los ha de haber, los seño- 
res, ó los parientes. — Otrosí, es á saber, que los homecillos, si los han 
de haber los señores de los muertos, ó sus parientes dellos, ó si acaes- 
ciese la muerte de algún vasallo en otra villa, y el Señor del vasallo 
será de haber en homecillo: todo esto se libra según los fueros, é las 
costumbres usadas de las tierras do acaescen las muertes. 

(2) Ley 125. — Quando el Rey va á sus Villas, é quiere librar pleytos, 
cómo se ha de facer. — Otrosí, es á saber, quando el Rey, ó la Reyna 
allegan á algunas de sus Villas, é quieren por bien partimiento de los 
oir, ó librar los pleytos foreros, mientra que ahí moraren, débenlos 
oir, é librar según los Fueros de aquel Lugar en que oyeren los pley- 
tos: é los emplazamientos que mandaren facer según el Fuero, de- 
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bienes (1). Los habitantes, por ejemplo, que en el momento 
de la capitulación se hallaban en Mérida, no cedieron más 
que los ornamentos y las propiedades de las Iglesias. En la 
provincia de que era gobernador Teodomiro, y que com- 
prendía, entre otras ciudades, á Orihuela, Alicante y Lorca, 
nada cedieron los cristianos, obligándose sólo á satisfacer 
un tributo, parte en dinero y parte en especie (2). Son im- 
portantes las condiciones de paz que obtuvo de Muza (3). 

La dominación arábiga era por lo menos tan tolerable 
como la de los visigodos. No se violentaba á nadie en ma- 
teria de religión, el culto era libre, y, lo que es más, el Go- 
bierno no deseaba generalmente la conversión de los cris- 
tianos, porque disminuían los impuestos. Contentos con la 



(1) Dozy, Historia de los Musulmanes españoles. Traducida y ano- 
tada por D. F. de Castro. Madrid, 1877. T. II, pág. 53.— Id., Recher- 
ches sur l'histoire et la littérature de VEspagne pendant le Moyen Age. 
2 éd. Leyde, 1860. T. I, pág. 1. (Hay traducción española). 

(2) Véase la estratagema de que se sirvió Teodomiro para obtener 
buenas condiciones en Al-Makkari (The Sistory of the Mohammedan 
Dynasties in Spain, etc. Translated by P. de Gayangos. London, 
1840-43. T. I, pág. 281), y en Ajbar Machmua (Colección de tradicio- 
nes. Crónica... Trad., y anot. por D. E. Lafuente Alcántara. Madrid, 
1867. Pág. 26). 

(3) Conditiones pacis inter Abdelazizum Ben Musa Ben Nassir, et 
Todmirum Ben Gobdos (Gothorum Principem) confectae et sacramen- 
to confírmate. — In nomine Dei misericordia. Abdelazizus pacem facit 
his conditionibus : ne Todmirus principatu deturbetur; nevé Christia- 
norum ullus vita, vel bonis spolietur; nec eorum uxorum filiorumque 
libertas, aut religio damno et injuria afñciatur; ñeque templa incen- 
dan tur. Todmirus vero ut urbes septem, videlicet Orihuela, Valentola, 
Alicante, Muía, Vacasoras (Bigerra, hodie Bejar), Ota (vel Opta), et 
Lorca sponte tradat; hostium neminem hospitio excipiat, asylumve 
illi concedat; et siquid moliri, adversarios acceperit, renunciet: ipse 
prseterea et nobilis quisque nummum aureum unum singulis annis 
persolvant cum modiis Frumenti quatuor, ut etiam Aceti; Mellis au- 
tem atque Olei batos dúos pensitent. FamuJi vero nonnisi mediam 
eorum omnium partem persolvant. Datum die 4. Kagebi, anno Egirse 94. 
— Nomina testium: Othmanus Ben Abi Abda, JSdbibus Ben Abi Obaida, 
Edrissus ben Maisera, Abulcasemus Almozeli. — (Casiri , Bibliotheca ará- 
bigo-hispana escurialensis. Matriti, 1770. Tomus posterior,pág. 105-106.) 



laciones entre conquist 
alto linaje cristianas se 

«Habían nacido, dice 
nuevos derechos , que fe 
característica y determis 
ser designada con el tftu 
los fueros. Fundadas ó i 
lezas, villas y ciudades, 
del territorio musulmái 
los reyes, los condes y 1 
de sus pobladoras con 
inmunidades y aun pri 
denodados defensores, \ 
nicipios en cierto modo 
dores judíos desde los i 
estas libertades, adherk 
vorecieso su situación, 
movimiento de los ejér 
les consideración ó brin< 
La religión, las leyes, 1 
menzaron á ser respetad 
ban á ser toleradas las c 
los judíos. Desígnanse c 
toria de la Península lo: 
tro suelo que, entrando 
tianos á consecuencia ( 
recibidos por vasallos e 
citadas alianzas, obtení 
de loa subditos españole: 
de su religión y el mí 
leyes (3). 

Los fueros y cartas-p 



(1) Fernández y Gonzále 

(2) Historia social, poltíit 
Portugal. Madrid, 1875-70. 1 

(3) Fernández y Gonzále 



95 



solver las contiendas que entre unos y otros se susci- 
taban (1). 



Eslida in casamentas, et divisionibus, et emptionibus , et aliis ómnibus 
causis secundum eorum legem... — (Fernández y González. Pág. 315.) — 
Carta-puebla otorgada en 1242 por Jaime I á los moros pobladores de 
Eslida, Ayn, Veo, Sengueir, Pelmes y Zuela. 

£ volem que tots los moros sien sobre lur cuna en lurs matrimonia , 
é en totes les altres coses, segons 9una. £ que pusquen publicar lur 
cuna en oracions, é en amostrar de letra a lurs filis el Alcorá publica- 
ment sens nengú prejudici a aquella fer. £ que pusquen anar per tota 
la térra et senyoria nostra a fer tots lurs afers , sens que neis sie ve- 
dat per al cuna persona: é quells siá legut é puxen comprar tot blat 
per é llavar a ops de la llar térra en Borriana , é en altres lochs de la 
nostra senyoria. — (Fernández y González. Pág. 822.) — Carta-puebla 
otorgada por Jaime I á los moros del Valle de üxó en 1250. 

Et quod sint et stent illos in judicios et pleitos in manu de lure al- 
cadi, et de lures alguaciles, sicut in tempus de illos moros fuit. — (Mu- 
ñoz. Pág. 415.) — Pactos entre Alfonso el Batallador y los moros de Tu- 
dela. 

Et totos illos mauros quod stent in lures fueros et in lures justicias 
et non inde illos dissolvat nullos homo et stet super illos lure judice. 
(Bofarull, Colección de documentos del Archivo de Barcelona. T. IV, 
pág. 131.) — Capitulaciones de Tortosa. 

(1) Si judseus et christianus super aliquo disceptaverint faciant 
dúos alcaldes vicinos, quorum unus sit christianus et alter judseus. Si 
alicui disceptantium sentencise illorum non placuerit, appelletad qua- 
tuor alcaldes vicinos, quorum dúo sint christiani et dúo judsei: in illis 
quatuor judicium eorum fínitur. Quicumque ab istis quatuor appella- 
verit, causam se sciat amissurum. Isti alcaldes cabeant ne aliud jujli- 
cent eis quam forum Conchíe. — (Marina, Ensayo histórieo-critieo sobre 
la antigua legislación de León y Castilla. Madrid, 1808. Pág. 143.) — 
Fuero de Cuenca. Ley 1. a del capítulo 29, cuyas 33 leyes se refieren á 
los judíos. 

Et si habuerit moro judicio cum christiano , vel christianus cum 
moro, donet judicium alcudi de moros ad suo moro, secundum zunam 
suam, et alcudi de christianos ad suum christianum secundum suum 
foro. Et non faciat nullus christianus forza ad aliquem foro sine man- 
damento de lure alama; et si habuerit sospeita super moro , de furto aut 
de fornicio, aut de aliqua causa ubi debet habere justicia, non prendat 
supper illum testimonium, sinou moros fideles, et non prendat chris- 
tianum, etc. (Muñoz. Pág. 415.)— Pactos que se otorgaron en el año de 
1115 entre el rey Alonso I el Batallador y los moros de Tudela al tiem- 
po de su conquista. 



i para el ejercicio de su culto, el aumento de las rela- 
: con los cristianos contribuía á restituir su vigor per- 
tanto al comercio como á la industria (1). Se conaer- 
nportantes tratados de legislación musulmana (2). Don 
iO el Bravo trabajó en el establecimiento de una espe- 
i tribunal internacional, destinado á entender en las 
ndas entre los fronterizos castellanos y granadinos de 
a, hasta nombrar, de acuerdo con el monarca muslim, 
e ó juez de este linaje de causas, á D. Alfonso Yáñez 
lo (3). Antes de los Reyes Católicos, época de que 
i seguramente la aplicación de las leyes moras por 
trados cristianos de Granada, debieron tener valor en 
10 los ordenamientos llamados Leyes de Moros ante 
bunales de Castilla (4). 

n número de disposiciones presentan los Códigos pa- 
¡obre los judíos y los muslimes. Hay severas leyes so- 
los al lado de las que revelan gran tolerancia. El Fue- 
igo prohibe á los judíos casarse según su ley, y hasta 
¡a su testimonio (5). El Fuero Viejo equipara el moro 
estia (6). Las Leyes del Estilo revelan claramente el 
o a la legislación y á los magistrados judíos (7), y se 

Fernández y González. Pág. 131. 

Memorial histórico español. Colección de documentos, opúsculos 
dedadas, que publica la Real Academia de la Historia. Tomo V. 
, 1853. Leyes de moros. (Pág. 11.) Suma de los principales man- 
tos é devedamtentos de la ley y pinna. (Pág. 217.) 
Fernández y González. Pág. 211. 
Fernández y González. Pág. 213. N. 4. 
Véanse las leyes del tft 2, libro 12. 
Ruana 6.', Ht. 3, lib. 2. 

Ley 87. — Quién, é cómo es ha de librar el pleyto criminal que 
e Judio é Judio. — Si pleyto criminal acaesce entre Judio é Ju 
i Adelantados, é los Rabies lo deben librar, é ai el Rey tienepor 
le se libre por su casa, loa sus Alcaldes que ovan el pleyto, é 
hi venir los Adelantados, ó los Rabies, que lo oyan con ellos, é 

muestren la su Ley, por do se ha de dar la pena al Judío aeusa- 
ín su Ley si fuere vencido: é loa Alcaldes, con los Adelantados, y 

Rabiea, jdzguenlo asi según bu Ley. 
98.— Cómo se juzgarán los pleytos de los Judíos.— Otros!, si Ju- 
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Lacen cargo de las cuestiones entre éstos y los moros y los 
cristianos (1). Son importantes otrog muchos preceptos, 

dio contra Jadío ha demanda en pleyto cevil, ó criminal, este tal pley< 
to se ha de librar por sus Adelantados, ó por sus Rabies. £ si algún 
Judío ha querella de los Adelantados, el Rabí lo ha de librar, é si del 
Rabí, el Rey. 

Ley 80.— Por quáles Leyes juzgarán los Judíos, por las suyas, ó por 
las de los Christianos. — Otrosí, es á saber, que en casa de los Reyes 
¿sí acuerden, é juzguen, que los pleytos, é las posturas que los Judíos 
facen entre sí, é los Juicios, é las posturas de los pleytos, é los dichos 
de los testigos, é las cartas, é los instrumentos que entre ellos se fa- 
cen, é se ordenan, que se debe juzgar por la Ley de los Judíos, también 
en los pleytos criminales, como en los ceviles. E aun si el Rey deman- 
da á algún Judío los bienes de otro algún Judio, su deudor por su deu- 
da aquel debe, ó por calumnia en que él cayó, quier lo demande ante 
los Rabies, ó ante los Alcaldes Christianos, por Ley de los Judíos se 
libra todo el pleyto, y se prueba el pleyto sobre que contienden. 

Ley 90.— Cómo el Rey puede saber verdad de los malos fechos cri- 
minales de los Judíos, y dar sentencia en ellos según la Ley. — Otrosí, 
como quier, según dicho es de suso, los pleytos ceviles, é criminales 
que acaescen entre los Judíos, se deben librar por sus Adelantados. 
Pero en los pleytos criminales, el Rey de su oñcio debe saber verdad 
por quantas partes, así como de los yerros que contescen entre los 
Christianos: é sabida la verdad del fecho por pruebas, ó por pesquisas, 
ó por preguntas, ó por conoscencias, ó por presunciones, ó por tormen- 
to, según es derecho, deben dar la sentencia según la Ley, é la pena 
que debe haber. 

(1) Ley 83.— Qué pena ha el Judío que fiere al Christiano, y cómo 
se entiende. — Quando pena no fallan en el Fuero escrito sobre el ye- 
rro fecho, é probado, débese juzgar la pena según derecho comunal. E 
si el Judío ñriere al Christiano, no puede el Christiano demandar que 
peche el Judío la pena que en el privilegio de los Judíos se contiene: 
mas meresce haber pena el Judío que ñriere al Christiano: según de- 
recho, mayor pena habrá el Judío que fiere al Christiano, quanto es 
mejor el Christiano que el Judío: mas la pena de los privilegios no se 
entiende á otras personas sino aquellas que en los privilegios se con- 
tienen; salvo si el Rey que dio el privilegio, ó en otra guisa lo quisiere 
declarar. 

Ley 84.— Qué pena ha el Christiano, que mata Judío, ó otro Moro, y 
cómo se librará. — Es á saber, que si el Christiano mata Judío, ó Moro 
á tuerto en pelea, ó en otra manera, que debe haber la pena que en los 
sus privilegios se contiene. £ si no han dello privilegio en algún Lu- 
gar, ó lo han en otros Lugares, habrá esta misma pena que en los 
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y judíos (1). Debe notarse la disposición, encaminada á fa- 
vorecer el tráfico mercantil , según la cual se satisfacía la 
mitad de los derechos en las escrituras de cristiano con ju- 
dío ó moro (2). En las disposiciones más restrictivas contra 
ellos se admitía el uso de sus leyes (3), que imperaron hasta 
los últimos tiempos (4). 



(1) Véanse en Amador de los Ríos y Fernández y González. 

(2) Fuero Real. L. 1, tít. 8, lib. 1. L. 15, tít. 20, Part. 3.» 

(3) Otrosí, que las Aljamas de los Judíos é Moros de los mis reg- 
nos é señoríos, non puedan haver ni aian de aquí adelante, Jueces ni 
Judíos ni Moros entre sí, para que les libren sus pleytos ; así ce viles 
eomo criminales que acaecen entre Judíos é Judías , é Moros é Moras; 
é revocóles cualquier poderío, que de mí ó de los Reyes mis anteceso- 
res tienen en la dha razón por previllejo ó en otra manera, é dolo por 
ninguno. £ mando que sean librados de aquí adelante los tales pley- 
tos , así criminales como civiles de entre los dhos Judíos é Judías é 
Moros é Moras, por los Alcaldes de las ciudades, villas é logares don- 
de moraren. Pero es mi merced que los tales Alcaldes guarden en el 
libramiento de los pleitos civiles Jas costumbres é ordenanzas, que 
fasta agora guardaron entre los tales Judíos é Moros , tanto , que pa- 
rezcan auténticas é aprovadas por ellos de luengo tiempo acá. — Leyes 
establecidas contra los Judíos y Moros á nombre de D. Juan II, por la 
Reina gobernadora Doña Catalina, su madre, en 1412. — (Fernández y 
González. Pág. 400.) 

(4) Les mandamos guardar sus buenos usos é costumbres , é les 
dejaremos vivir en su ley, é les mandaremos dejar sus almuedamas, 
é algimas, é alfaquies, é serán juzgados por su ley para jarazuna con 
consejo de sus Altezas, segund costumbre de los moros. — Cosas 
asentadas en la Ciudad de Purchena t Villas y Lugares del Rio de AU 
manzora, Valle de Purchena y Sierra de Filabres, cuando se redujeron 
al servicio de los Señores Reyes Católicos, en 7 de Diciembre de 1489. — 
(Fernández y González. Pág. 418.) 

Les dejaremos vivir en su ley, y non serán apremiados nin costre- 
ñidos á seguir nin guardar otra ley, é les dejaremos y mandaremos 
dejar sus almuédanos é algimas é alfaquies, y serán judgados por su 
ley jarazuna con consejo de sus aleadle segund costumbre de los moros, 
y que queden á las dichas mezquitas sus rentas de la manera, que 
antes las tenían. — Capítulos que se asentaron con la Cibdad de Alme- 
ría, etc., en 1490.— (Fernández y González. Pág. 419). 

Mandamos asegurar é aseguramos á todos los judíos que viven en 
la dicha cibdad de Almería, é en todas las otras ciudades é villas» é 
lugares del dicho reino de Granada, y que gocen de lo mismo que los 
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pabellones, á las presas, arribadas y naufragios, á los arma- 
mentos en corso, y en general á la libertad de los mares, 
salieron de lo vago y arbitrario por medio de soluciones 
precisas, proclamando ciertos principios, que si alguna vez 
naciones poderosas, y entre ellas Inglaterra, desconocieron 
ú olvidaron, han sido por lo general reconocidos y adop- 
tados.» 

«La consolidación, de más en más asegurada, délos cono- 
cimientos naturales relativos al cielo y á la tierra, obra, 
como sostiene Gervinus (1), reduciendo la superstición y la 
ignorancia á límites más estrechos cada vez. Las máquinas 
de vapor, los caminos de hierro, los telégrafos, como en 
otro tiempo la imprenta y la navegación desarrollada, pro- 
ducen una aceleración, una difusión, una comunidad de 
todos los progresos aislados tales, que triunfan hasta del 
tiempo y del espacio en provecho de la civilización general. 
Jamás las relaciones de todas las partes del globo han sido 
tan completas, los medios de unión tan multiplicados, el co- 
.mercio tan rápido y general, los conocimientos tan extendi- 
dos, los medios de instrucción tan accesibles, la aptitud de 
los hombres para todo género de actividad tan grande, las 
comodidades, los goces y las facilidades de la vida tan gene- 
ralmente difundidos, pero jamás tampoco tan umversalmen- 
te deseados y ambicionados como en nuestros días.» 

Es imposible desconocer las ventajas que , en lo tocante 
á las relaciones entre los pueblos, lleva á las anteriores nues- 
tra época. Nunca ha existido una comunicación tan rápida, 
tan activa y tan pacífica entre los más lejanos países , debida 
á los considerables progresos de las ciencias, de las indus- 
trias y de las artes. Tres hechos señalaremos con Goñi (2) prin- 
cipalmente á este propósito : el vuelo que ha tomado la im- 
prenta, el desarrollo prodigioso del comercio y el descubri- 



(1) Introduction á VITistoire du XIX ñecle. Traduit de l'allemand 
par F. Van Meenen. Brnxelles, 1858. Pág. 175. 

(2) Tratado de las relaciones internacionales de España. Lecciones 
pronunciadas en el Ateneo de Madrid. Madrid, 1848. Pág. 20. 
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truirían la santidad de los contratos y la seguridad de la 
propiedad. De aquí la importancia que se reconoce al Dere- 
cho internacional privado en el presente momento histó- 
rico. 

Dadas las relaciones de los Estados y su deber de dar 
protección á los intereses de los subditos, surge la necesidad 
de funcionarios á quienes su representación se confíe. De 
aquí los agentes diplomáticos y consulares, cuya considera- 
ción ha ido creciendo de día en día. 

2. Los progresos de la civilización han influido nota- 
blemente en el mejoramiento de la condición de los extran- 
jeros. Los exclusivismos y las preocupaciones contra ellos 
ceden su lugar á amplias y protectoras disposiciones. La 
Asamblea Constituyente francesa de 1790 declaró la abo- 
lición del derecho de aubana sin reciprocidad, proclaman- 
do que era contrario á los principios de fraternidad que de- 
bían unir á todos los hombres , cualesquiera que fuesen su 
país y su Gobierno; que este derecho, adoptado en los tiempos 
bárbaros, debía ser proscrito por un pueblo que había funda- 
do su Constitución en el respeto de los derechos del hom- 
bre y del ciudadano , y que la Francia libre debía abrir sus 
puertas á todos los pueblos, invitándolos á venir á disfrutar 
bajo un Gobierno libre de los derechos sagrados é inviola- 
bles de la humanidad. No habiendo respondido las naciones 
á esta generosa conducta , fué aceptado el principio de reci- 
procidad en el Código de Napoleón (1), del que le copiaron 
algunas de ellas , como estímulo poderoso y de resultados. 
Este principio es sustituido en varios Códigos posteriores, 
como el chileno (2), el italiano (S) y el portugués (4), por la 
igualación de los derechos y obligaciones civiles de los ex- 
tranjeros y nacionales. La justicia y la utilidad han hecho 
reconocer y proclamar el gran principio de que el derecho 



(1) Artículo 11 del Código de 1803. 

(2) Artículo 57 del Código civil de Chile de 1856. 

(3) Artículo 3 del Código civil del reino de Italia de 1865. 

(4) Artículo 26 del Código civil portugués de 1867. 
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á la absurda afirmación de que la capacidad de los extran- 
jeros para los negocios no se determina por un derecho 
cualquiera. Su patrio derecho pierde su dominio cuando su 
jurisdicción abandonan. La ley del lugar de la residencia 
no ejerce autoridad sobre ellos, porque se han emancipado 
de la autoridad del príncipe territorial, según su teoría. A 
pesar de estas contradicciones, hay que reconocer con 
Wharton que debemos á Pablo Voet la primera autorizada 
enunciación de que el derecho territorial es supremo, y de 
que, cuando se admite la legislación, extranjera, es sola- 
mente mediante gracia y cortesía. 

Juan Voet (1), igualmente aferrado que el anterior, su 
padre, en la defensa de la supremacía del territorio, es de- 
masiado lógico al adoptar su criterio de dispensar á la lex 
dwnicilii de ubicuidad, mientras presta técnicamente ho- 
menage á la universalidad de su imperio. Considera que un 
juez, en todos los casos litigados, está limitado exclusiva- 
mente por la ley de su propia patria. Pero al resolver el con- 
flicto que de allí resulta con la jurisprudencia escolástica, 
introduce, como observa Wharton, un principio, que es 
muy razonable en sí, por más que en este caso particular 
haya sido mal aplicado. Declara que , á menos que un esta- 
tuto nacional lo repugne, el derecho común de cada Estado 
se incorpora á aquellos principios que forman parte del de- 
recho común de la Cristiandad. Coloca entre ellos no sólo 
locas regit achim , que ya obtuvo entonces aceptación per- 
manente, sino mobilia personam sequuntur, aun cuando ad- 
mitiendo excepciones. Coloca los muebles dentro de muy 
estrechos límites, dando á entender que, respecto á ellos, 
son supremas todas las leyes positivas locales; subordina 
celosamente á la lex rei sitos todas las demás clases de pro- 
piedad. Las partes contratantes pueden apartar los contra- 
tos, según Juan Voet, de la ley domiciliaria y someterlos 
expresa ó tácitamente á otra ley. Tales eran los puntos de 
vista generales presentados por este eminente jurista en el 



(1) Commentarittít ad Pandectas, etc. 
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ton, por la técnica sumisión que presta á la vieja doctrina 
de la ubicuidad del derecho domiciliario, á lo menos por 
la oportunidad y tacto con que adapta esta doctrina á las 
necesidades de la independencia territorial y déla vida co- 
mercial moderna. 

Bouhier (1) nos lleva á otra esfera. Era un francés celoso 
por conservar aquellas costumbres particulares provincia- 
les que una nacionalidad consolidada suprimiría. Su ten- 
dencia era, por esto, mantener los viejos principios escolás- 
ticos, detrás do los cuales las costumbres provinciales fran- 
cesas hallan tan conveniente refugio; poro este criterio se 
hallaba muy modificado por su penetrante sentido común, 
y por su presentimiento de las condiciones que harían pron- 
to que la consolidación y la soberanía de las naciones se 
conceptuasen indispensables. Su solución es la de la corte- 
sía y utilidad general. Los territorios son sin duda alguna 
independientes, pero la común prosperidad del Cristianis- 
mo, así como la mutua amistad de las naciones, exigen 
que sobre las relaciones internacionales de los individuos 
se establezca alguna regla común. He aquí las que sienta: 

1. Cada estatuto que concierne á los derechos incorpo- 
rales ó indivisibles es personal, y tiene valor extraterri- 
torial. 

2. La misma propiedad ha de reconocerse á los estatu- 
tos que producen efecto por una aceptación, ya expresa ó 
implícita de las partes. 

3. Lo mismo ha de decirse de los estatutos que, causa 
pública, presentan ciertas prohibiciones relativas a los sub- 
ditos domiciliados. 

4. Además, todos los estatutos que conciernen á las 
formalidades de algún' acto son en este sentido personales. 

Todos los demás estatutos son reales y producen sólo 
efecto en los dominios del soberano que los impone, 

En casos de conflicto han de observarse las distinciones 
siguientes: 



(1) Les Coutumes du Duché de Bourgogne, etc. 
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La división romana de los objetos del Derecho en perso- 
nas, cosas y acciones sirvió de base á la distinción de los 
Estatutos. Indicando esta palabra entre los antiguos la legis- 
lación municipal que regía las provincias ó las ciudades, se 
le dio una acepción más amplia, tomándola como sinónima 
de ley, tratándose de colisión de derechos. Siendo los obje- 
tos del derecho las personas, las cosas y las acciones, era 
lógico admitir la existencia de leyes ó estatutos personales, 
reales y mixtos, que á cada uno de ellos se refiriesen. Las 
personas y las cosas pueden considerarse abstractamente, 
pero también llega el caso de que concurran á la vez en una 
relación jurídica. En los actos no han de atenderse solo 
ellas , sino que es indispensable considerar también la for- 
ma, el procedimiento. 

La noción de soberanía nos concluirá de dar el criterio. 
Cada una ejerce su poder sobre las personas que están some- 
tidas á ella, sobre las cosas inmuebles que constituyen su 
territorio y sobre los actos que dentro de su esfera de acción 
se efectúan. Sus leyes, en virtud de esto, imprimen, por de- 
cirlo así, como indica Hamaker (1), sobre las personas, co- 
sas y acciones un sello, que llevan á todas partes y que nin- 
gún juez, cualquiera que sea el punto donde funcione, tiene 
facultad de desconocer. Las personas, pues, deben regirse, 
cualquiera que sea el país donde estén, por la legislación de 
su patria, las cosas por la del país de su situación y los ac- 
tos por la del lugar donde se realizan. 

La aplicación de las leyes extranjeras en un país se opone 
al reconocido principio Leges non vodent extra territorium. 
Había necesidad de conciliaria con él, y se fundó en la cor- 
tesía y en la recíproca utilidad (ex comitate, ób reciprocam 



(3, 15).— L. 3, Cod. ubi in rem actio (3, 19).— L. 34, D. de R. L (60* 
17).— L. l 9 D.de usuris (22, 1).— L. ñ,D.de evictione (21, 2).— L. 65, 
D. de judiáis (6, 1).— L. 3, §. 6, D. de testibus (22, 5).— L. 9, C. de tes- 
tamento (6, 2?).— L. 2, ult. O. eod.— L. 2, C. testam. quemadm. aperiant 
(6, 32). 
(1) Lección citada en la Introducción. Pág. 24. 
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á los estatutos real y personal un tercero , á que aplicó el 
nombre de mixto. El estatuto real, según él, es el que trata 
sólo de los inmuebles; el personal el que concierne á las 
personas, abstracción hecha de las cosas; el mixto el que se 
refiere á unas y á otras (1). La definición del estatuto perso- 
nal dada por D'Argentré ha sido adoptada por la generali- 
dad de los autores que han tratado de la materia, y entre 
ellos por Burgundo , Rodenburg y Voet. Su definición del 
estatuto real, seguida entre otros por Burgundo y Roden- 
burg, no ha tenido la misma suerte. Las definiciones de 
D'Argentré han sido atacadas por Boullenois, que divide 
el estatuto personal en particular y universal , subdividien- 
do el primero en puramente personal y personal real (2). 
Juan Voet dice que el estatuto real es el que afecta prin- 
cipalmente á las cosas, aunque también toque á las per- 
sonas, y el personal el que afecta principalmente á las 
personan, aunque también trate de las cosas (3). Hay di- 
ferentes apreciaciones sobre los estatutos mixtos , que no 
admiten Rodenburg, Burgundo, Pablo Voet, etc. Juan Voet 
afirma que son tales los que, aun cuando se refieran á la co- 
sa ó á la persona, no disponen de ellas principalmente, sino 
del modo ó la solemnidad que ha de usarse en todos los ne- 
gocios y causas judiciales ó extrajudiciales ; otros, entre los 
que se encuentra Boullenois, sostienen que disponen délas 
personas y de las cosas á un tiempo. 

Sería muy prolijo seguir á los diferentes escritores en sus 
detalles. Nos limitaremos á exponer, sobre el punto capital 
de la distinción de los estatutos, las doctrinas más frecuen- 
temente citadas. 

«La naturaleza personal ó real de la ley, dice Rodenburg, 
se determina por la naturaleza del objeto ó del acto á los 
cuales se aplica la facultad negada ó permitida á la perso- 



(1) Comm. ad Leg. Brit. DeB donat. Art. 228. N. 5 á 9. 

(2) Traite de la Personalité et de la Bealité des Loix, etc. Tit. I. 
Cap. 2. Obs. 4. 

(S) Obra y lugar citados. N. 2 y sig. 



129 

del acto permitido ó prohibido á la persona... Cuando pre- 
guntamos, por lo tanto, si un estatuto es personal ó real, 
no miramos este estatuto sino por la afectación é impresión 
que hace sobre la cosa ó sobre la persona. Decimos que es 
personal un estatuto cuando imprime á la persona cierto es- 
tado de capacidad ó incapacidad personal , cuando da á la 
persona las facultades habituales necesarias para el comer- 
cio de la vida civil ó cuando ^e las quita en todo ó en par- 
te; y le decimos real cuando no regula sino las cosas y su 
principal objeto es determinar la suerte y el destino de 
esas cosas 9 (1). 

«Tres clases de disposiciones, dice D'Aguesseau, pueden 
distinguirse en las costumbres. Las unas son las relativas á 
la cualidad y á la naturaleza de los bienes de que se puede 
disponer. Tales son, por ejemplo, las leyes que prohiben 
dar más de cierta cantidad de los propios, que impiden en 
absoluto disponer de ellos ó que no permiten hacerlo más 
que de parte de lo adquirido. Todas estas leyes son reales, 
independientes de la capacidad de la persona. Las otras son 
las que afectan á la persona, que forman lo que se llama 
el estado, que la hacen incapaz, no de disponer de tales y 
cuales bienes , sino de contratar, de testar, de ejecutar tales y 
cuales actos; de suerte que el acto es nulo en sí ó indepen- 
diente de su ejecución. Tal es la ley de la autorización á 
las mujeres. Tal es también la interdicción en un pródigo. 
Los estatutos mixtos se refieren al mismo tiempo á la 
cosa y á la persona. Las leyes de este género parece que 
forman un vínculo que une la persona á la cosa, y que las 
hace mutuamente dependientes una de otra, en lo que toca 
á la prohibición de disponer. La gran cuestión se reduce á 
examinar las disposiciones mixtas, es decir, que afectan á la 
cosa y á la persona. Las disposiciones mixtas ¿deben consi- 
derarse como reales ó personales? La realidad ¿debe domi- 
nar á la personalidad ó al contrario? Primero: en un acto 
mixto, es necesario considerar qué es lo principal y qué lo 



(1) Obra citada. Tít. I, cap. 2, Obs. 2 y 3. 
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-dos en diferentes países, cuyas disposiciones en el asunto 
son marcadamente contradictorias. 



III 



1. Las dificultades que se ofrecen, al resolver las cues- 
tiones que el trato internacional origina, han preocupado 
seriamente á los jurisconsultos de nuestro siglo. Los dos 
principios que han luchado tanto en la historia y que die- 
ron causa á la Teoría de los Estatutos, el personal y el territo- 
rial, aparecen de nuevo ante ellos. Unos admiten teorías an- 
tiguas, otros exponen doctrinas nuevas. Tomando varios 
principios por base, en diferentes formas y con diversidad 
de argumentos, se inclinan marcadamente al uno ó al otro. 
Pueden distinguirse entre los escritores los que examinan 
el asunto más bien en el terreno del Derecho constituido y 
los que atienden con preferencia al constituyente. Algunos 
de los primeros, aunque partiendo de principios , no recono- 
cen un principio directivo por guía (Story, Fcelix, Rocco); 
otros, siguiendo un sentido más científico, se elevan del es- 
tudio de las legislaciones á principios determinados (Wách- 
ter, Bar, Wharton). Los publicistas que consideran la cues- 
tión en el terreno constituyente presentan varios criterios. 
Decidiéndose por el principio personal , hay quien prefiere 
la ley de la nación ó del domicilio (Escuela italiana); optan- 
do por el principio territorial, hay quien admite la legisla- 
ción del tribunal que ha de conocer del asunto (Zachariae); 
siguiendo un criterio ecléctico, no falta quien atienda, no 
aisladamente á la persona ó al territorio , sino á la relación 
jurídica (Scháfíher, Savigny). Puede decirse que los escrito- 
res franceses é italianos optan por el principio personal, los 
americanos é ingleses por el territorial, y los alemanes por 
el ecléctico. Expongamos estas diferentes doctrinas, antes 
de pasar á las legislaciones que han informado en mayor ó 
menor escala, como base precisa para elevarnos á una teo- 



133 

Alguna importancia , que debe ser bien entendida. Se recono- 
ce á cada nación el derecho de ligar á sus propios subditos 
por sus leyes, cualquiera que sea el lugar donde estén, 
como consecuencia del vasallaje ó sumisión natural al Go- 
bierno del territorio de origen. Si estas leyes son incompa- 
tibles con las de la comarca donde residen tales subditos ó 
con los deberes que hacia la misma les ligan , no han de ser 
atendidas por la última. Cualquiera que sea la fuerza obli- 
gatoria de tales leyes sobre las personas, si vuelven á su 
país, no deben tenerla en otras partes. Pueden dar origen á 
relaciones personales entre el soberano y los subditos , que 
dentro de sus dominios tengan valor, pero nunca ser exten- 
didas á otras naciones con justicia. No hay, estrictamente 
hablando, diferencia, ya conciernan tales leyes á las perso- 
nas ó á la propiedad de los subditos. El mismo derecho tie- 
ne un Estado á dar fuerza extraterritorial á sus leyes sobre 
los unos que sobre la otra; no puede pasar de pretenderlo y 
de ejercer su soberanía sólo en el caso de que vuelvan á su 
propia jurisdicción territorial. 

De estos dos principios surge un tercero : que la fuerza 
obligatoria reconocida á las leyes de una comarca en otra¡ de- 
pende sólo de las disposiciones de la ultima, de su jurisprudencia 
y constitución política propias, de su consentimiento expreso ó 
tácito. Un Estado puede, en su territorio, impedir la acción 
de todas las leyes extranjeras y el ejercicio de los derechos 
de que sean causa. Puede rechazar sólo algunas y admitir 
otras. Puede, en diferentes casos, reconocerlas y restringir- 
las, ó ampliarlas y darles efecto universal. Cuando su pro- 
pio código habla claramente del asunto , necesita ser obede- 
cido por las personas todas á las que su soberanía alcanza, 
de igual suerte que cuando hay derecho consuetudinario, 
fiólo en el caso de que no haya disposiciones en uno ni otro, 
surge la duda sobre el derecho que ha de aplicarse. Los Es- 
tados han permitido á sus tribunales, dándoles gran auto- 
ridad, tener en cuenta las analogías suministradas por el 
Derecho civil, ó por su propio código consuetudinario ó 
positivo. 
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de talento y ciencia no han conseguido establecer principios 
seguros, estamos" 1 , obligados á concluir que no ha sido por 
falta de habilidad, sino porque la materia no se presta. 
Ellos han tratado de ir demasiado lejos; de definir y fijar lo 
que no puede, en la naturaleza de las cosas, ser definido y 
fijado. Parece que olvidaron que escribían sobre una cues- 
tión que tocaba á la cortesía de las naciones, y que ésta 
es y necesita ser siempre incierta; que ha de depender 
necesariamente de una variedad de circunstancias que no 
se ajustan á regla fija; que ninguna nación ha de permitir 
que se introduzcan las leyes de otra entre las suyas para 
dañar á sus ciudadanos ; que su admisión debe depender de 
las condiciones de la comarca en que el derecho extranjero 
ha de tener fuerza , y del carácter de sus leyes é institucio- 
nes; que en • el conflicto de las leyes ha de haber materia 
de duda, y que, mientras ella exista, el tribunal que decide 
ha de preferir las leyes de su comarca á las extranjeras. 

Story da la preferencia á Huber entre los escritores anti- 
guos. Acepta los principios que él juzga suficientes para re- 
solver todos los embrollos del asunto, y que formula de esta 
manera: 1.° Las leyes de cada impeiio tienen fuerza dentro de 
los limites de su gobierno, y obligan á todos los que están suje- 
tos á él, no á otros; 2.° Todas las personas que están dentro de 
tos limites de un gobierno , sea su residencia permanente ó tem- 
poral 9 han de considerarse como sometidas al mismo; 3.° Los 
gobernantes de cada imperio admiten por cortesía que las leyes 
de cada pueblo en vigor dentro de sus límites, deben tener la 
misma fuerza en todas partes, en cuanto no causen per juicio á 
los poderes ó derechos de otros gobiernos ó de sus ciudadanos. 

Insiste en la tercera proposición de Huber, en la acepta- 
ción de leyes extranjeras por un Estado, mediante la corte- 
sía. Impugna á los que miran la materia como de supremo 
deber moral. Suponiendo, dice, que tai deber moral exista, 
es claramente de obligación imperfecta , como la beneficen- 
cia, la humanidad y la caridad. Cada nación necesita juz- 
gar por sí, no sólo de la naturaleza y extensión del deber, 
sino de las ocasiones en que su ejercicio puede ser justamen- 
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dad, deja muchas cuestiones graves en lo relativo á su apli- 
cación, debe recomendarse por su verdad y sencillez, á lo 
que atribuye el haber sido sancionada judicialmente, de 
una manera general, tanto en Inglaterra como en América. 

Foelix (1) ha adoptado por completo las opiniones de 
Story, que expone en breve y de un modo superficial, y á 
él se debe en una gran parte su general aceptación. La 
misión del escritor, á su juicio, en esta materia, se limita á 
señalar, siguiendo un orden metódico, los casos en los cuáles 
la comitas gentiumse ha aplicado, á indicar los casos análogos 
que pueden del mismo modo decidirse, y á atraer á las nacio- 
nes, por la perspectiva de las recíprocas ventajas, á hacer más 
frecuente la aplicación de las leyes extranjeras en sus territo- 
rios respectivos. El cúmulo de las decisiones dadas y los de- 
bates precedentes , permitirán establecer reglas más gene- 
rales que las que hasta el día han podido admitirse y reco- 
nocerse. Así es como el Derecho internacional privado, dice, 
podrá llegar á ser ciencia (2). 

(b). Rocco (3) da principio á su obra investigando los 
principios que han de regular la materia. 

Los extranjeros que habitan el territorio deben obediencia 
á las leyes del país en donde residen, y el Estado que los 
recibe debe protección y seguridad á su persona y á sus 
propiedades. Se forma entre ello3 y esta Estado una espe- 
cie de sociedad que no puede ser únicamente regida por los 
principios de Derecho civil, ni por los del Derecho de gentes, 
porque no constituye ni una ciudad, ni una sociedad de 
pueblo á pueblo, sino una asociación temporal entre una 
nación y los extranjeros á quienes hospitalidad concede. 

Esta sociedad tiene su derecho aparte, cuyos principios 
son tomados del Derecho natural ó de gentes, del Derecho 



(1) Tratado de Derecho internacional privado. Trad. esp. T. I, pá- 
gina 14 y siguientes. (Gap. III.) 

(2) T. I,pág. 19, §. 13. 

(3) Trattato di Diritto civile intemazionale. Ed. Livomo, 1860. 
Fág. 19 y siguientes. 
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supone, de un lado, que las leyes de esta residencia decla- 
ran aquella unidad del haber, y de otro, que esta unidad 
está admitida respecto á los bienes inmuebles como la mis- 
ma unidad per la ley del lugar en que ellos están. Si la uni- 
dad del haber en uno y en otro caso no es admitida como 
la misma unidad, el haber, por esto, se divide en relación 
con sus partes. Y según son estas cosas muebles ó inmue- 
bles, están bajo leyes particulares. Puede la relación de las 
cosas muebles, como una unidad separada, tomar existen- 
cia sólo en el lugar de la residencia estable del propietario, 
y de aquí la regla los muebles siguen á la persona. Son sólo 
aparentes las excepciones que pueden admitirse á la mis- 
ma, y se fundan, en sustancia, sobre la consideración de 
que, respecto á las singulares cosas muebles, no ha recono- 
cido su cualidad como partes de aquella unidad, la ley del 
sitio en que estos muebles se hallan realiter. Es necesario 
que quede puramente á la aplicación juiciosa del principio 
general, el resolver según qué leyes deben ser juzgados los 
derechos sobre una particular cosa mueble. Hallándose los 
bienes inmuebles sometidos á las leyes del país en que es- 
tán situados , aquellos derechos cuyo objeto inmediato son 
deben ser juzgados según las leyes de este país. 

Respecto á los actos, debe distinguirse entre su forma y 
su contenido. La forma de un acto debe ser juzgada según 
las leyes del lugar en donde ha acaecido. Las excepciones 
que han de hacerse son consecuencias del principio como 
general reconocido, y se apoyan en que hay circunstancias 
que imponen ciertas fofBMMe una manera absoluta, ó en 
que no pueden en general aplicarse sino sólo en cierto lu- 
gar. No puede decirse de una manera satisfactoria qué ley, 
en lo que concierne á la materia de los actos, debe regir. Só- 
lo es posible señalar los elementos que influyen , en mayor ó 
menor grado, en la decisión. Es preciso en primer término 
atender ala capacidad jurídica de la persona en general, y 
á la capacidad para un particular acto; luego á las leyes del 
lugar en el que trata de ejecutar un acto el hombre. Des- 
pués es necesario considerar las leyes bajo las que está el 

10 
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•cho en el tiempo y en el espacio, las relaciones que consti- 
tuyen los títulos generadores de los derechos y obligaciones 
particulares deben , por la naturaleza misma de las cosas, 
«encontrarse con tiempo y espacio dados. De aquí el nexo 
racional de la ley con los hechos humanos que se desen- 
vuelven bajo la dominación de la ley misma en los órdenes 
del tiempo-y del espacio. Por la misma razón que la ley de 
un tiempo posterior no podría extender su imperio sobre los 
derechos nacidos á la sombra de la anterior, está desprovis- 
ta de legítima autoridad la ley de un lugar diverso de aquel 
en que se han desarrollado las relaciones jurídicas. Pero si 
el Derecho necesita como materia de ciertos hechos que sean 
causa de otros tantos títulos jurídicos, si el tiempo y el es- 
pacio, como continente de los actos humanos, son un antece- 
dente preciso del desarrollo del Derecho, pues tienen una 
doble relación con los hechos y con la ley, éste, por otra 
parte , como espiritual y absoluto , prescinde luego de las 
condiciones variables tanto de tiempo , como de espacio; una 
vez constituido, debe permanecer inmutable siempre y en 
todas partes. Y atendido su mismo carácter absoluto , debe 
ser indiferente la nacionalidad individual del sujeto del de- 
recho , esto es, la circunstancia de que pertenezca á un país 
más bien que á otro. A través de tales consideraciones lle- 
ga al deseado objeto de concretar el principio fundamental 
-de todo el Derecho privado internacional, encerrándolo en 
esta fórmula: Toda relación jurídica como tal está determina- 
da y calificada y sancionada por la ley del territorio donde 
tiene la relación misma su nacimiento. De este principio, su- 
gerido por la razón pura filosófica , se desprende la necesi- 
dad de reconocer y tutelar en todas partes las particulares 
relaciones, una vez que han sido establecidas sólidamente 
bajo la legítima salvaguardia del derecho legal de aquel 
país que, según los órdenes racionales, es llamado á morali- 
zarlas. 

Va más adelante Rocco , y después de haber indagado el 
nexo íntimo de las relaciones jurídicas con el territorio en 
que se originan , del que deriva aquel primer principio en 
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igual modo al mismo derecho que á derechos diferentes, te- 
nemos aquí una fuente nueva y fecunda de colisiones entre 
las reglas que gobiernan las relaciones de derecho. La per- 
sona tiene además sus extensiones artificiales. Pretende do- 
minar las cosas, y al penetrar en el círculo ocupado por es- 
tas cosas , se expone á entrar bajo el dominio de un derecho 
extraño. Este hecho, evidente respecto á los inmuebles que 
ocupan en el espacio un lugar necesario é invariable, no es 
menos real para las cosas muebles. Tiende además, por me 
dio de las obligaciones, á dominar los actos de otro, á so- 
meter á una voluntad extraña los propios. En cuanto á la 
familia, presenta diferentes formas de vida, y por lo mismo 
sale unas veces voluntariamente , otras involuntariamente, 
del dominio de su derecho primitivo y personal. De esto re- 
sulta que, si bien en cada caso dado la regla aplicable apa- 
rece principalmente como la sumisión de la persona de que 
so trata al imperio de un derecho determinado , las modifi- 
caciones más importantes y más variadas pueden provenir 
además de la relación que cosas, actos ó relaciones de fami- 
lia determinadas establecen con otros derechos positivos (1). 
Para reconocer el lazo que une á una persona con un de- 
recho positivo determinado, es preciso reconocer que éste 
tiene su asiento en el pueblo, ora como una gran unidad 
natural, ora como parte integrante de semejante unidad. Si 
buscamos cómo esta unidad se establece y circunscribe, ha- 
llamos dos causas principales, que en todo tiempo han es- 
tablecido y limitado entre los individuos la comunidad del 
derecho positivo: el origen y el territorio. El origen (la na- 
cionalidad), como motivo y como límite de la comunidad 
del derecho, tiene una base personal ó invisible. Aunque 
parece por su naturaleza sustraerse á toda influencia arbi- 
traria, es, sin embargo, susceptible de extensión por la libre 
adopción de los individuos. El territorio se nos presenta 
como el segundo motivo que en grandes proporciones de- 
termina y limita la comunidad del derecho entre ellos. Se 

(i) &345* 
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gún Estado puede extender más allá de sus límites la aplica- 
ción de sus leyes. Lejos de desconocer la verdad de estos prin- 
cipios, quiere Savigny llevarlos hasta sus últimos límites; 
pero no cree que puedan ayudar mucho á la solución del 
problema. 

La extensión mayor de la independencia del Estado, con 
respecto á los extranjeros, podría conducir á rehusarles en 
absoluto la capacidad de derecho. La tendencia constante 
del derecho actual ha sido siempre establecer sobre este 
punto una asimilación perfecta entre los extranjeros y na- 
cionales. Pero esto no decide todavía nada sobre la colisión 
entre el derecho nacional y los extranjeros. Desde luego debe 
reconocerse que, cuando han sido previstos por las leyes de un 
país casos de colisión, los jueces deben conformarse enteramen- 
te con ellas. Pero ninguna legislación ha llegado á agotar 
este punto. En virtud del derecho riguroso de soberanía, 
podría mandarse evidentemente á los jueces de un país que 
aplicasen exclusivamente su derecho nacional, sin conside- 
ración á las disposiciones contrarias de un derecho extran- 
jero , con cuyo dominio pudiera encontrarse en contacto la 
relación litigiosa. Pero semejante prescripción no se halla en 
ninguna legislación conocida, y debería además rechazarse 
por las consideraciones que siguen. Mientras más numero- 
sas y activas son las relaciones entre los diferentes pueblos, 
más debemos convencernos de que es preciso renunciar á 
este principio de exclusión para adoptar el contrario. Por 
esta causa se tiende á la reciprocidad en las relaciones de 
derecho, estableciendo entre nacionales y extranjeros una 
igualdad ante la justicia, que el interés de los pueblos y de 
los individuos reclama. Si esta igualdad se hubiera realiza- 
do por completo, sería siempre la misma la decisión sobre 
la relación de derecho, cualquiera que fuera el país en que 
se dictase. El punto de vista adonde estas consideraciones 
llevan, es el de una comunidad de derecho entre los dif sien- 
tes pueblos. El problema que debe resolverse respecto á las 
dos especies de colisión puede ser formulado así: determi- 
nar para cada relación jurídica el dominio del derecho más 
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poligamia y las que niegan á los judíos el derecho en la ad- 
quisición de la propiedad territorial. No sólo deben afectar 
á los nacionales, sino también á los extranjeros, sea cual 
fuere la legislación de su patria. Cita como ejemplo de las 
segundas la muerte civil y la esclavitud, cuyos efectos no 
pueden ser reconocidos en los Estados que las han borrado 
de sus códigos (1). 

Reproduce después Savigny la fórmula expuesta bajo un 
punto de vista diferente y que resume el problema que es 
necesario resolver: Buscar para cada relación de derecho el 
dominio jurídico á que esta relación por su naturaleza pertenece 
(en donde tiene su asiento). Aplica la fórmula, en lo que tie- 
ne de esencial, á todas las colisiones. La solución de este 
problema nos permitirá únicamente hacer en la vida real 
una aplicación segura y completa de los principios. Existe 
una relación íntima enfve la jurisdicción y el derecho local 
aplicable. En cuanto L la persona, resulta esta relación de 
la obediencia que d/oe á los magistrados y al derecho local. 
En cuanto á las relaciones de derecho, existe también esta 
doble sujeción , pero no llega la analogía hasta la identi- 
dad. Para convencerse basta observar que hay muchos casos 
en que existen dos jurisdicciones competentes, mientras que 
no puede haber nunca aplicable más que un derecho local. 
El derecho local, aplicable á cada relación de derecho, se en- 
cuentra bajo la influencia de la voluntad libre de las perso- 
nas interesadas, que se someten voluntariamente á un dere- 
cho determinado, por más que no sea ilimitada esta influen- 
cia. Esta sumisión voluntaria, que extiende su eficacia tam- 
bién á la jurisdicción competente para conocer de las diver- 
sas relaciones jurídicas, se nos presenta bajo diferentes for- 
mas y en diferentes grados: algunas veces se toma como re- 
gla un derecho local determinado, pudiéndose elegir igual- 
mente otro : esto es lo que ocurre en materia de obligaciones 
principalmente, donde el derecho local libremente elegido 
debe ser considerado como parte integrante del contrato. 

(1) §.349. 
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tranjera del mundo. Aparece así una situación casi imposi- 
ble, en la cual ni siquiera sería resuelta la cuestión amplia y 
totalmente en vittud de la aplicación de las leyes de los di- 
ferentes Estados. Y, sin embargo, domina, como una com- 
paración de las opiniones de I03 escritores y de loa motivos 
de las sentencias demuestra, la mas gran variedad de opi- 
niones, no sólo sobre esto, sino también sobre el supremo 
principio fundamental, porque la aplicación de los derechos 
extranjeros es admisible ó indispensable, y hasta donde 
existe mayor acuerdo, como en lo relativo á unas reglas 
únicas, no lo hay frecuentemente en la limitación y excep- 
ciones de ellas, haciéndolas de nuevo dudosas. En las legis- 
laciones de los varios Estados se hallan sólo pocas disposi- 
ciones casi completamente incoherentes, y se nota sobre to- 
do que los legisladores (abstracción hecha de las leyes y tra- 
tados sobre castigo y extradición de loa delincuentes) han 
dejado premeditadamente de resolver estaB importantes 
cuestiones. En este punto puede ciertamente hacerse la ob- 
jeción, en lo relativo á las relaciones comerciales y al dere- 
cho civil, de que el hombre prudente acomoda las cuestio- 
nes jurídicas que concluye á las diferentes legislaciones ba- 
jo las que pueden caer. ¿Y cómo es posible antes determi- 
nar en qué país y ante qué tribunal han de debatirse las 
consecuencias de un acto concluido en medio de las gran- 
des relaciones comerciales de las naciones, y cómo, depen- 
diendo frecuentemente de las disposiciones sobre los con- 
flictos de las leyes, si en cada caso debiese ser designada 
después la principal probabilidad, podría serlo, al observar 
diferentes formas, al buscar la aceptación acaso de Tribu- 
nales de Estados distantes y extranjeros, ó sólo al tratar de 
conocer con seguridad el derecho vigente en lejanas partes 
del mundo? Casi involuntariamente se llega á afirmar que 
es preciso establecer principios fundamentales seguros en las 
cuestiones principales, cuyos fundamentos acaso sólo se 
Bientan con frecuencia inexactamente , que una regla exten- 
dida y amplia debe darse, y que debe existir, para las cues- 
tiones de las relaciones de los particulares, un derecho pe- 



las relaciones de los indígenas en el examen de 
vas al extranjero. Algunos escritores justifican la 
de la legislación extranjera por el preciso trato d 
amistosa entre los diferentes Estados. Es un crit 
siado ambiguo, y la misma práctica que invocar 
nocida en casos aislados , no es bastante para ce 
principio. Por esto ha habido escritores que han 
una argumentación rigurosamente jurídica, bai 
esencia de los principios de Derecho. Es necesario 
indicado exactamente Wftchter y Thül , ver la opi 
gislador en el caso que se cuestione , ó lo que e» lo 
jar decidir con Savigny & aquel derecho al que la i 
rídica cuestionable esté por su naturaleza sometida. 
de presentar y desenvolver nuevamente , por un 
plato examen de detalle, los principios de Wach 
Savigny (1). 

Llega, por último, después de algunas indicac 
la interpretación, á las conclusiones siguientes: 

Las leyes que se refieren á la incapacidad de acc 
tas personas han de tener 'exclusivamente por si cara 
manencia. Esto sólo puede lograrse si los subditos a 
quedan sometidos á aquellas leyes , aun después de 
dencia en otro Estado, y relativamente á todas las c 
las que se hallen en el extranjero situadas. 

El fin de las leyes sobre el derecho de las cosas só 
conseguido, si se atiende á que el legislador puede ■ 
dominio de una manera racional sobre las cosas que 
torio se encuentran; por esto decide exclusivam 
rei aitíc. 

Las relaciones obligatorias son esencialmente di 
por la voluntad acorde de las partes. Toca ante todi 
á qué leyes territoriales kan querido ellas someterse 
no es claro, ver qué disposiciones tendrían neceside 
voluntariamente á la vista. 

El fin que se proponen las leyes sobre el derecho 



(1) g. 26, pig. 66, 67 y 6 
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marca un límite al poder pe 
el principio de nacionalidac 
personas extranjeras y los ! 
autonomía individual y rec 
como el derecho de nación 
entero , no es diferente en s 
que pertenece á los individí 
de las naciones y de loa Esl 
de nacionalidad extranjera 
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de las legislaciones positivas, y ad 
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les. Es verdad que de hecho no pu 
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pío de razón, por el que una ley de 
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luntad del legislador, sin que esté 
de ejemplo los de los padrea y loa 1 
una manera determinada regula, 
tenga neceaidad de la voluntad del 1 
verse en la vida. La autoridad de 
sobre el territorio extranjero aegú: 
que dé, en la aplicación auna relac 
otra la preferencia. Las relacionea ji 
dúos de una nación y los de otra 
grante del organismo social del dere 
del mismo modo que laa otraa, á ui 
el todo armónicamente responde y 
te ae inspira. Pero ai es verdad, poi 
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1. Que la persona, donde quiera que 
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2. Que la ley de un Estado no puedt 
tro de su territorio, imperio alguno sobre 
territorio y sobre las relaciones pertenec 
jurídico. 

El principio y las verdades fundara 
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das no exigirían más desenvolvimiento, si el derecho pudie- 
se quedar siempre en el campo de la razón y no necesitase 
tomar formas reales y acudir á medios coactivos. El indivi- 
duo que pertenece á un Estado y se halla en el territorio de 
otro, no vive ciertamente en éxtasis de su derecho nacional, 
sino que debe constantemente aplicarlo en formas vivas, ya 
en el círculo de su actividad personal, ya en las relaciones 
que con otros individuos nacionales ó extranjeros contrae. 
El extranjero puede recurrir á los funcionarios del Estado 
en que se halla, y pedirles protección para sus derechos, 
como sucede en los contratos, en la administración de jus- 
ticia, voluntaria ó contenciosa, y en otros casos análogos. 
Puede además el individuo de un Estado relacionarse con 
los individuos de otro , y hay que dar, por consiguiente , for- 
ma, efecto y á veces sanción judicial, á las relaciones cons- 
tituidas. En lino y otro caso , el individuo sale fuera del or- 
ganismo jurídico del propio Estado y toca con su actividad 
puntos que, interesan á la organización de otro. El ejercicio 
del derecho en el Estado ajeno ó el contraerse en uno solo 
relaciones pertenecientes á dos Estados ó á más, crean una 
relación que se llama internacional, porque toca á los orga- 
nismos jurídicos de naciones diversas. ¿Qué ley la rige? 
Esta indagación implica dos cuestiones. ¿Debe el Estado en 
la esfera racional permitir al extranjero, en los límites de 
su territorio, el pleno ejercicio de los derechos civiles? En 
caso afirmativo, ¿cuál es la ley á que han de ajustarse tales 
derechos? 

Que el Estado debe, en la esfera de la razón y no de sim- 
ple conveniencia ó recíproca concesión, conceder al extran- 
jero en los límites dal territorio nacional el libre ejercicio 
de todo derecho civil, es una verdad que claramente se 
desprende de la noción misma de Derecho y Estado. Si el 
Estado es el organismo vivo del Derecho, si el organismo 
se compone así de partes y funciones internas como de ex- 
ternas relaciones, no hay duda que toca al Estado asegurar 
el libre y pleno desenvolvimiento de las unas y de las otras. 
Así ejercita su función racional éste. 
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tituye la esencia y el nudo de toda comunidad civil; la su- 
cesión, él testamento y la donación, pues las relaciones que 
originan interesan vivamente á la libertad de las personas y 
á la existencia de las familias. En las obligaciones hay necesi- 
dad de atender si los contrayentes pertenecen a una misma nación 
ó a diversas. En el primer caso se aplica su ley nacional 9 por- 
que las relaciones entre los ciudadanos de un mismo Esta- 
do , cualquiera que sea el punto donde se creen , no dejan 
de pertenecer á un solo organismo jurídico. En el segundo, 
creándose una relación que puede referirse a tres organismos di- 
versos, a los Estados de los dos contrayentes y á aquel en que se 
desarrolla, ha de verse ante todo á cuál de ellos efectivamente 
se refiere. Pone tres ejemplos para aclarar su punto de vista: 
un italiano vende á un trances un fundo situado en Francia, 
y el contrato se celebra en Túnez; un italiano, comerciante en 
Túnez, vende á un francés algunos objetos de su comercio; 
un pintor italiano se obliga , por contrato firmado en Túnez, 
á pintar un cuadro á un negociante francés. En el primero 
rige la ley francesa, porque se trata de una traslación de 
propiedad referente al territorio francés, y sometido, por 
consiguiente, á su ley; en el segundo la de Túnez, porque 
hay un acto comercial relativo al orden económico de 
aquel país en que está implantado el comercio; en el terce- 
ro la italiana, porque se refiere la obligación á la libertad 
personal del contrayente, y la libertad de las personas inte- 
resa al Estado del que son parte. Si los contrayentes han ma- 
nifestado su intención de someter su obligación á las reglas de 
tal ó cual ley positiva, será aplicada esta ley, no por virtud 
propia, sino por la voluntad de las partes, ó sea como uno 
de los pactos estipulados expresamente. De igual modo, 
cuando la obligación contraída no implica una relación directa 
y especial con el organismo jurídico de un Estado, es necesario 
recurrir á la voluntad presunta de las partes , y en tal caso se 
considera que han preferido la ley del lugar donde contrataron. 
Pero en la hipótesis de la voluntad expresa ó tácita es indispen- 
sable tener en cuenta otro extremo, que esta voluntad no venga 
de modo alguno á lesionar el organismo jurídico del Estado en 
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ganismo jurídico á que originariamente pertenece, ó inva- 
da el del lugar donde se desarrolla, hiriendo fuertemente 
sus instituciones más importantes, la moralidad pública y 
la economía nacional. Cuando el derecho del extranjero 
sólo entra por su simple desenvolvimiento en el organismo 
de otro Estado, no puede decirse que forma parte de él y 
queda ligado naturalmente á su primitivo consorcio. Pero 
cuando no trata sólo de buscar las condiciones necesarias 
para su desenvolvimiento, sino que tiende á modificar y 
destruir una institución local, viene á ser parte disolutiva y 
debe, por consecuencia, someterse al imperio de la ley que 
vigila por la conservación del todo. 

Piore (1) formula de esta manera sus principios: 

Los Estados y las naciones deben coexistir armónica y jurídi- 
camente en la gran sociedad que se llama el género humano. 

Cada Estado tiene el derecho de guardarse y conservarse. 

Las leyes de un Estado no pueden aplicarse sino á los subdi- 
tos para quienes se hicieron especialmente. 

Gida sobei'anía puede ejercer sus derechos más allá de los li- 
mites de su propio territorio, con tal que no lastime los derechos 
de los demás soberanos. 

El ejercicio de los derechos de soberanía cesa de ser inofensivo 
cuando quebranta los principios del orden público ó del interés 
económico, político, moral y religioso de otro Estado. 

En los casos dudosos, únicamente la magistratura puede juz- 
gar si una ley extranjera puede ser considerada como contraria 
a los principios de orden público del Estado. 

Ksperson (2), partiendo de que el reconocimiento de la 
personalidad humana constituye el principio supremo del 
Derecho en todas las relaciones en que pueden ser considera- 
dos los hombres, y de que de él surge el principio de nacio- 
nalidad, fundamento del Derecho internacional, llega, apli- 
cándolo al Derecho internacional privado y para resolver 



(1) Derecho internacional privado. T. I, pág. 67 y siguientes de la 
Torsión castellana. 

(2) II Principio di Nazionalitá, etc. Pág. 23 y siguientes. 
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1.°, ciertas relaciones generales que se derivan de la vida 
social y que deben ser organizadas y reglamentadas de tal 
ó cual manera; 2.°, hechos que les sirven de base y que les 
dan una fisonomía especial en cada caso determinado; 
3.°, un conjunto de reglas que hacen salir de estos hechos 
diversas consecuencias á propósito de estas relaciones. Esto 
se expresa diciendo que es preciso distinguir siempre el he- 
cho y el derecho. No puede prescindirse de la naturaleza de 
la relación en general, ó, si se quiere, de la materia del de- 
recho que se cuestiona. Ha de verse siempre qué regla de 
derecho debe aplicarse á tal materia de derecho y á los he- 
chos de que se trata. Si no hubiera más que un Estado so- 
metido á una sola soberanía, y si se llegasen á adoptar en 
todos los países reglas idénticas, la cuestión se simplifica- 
ría mucho; sólo serían causa de complicaciones las dificul- 
tades procedentes de un cambio de legislación en el tiempo. 
Pero nos hallamos con un número consi ierable de Estados, re- 
gidos por soberanías independientes y sometidos a muy diferen- 
tes reglas. Es preciso investigar, en la naturaleza de las cosas 
y en los intereses superiores que son la base del derecho, cuál de 
estas soberanías debe juzgarse competente para decidir sobre ta- 
les relaciones en vista de tales hechos. Una vez establecida, es 
necesario reglamentar y hacer respetar esta competencia. 
Tal es el doble fin que ha de proponerse el Derecho in- 
ternacional privado, y tal la verdadera base en que des- 
cansa (1). 

Hacer del derecho un objeto de cortesía, no apoyarle sino 
en las exigencias de un interés en mayor ó menor grado 
egoísta, son ideas que deben inspirar repulsión. Se fundan 
en viejos errores, ya desautorizados, y que no tardarán en 
desaparecer déla ciencia. Este sistema es, sin embargo, ver- 
dadero, cuando de la aplicación directa é inmediata del de- 
recho positivo exclusivamente se trata. El juez debe consul- 
tar ante todo la ley de cuya aplicación está encargado. No ver 
en el Derecho internacional privado más que un conjunta 

-*---■ 

(1) Pág. 5-6. 
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un acuerdo sobre loa principios que se han de seguir en 
cuanto al fondo , y sólo pueden ellos ser buscados en las exi- 
gencias del derecho civil considerado en sí mismo (1). 

Únicamente la historia, dice Brocher, puede dar el punto 
de partida. Existe una doctrina, nacida de un conjunto de 
ideas y de intereses comunes, á la que se concede una gran 
influencia sobre el derecho positivo. Se ha formado en un 
medio social, cuyas bases ha destruido ó modificado profun- 
damente la acción del tiempo. No podemos, por consiguien- 
te, conservarla sin someterla aun rigoroso examen, que nos 
llevará necesariamente á uno de los siguientes resultados: 

1.° Si los usos que hace prevalecer son compatibles con 
las ideas y necesidades actuales, deberán ser confirmados. 

2.° Si parecen insuficientes, será preciso ver si puede 
convenir conservarlos dándoles los desenvolvimientos indis- 
pensables. 

3.° Si están en desacuerdo con las exigencias actuales, 
será necesario abandonarlos ó transformarlos, so pena de 
ver caer la práctica en el estado de dificultad y de incerti- 
dumbre, producto ordinario de instituciones que ya no tie- 
nen base sólida (2). 

En cuanto á los principios, la doctrina del Derecho inter- 
nacional privado debe surgir de la combinación y del desenvol- 
vimiento de las ideas de soberanía, de derecho y de competencia. 
No crea la soberanía el derecho: debe buscarle, someter- 
se á él, favorecer ó imponer, en caso de necesidad, su ob- 
servancia. Allí se encuentran, á la vez, su razón de ser, los 
límites que debe ella respetar y las garantías que se le pue- 
den exigir. Toda soberanía se deriva de dos elementos que pueden 
en proporciones bastante diversas combinarse, á saber: 1.°, un te- 
rritorio especialmente sometido a su dominación; 2.°, ciertos vín- 
culos de sujeción personal que ligan á ella a un numero más ó 
menos considerable de individuos que deben reconocerla como la 
autotidad suprior de su común patria. Dos géneros de compe- 



tí) Pág. 18. 
(2) Pág. 18-19. 
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derarse. Los principios adoptados como reglas podrán rea- 
lizarse por tratados internacional. Así como en el domi- 
nio del derecho interno deben imponerse ciertos límites á 
la libre acción de la voluntad individual, se hallan, en la 
esfera del Derecho internacional privado, ciertas considera- 
ciones que se oponen á que el Derecho extranjero sea reco- 
nocido ó aplicado en el territorio del Estado. Las exigen- 
cias del poder considerado como tal, los intereses materia- 
les, intelectuales ó morales que le están confiados y ciertos 
principios superiores que reclaman una observancia abso- 
luta, son base de estas consideraciones. Esto no cambia la 
doctrina en cuanto al fondo: es al Derecho privado al que 
pertenece (1). 

El elemento personal se encierra, según Brocher, en es- 
tos límites: se presenta directamente, en el estado de pureza r 
en las leyes que se refieren al individuo , á la familia y á la 
patria; indirectamente, y más ó menos confundido, en las 
leyes que reglamentan la influencia que la individualidad, 
los lazos de familia y los de patria deben ejercer sobre los 
bienes. El elemento territorial puede presentarse en diver- 
sa forma: el domicilio, la residencia, el lugar en que los 
hechos jurídicos se realizan, el de la situación real ó ficticia 
de las cosas muebles ó inmuebles. 

(fj. Wharton (2) comienza examinando las cuatro causas 
que han obrado para producir una gran revolución en lo que en 
otro tiempo estaba admitido, en el Derecho internacional priva- 
do, como doctrina (3). Vamos á presentarlas. 

1. a La adopción por Inglaterra, Francia, Alemania, Aus- 
tria, Italia y fos Estados Unidos de tratados de naturalización, 
que abandonan el principio antiguo de la perpetua sumisión y 
reconocen el derecho de expatriarse. Teóricamente, la idea 
de que la sumisión al origen es indisoluble, estaba re- 
conocida por los tribunales de los Estados Unidos, así 



(1) Págs. 18, 19, 20, 21 , 22 y 23. 

(2) A Treatüe on the Conflict of latos, etc. 

(3) §.1. 
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menzó con la general oposición de los juristas europeos á 
la doctrina de que los privilegios de la dignidad de par 
(por ejemplo, la inmunidad para los arrestos) pudiesen ser 
extraterritorialmente mantenidos. Siguió el derecho cam- 
biario alemán de 1848, por el que se removieron las an- 
teriores restricciones á la capacidad para ejercer el comer- 
cio. La abolición de la esclavitud en los Estados Unidos y 
Rusia, destruyendo la casta en su último y más violento 
sentido, ha puesto término á la cuestión en lo que al dere- 
cho de las naciones se refiere. En adelante , por él, todos los 
hombres se considerarán como iguales, y no habrá hombres 
ni clases de hombres que se juzguen privilegiados, por razón 
de extranjero origen ó domicilio , con la exención de las 
restricciones comunes del derecho territorial. La nueva 
fase que la emigración ha tomado bastaría para demos- 
trar, sin necesidad de otras causas, la impracticabili- 
dad de la doctrina del derecho personal, aun en su for- 
ma más razonable y moderna. En otro tiempo, los que 
emigraban del Viejo Mundo al Nuevo eran exclusivamente 
personas que se proponían hacer de su nueva patria su do- 
micilio permanente, quedando por la ley de él sometidos, 
en cuanto llegaban á las costas de América, á su derecho 
•particular. Otra cosa sucede en la actualidad con los chinos, 
que llegan en masas que se dispersan por el país , y que no 
tratan de establecer su domicilio en los Estados Unidos, en 
los que se consideran sólo como extranjeros y residentes. Si 
la vieja teoría es buena, han de seguir sus propias leyes, cu- 
yas prerrogativas han de tener el derecho de conservar , cu- 
yas castas han de tener el privilegio de mantener. Si están 
autorizados para contraer matrimonios polígamos en China, 
también han de estarlo en los Estados Unidos. Si el padre 
tiene en China un poder despótico sobre su familia, y si el 
hijo no es responsable por sus obligaciones ínterin viva su 
padre, es necesario que en los Estados Unidos también sea 
así. Conceder tales derechos á la nación de que se procede, 
no sería sólo establecer una soberanía extranjera, sino una 
barbarie extranjera dentro del Derecho nacional. Y no hay 



medio de prescindir de esta consecuencia median 
visión de la doctrina de que la capacidad ó estat 
nal está determinada por la ley del domicilio. Sin 
necesita eer la piedra de toque, en las naciones ■ 
en cuanto concierne á la capacidad de obrar y á 
la que la sucesión es regida. Pero en lo que toca 
tinciones de casta y servidumbre , y especialmente 
grandes principios de moralidad cristiana de que 
las relaciones de familia, la ley del domicilio ha d 
rarse sin fuerza extraterritorial. El Estado no ha 
derar las distinciones extranjeras de casta ó rang< 
to fuera de aquel en que se establecen. Para el m 
y la potestad patria, la jurisprudencia actual, re 
las trabas de la vieja ley de la capacidad personal 
do los principios reguladores en los de la Etica 
que constituyen la común base en que se apoya 1 
ción moderna (1). 

3.' El enorme aumento comparativo de la propia 
nal como distinguida de la real, que ha exigido á los 
el abandono de la vieja doctrina que la somete á la k 
micilio del dueño, para colocarla, del mismo modo 
bajo la protección y las restricciones del lugar de la 
Los viejos principios Mobüia personam sequuntur 
ossibus inhxrent fueron presentados por los jur 
Edad Media en un tiempo en que la propiedad m 
sistía principalmente en oro ó en joyas, que podíi 
ciudad ser llevados por el dueño de un lugar á ( 
condidos en puntos que él sólo podía conocer. La 
el único elemento estable é independiente de proj 
única cosa que la soberanía territorial juzga dig 
cuidado y protección; toda otra riqueza, por su in¡ 
cia, ea mero incidente de la persona del dueño, ni 
aitio por sí propia. Razones de política conducer, 
á igual resultado. Los hombres ricos y I03 grandes 
procuran, por la indebida acumulación de tierras 

O) §§. 6, 6, 7, S, * y 10. 
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un poder peligroso al Estado; Corporaciones eclesiásticas 
pueden gradualmente atraer hacia sí tales masas que tien- 
dan á paralizar la actividad pública. Por esto era necesario 
sujetar la tierra á la lex rei sita, mientras que la propiedad 
personal, que no puede ser convenientemente acumulada 
fuera de ciertos límites, pasaba desatendida. Pero ahora? 
por lo menos en los Estados Unidos , en Alemania y en 
Francia, sucede todo lo contrario. El gusto por la acumula- 
ción de la tierra es raro, y comparativamente no dañoso. La 
moderna tendencia es crear una multitud de propietarios 
pequeños, que, obrando sin concierto, difícilmente la po- 
drían combinar de modo para intimidar y corromper á algu- 
nos poderes. Otra cosa sucede con la propiedad personal. 
Pueden reuniría en enormes masas corporaciones, á cuya 
influencia vasta y bien dirigida difícilmente se resistirán los 
gobiernos. Ellas emplean multitud de hombres y gran parte 
de las aptitudes del país; son capaces de agitar ó sosegar los 
mercados de la moneda, de producir un pánico ó de inau- 
gurar una época de deürante envanecimiento. ¿Puede tole- 
rar algún Gobierno que se les apliquen los principios antes 
sentados? ¿Entregará un Estado á manos extranjeras tan 
gran poder? En suma, las condiciones de la riqueza han 
cambiado tan materialmente en los cincuenta últimos años, 
que la propiedad personal ó los muebles , lejos de ser política- 
mente insignificantes, ejercen por lo menos tan gran poder 
como la propiedad real, y requieren una inspección del so- 
berano local, si la independecia territorial ha de mantenerse. 
Estas consecuencias no exigen cambio en la doctrina. Los 
viejos principios no son atendidos en la práctica (1). 

4. a El reconocimiento cada vez mayor, por parte de Ingtor- 
terra y los Estados Unidos, del deber que les está impuesto de 
castigar fos delitos cometidos fuera de su territorio contra sus 
leyes, que les conduce á abandonar su antigua práctica en este 
punto y á aceptar, con el resto de la Cristiandad, la regla de 
que en tales casos el país de la detención tiene jurisdicción, así 



(1) §§. 11,12 7 13. 
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la prosperidad de las naciones (1). Debe considerarse como 
un importante progreso. 

Uniendo Wharton las consecuencias délo anterior con los 
principios de Derecho internacional privado que hasta aquí 
han sido generalmente concedidos, llega á las conclusiones 
siguientes: 

1. El derecho de expatriación es un principio fundamental 
de la legislación de las naciones; el emigrante, después de ella, 
queda libre de la sujeción á la ley de la comarca que ha aban- 
donado. 

2. Las personas están generalmente sometidas a la ley del 
territorio en que se hallan domiciliadas; pero, si marchan á 
otros países, pueden reclamar sólo ser investidas con el derecho 
de este domicilio, en cuanto se armoniza con la ley común de la 
Cristiandad, base del Derecho internacional privado. 

3. Como consecuencia de esto, (a) los matrimonios incestuo- 
sos ó polígamos, aunque sancionados por un Estado extranjero 
y contraídos dentro de sus limites, no tienen fuerza extraterri- 
torial; (b) las sentencias extranjeras de divorcio, para ser respe- 
tadas, necesitan ser dadas por tribunales que tengan jurisdic- 
ción según el Derecho internacional; y (c) la incapacidad extranje- 
ra, procedente de minoría ó sujeción á tutela, sólo será recono- 
cida cuando el individuo a ella sometido lleve en si algún carác- 
ter exterior que llame la atención de las personas que con él 
tratan. 

4. Las distinciones de rango ó casta no tienen efecto extra- 
territorial. 

5. Las leyes destructoras de la capacidad son internado^ 
nalmente desfavorecidas; las protectoras de la capacidad, fa- 
vorecidas. 

6. La propiedad, ya sea real ó personal, está sometida á la 
lex rei sitae. 

7. En todas las materias relativas á la distribución de los 
bienes dejados por un difunto, excepto en cuanto á la propiedad 
real, prevalece la ley de su último domicilio. 



(1) §§.14,16,16, 17 y 18. 
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servir de apoyo para su diferente resolución. Si se exceptúa 
el nuevo Código italiano, informado en los principios de la 
Teoría de las Nacionalidades, valientemente defendida y lu- 
minosamente expuesta por los jurisconsultos de aquel país, 
puede decirse que las modernas legislaciones aceptan la no- 
menclatura y los principios , aunque de diverso modo apli- 
cados, de la Teoría de los Estatutos. 

Los dos principios , que ya hemos visto en constante pug- 
na, en la esfera de los hechos y las doctrinas, el personal y 
el territorial, á cuya conciliación tienden tanto la antigua 
como las modernas teorías, luchan también en el Derecho 
positivo contemporáneo. Interpretando, al aplicar á cada 
particular cuestión el correspondiente estatuto, las disposi- 
ciones vigentes, puede darse una preferencia marcada al 
elemento personal ó al elemento territorial. El primero pue- 
de decirse que tiene más importancia en Europa, especial- 
mente en Francia é Italia; el segundo es el que prevalece 
en América, sobre todo en los Estados Unidos y la Repúbli- 
ca Argentina. 

La Doctrina de los Estatutos, sancionada en el Código de 
Napoleón y generalizada por su influencia, reconoce en 
nuestros días una importantísima restricción, ya presentida 
por los antiguos comentaristas al distinguir los estatutos 
en odiosos y favorables. Robustecidas las Nacionalidades, y 
afirmada, como consecuencia de ello, la noción de la sobe- 
ranía del Estado, no puede ninguno permitir que, dentro 
de su territorio y mediante su autoridad , sean aplicados 
preceptos que se hallen en contradicción con sus principios 
fundamentales. Cada Estado realiza y sanciona el Derecho 
como lo concibe. Puede aplicar la legislación extranjera, en 
tanto que sea compatible con los principios de orden públi- 
co y de moral que tiene reconocidos. No deben los Estados, 
como pasaba en la Edad Media, dejar que se sobreponga á 
su soberanía un elemento extranjero, tolerando institucio- 
nes con la civilización incompatibles, como la poligamia y 
la esclavitud. En estos casos, pues, deja de aplicarse la 
doctrina. 
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Escasas disposiciones se encuentran sobre Derecho inter- 
nacional privado hasta la codificación novísima. La necesi- 
dad ha dado origen á la costumbre. Tanto en Europa como 
en América han ejercido los Tribunales una indisputable au- 
toridad (1). La codificación civil, haciendo desaparecer la va- 
riedad de las leyes sobre cuya aplicación pueden suscitarse 
dificultades dentro de los límites de un Estado , como hoy 
ocurre en el Imperio Austro-Húngaro , en Suiza y en loe 
Estados Unidos, tiene una importancia considerable. El 
Código de Napoleón contiene algunas disposiciones, copia- 
das en otros Códigos después, muy deficientes , y por lo tan- 
to ocasionadas á dudas, que han dado asunto á las investi- 
gaciones de los juristas. Las legislaciones recientes, y sobre 
todo el Código civil italiano de 1865, al que preceden im- 
portantes disposiciones sobre la publicación, interpretación 
y aplicación de las leyes en general, y el de la República 
Argentina de 1869, sancionan bien terminantes preceptos. 
Puede decirse que refleja fielmente el principio personal el 
primero, y el territorial el segundo. 

Si examinamos detenidamente las legislaciones europeas 
y americanas, notaremos desde luego el predominio del 
principio personal ó del principio territorial. Prevalece el 
primero en Europa, como natural reacción contra el Feuda- 
lismo, y como consecuencia de la memorable Revolución 
francesa, que, destruyendo las instituciones feudales, tendió 
á la exaltación de la individualidad y al reconocimiento de 
los derechos de la personalidad humana. El principio de 
Nacionalidad, por el que tanto tiempo ha luchado Italia, 
llevado ya allí con la unificación al terreno práctico, y la 
indisputable importancia de sus jurisconsultos y publicistas, 
contribuyen en gran manera á extenderlo. Prevalece el se- 
gundo en Inglaterra y varios Estados de Alemania , lo que 
bien se explica por la influencia de la organización feudal, y 
en América por causa sin duda de las necesidades nuevas. 

Para explicarnos cómo el principio territorial , consecuen- 
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Puede decirse que obligan las leyes en general á los na- 
cionales y extranjeros (1). Las penales, de policía y seguri- 
dad no admiten excepción de ninguna clase (2). Las leyes 



Lawrence, Commentaire sur les Elements du Droit international et sur 
VExstoire des progrés du droit des gens, de H. Wñeaton. Vol. III. 

Annuaire de Législation étrangere, publió par la Sociétó de Légis- 
lation comparée. París, 1872-79. 8 vol. 

García Goyena, Concordancias, motivos y comentarios del Código ci- 
vil español. Madrid, 1852. 

Bulletin de la Société de Legislación comparée. Parte, 1869-80. 8 yol. 
(En publicación.) 

Revue de Droit international et de Législation comparée, etc. 

Journal du Droit international privé, etc. 

Etc., etc., etc. 

(1) §. 22. Las leyes del Estado obligan á todos sus miembros.— §. 33 
á 42. Las leyes reciben su aplicación para las obligaciones que impo- 
nen, como para las ventajas que garantizan, tanto hacia el regnícola 
como hacia el extranjero que habita el territorio. — Código civil pru- 
siano, 

Art. 5. Las leyes obligan á todos los que habitan el territorio del 
reino, sean ciudadanos, extranjeros, domiciliados ó transeúntes. — 
Cód. civ. de las Dos Sicilias.— Art l. # del Título I preliminar del Códi- 
go civ. de la República Argentina, 

Art. 9. La ley obliga indistintamente á los que habitan el Estado; 
el extranjero está sometido á ella por los bienes que allí posee, y has- 
ta por su persona, durante su residencia. — Cód. civ. de Luisiana. 

Art 1. Las leyes del Cantón de Fríburgo rigen á todas las perso- 
nas y á todos los bienes que se hallan en su territorio, en todo lo que 
no está exceptuado por el derecho de gentes , por el derecho público y 
los tratados, ó por disposiciones especiales. — Cód. civ. de Friburgo. 

Art. 9. Las leyes favorecen y obligan también al extranjero en 
cuanto reside, contrata, posee ó puede adquirir en el Cantón. — Códi- 
go civ. del Tesino. 

Art. 14. La ley es obligatoria para todos los habitantes de la Repú- 
blica, inclusos los extranjeros. — Cód. civ. de Chüe. 

Art. 3. Las leyes obligan indistintamente á todos los que habitan 
en el territorio de la República.— Cód. civ. del Uruguay. 

(2) Art. 3, §. 1. Las leyes de policía y seguridad obligan á todos 
los habitantes del territorio.— Cód. civ. francés.— Art. 6 Cód. holandés, 9 
de Luisiana, 2 dte Vaud, 12 sardo , 2 de Voláis, 7 de Bolivia, 5 deHai- 
ti, IV, tít. preliminar del Perú, etc. 

Art. 6. Las leyes penales, de policía y seguridad pública, obligan á 
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como sus subditos. Predomina el criterio de igualar á lo» 
nacionales y extranjeros en el goce de los derechos civiles, 
abandonando el principio de reciprocidad, que admitieron 
los Códigos prusiano y francés, y que algunos otros siguie- 
ron (1). En los países poco poblados, y que necesitan para 



(1) Art. 7. El ejercicio de los derechos civiles es independiente de 
la cualidad de ciudadano. — Art. 11. £1 extranjero disfrutará en Fran- 
cia de los mismos derechos civiles que los concedidos á los franceses 
por los tratados de la nación á la que el extranjero pertenezca. — Códi- 
go civ. francés. 

§. 33. Los extranjeros gozan en general de los miarnos derechos 
civiles y están sujetos á las mismas obligaciones que los nacionales» 
cuando la cualidad de ciudadano no es expresamente exigida para el 
goce de estos derechos. Los extranjeros deben también, para gozar de 
los mismos derechos que los nacionales, probar, en los casos dudosos, 
que el Estado al que pertenecen trata á los ciudadanos austríacos, re- 
lativamente al derecho en cuestión, de la misma manera que á sus 
propios ciudadanos.— Cód. civ. aust. 

Art. 26. Los extranjeros gozarán en España de los mismos dere- 
chos civiles que gocen en su país los españoles, salvo lo dispuesto ó 
que se dispusiere por los tratados y leyes especiales. — Proy. esp. 

Art. 7. El' extranjero no gozará más que de aquellos de los dere- 
chos civiles que son concedidos á los de Valais en el Estado á que per- 
tenezca este extranjero. Sin embargo, el extranjero no podrá nunca 
invocar la reciprocidad, para gozar de derechos más extensos ú otros 
que aquellos de que los de Valais gozan en el Cantón; y esta recipro 
cidad no podrá aplicarse á los casos en que la ley ha dispuesto espe- 
cialmente de otra manera. — Cód. de Valais. 

Art. 3. El extranjero puede disfrutar de todos los derechos civiles 
atribuidos al ciudadano. — Cód. ital. 

Art. 26. Los extranjeros que viajen ó residan en Portugal tienen 
los mismos derechos y obligaciones civiles de los ciudadanos portugue- 
ses en cuanto á los actos que hayan de producir sus efectos en este 
reino, excepto en los casos en que la ley expresamente determine lo 
contrario , ó si existe tratado ó convención especial que regule en otra 
forma sus derechos.— Art. 17. Únicamente los ciudadanos portugueses 
pueden disfrutar plenamente de todos los derechos que la ley civil re- 
conoce y asegura. — Cód. civ. portugués. 

Art. 32. Los derechos civiles bou independientes de la calidad de 
ciudadanos. — Art. 33. Los extranjeros gozan en el Perú de todos los 
derechos concernientes á la seguridad de su persona y de sus bienes, 
y á la libre administración de éstos. — Art. 84. La adquisición de in- 
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sucede en Venezuela, por el mero hecho de presentarse en 
el territorio (1). Como los tribunales de cada país no tienen 
obligación de conocer más que la legislación patria, en el 
caso de solicitarse la aplicación de la extranjera, es necesa- 
rio que se pruebe (2). Nunca puede aplicarse en un país, 
pues sería desconocer su soberanía, una disposición extran- 
jera contralla al orden público ó á los principios funda- 
mentales de sus leyes (3). Además detestas dos condiciones 



na LII.) Esto y la benignidad del clima y la superabundancia y bara- 
tura de las subsistencias hacen que la principal corriente de la emigra 
ción se dirija allí (Censo. Pag. XIX.) Hasta se llegan á conceder 
derechos políticos á los extranjeros. (Annuaire de Législation étrañgere. 
T. VII, pág. 856 y siguientes.) 

La naturalización en América se adquiere sin condiciones preveas y 
por sólo una declaración del que la solicita. (Véase á Calvo, Derecho 
internacional. T. I, §. 183.) De ella no suelen tratar los Códigos (fyiles, 
á diferencia de los de Europa, puesto que no se considera para aplicar 
sus disposiciones. Se concretan al domicilio. 

(1) Robinet de Clóry , De la Nationalité imposée par un Gfouverne- 
ment étranger. (Journal du Droit international privó. 1875. Pág. 180.) 

(2) Art. 5. En el caso en que las leyes lo permiten, el que quiere 
invocar una ley extranjera debe mostrar su texto y probar suficiente- 
mente que está en vigor. — Cód. de Berna. 

Art. 9. En los asuntos que por su naturaleza admiten la aplicación 
de una ley extranjera, los que tienen interés en ello están obligados 
á hacer constar la existencia y el contenido de esta ley. — Cód. de Fri- 
burgo. 

Tit. 1.° preliminar, art. 13. La aplicación de las leyes extranjeras, 
en los casos en que este Código la autoriza, nunca tendrá lugar sino á 
solicitud de parte interesada, á cuyo cargo será la prueba de la exis- 
tencia de dichas leyes. Exceptúanse las leyes extranjeras que se hi- 
cieren obligatorias en la República por convenciones diplomáticas , ó 
en virtud de ley especial. — Cód. Argent. 

Art 16. El que funde su derecho en leyes extranjeras deberá pro- 
bar la existencia de éstas y que son aplicables al caso. — Cód. Quatem. 

(3) Art. 12. No obstante las disposiciones de los artículos prece- 
dentes, en ningún caso las leyes , contratos y sentencias de un país 
extranjero, ni las disposiciones y convenios particulares podrán dero- 
gar las leyes prohibitivas del reino que se refieran á las personas, á 
los bienes ó á los contratos, ni las que en cualquier forma interesan al 
orden público y á las buenas costumbres.— Cód. ital. (Pispos, prelim.) 
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El Estatuto personal afecta al estado y á la capacidad de 
las personas. El Estatuto real toca á la organización de la 
propiedad. Ninguna ley puede considerarse exclusivamente 
como personal ó como real. Siendo la ley, como dice Filip- 
pis (l), una norma para la actividad jurídica, debe abrazar 
necesariamente el doble aspecto personal y real: el personal, 
que es la actividad jurídica regulada; y el real, que consiste 
en las cosas y en los bienes hacia I09 cuales la actividad 
jurídica se dirige, Pero, puesto que la ley puede referirse 
principalmente á la persona, regulando bu estado y capa- 
cidad, ó principalmente á las cosas y a los bienes, regu- 
lando su adquisición, su conservación y su transmisión , se 
]\&m& personal en el primer caso, y real en el segundo. La 
ley personal, disponiendo sobre el estado y la capacidad da 
la persona, lo hace subordinadamente á las cosas y á los 
bienes, porque regula la capacidad precisamente para po- 
der desenvolverse jurídicamente sobre las cosas. Y vicever- 
sa la real , disponiendo sobre las cosas y los bienes , lo hace 
también subordinadamente á la persona en cuanto trata de 
los bienes, para que puedan recaer bajo la actividad jurídi- 
ca, ser adquiridos , conservados y transmitidos. Siendo, por 
tanto, esencial á toda ley el doble carácter personal y real, 
no pueden con exactitud separarse. Conviene, sin embargo, 
aceptar esta distinción para señalar la extensión de su efi- 
cacia en el espacio , ilimitada en la personal y limitada en 
la real. 

Todas las leyes se proponen regir á las personas en cuan- 
to se desenvuelven jurídicamente en contacto con las otras 
personas y con las cosas que están en el territorio. Algunas 



(1) Corso completo di Diritto avile italiano compárate. Vol. I. Parta 
genérale. Napolí, 1867. Pág. 60. 
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Si examinamos los modernos códigos , en lo que al Esta- 
tuto personal se refiere, veremos que unos subordinan á la 
ley déla nación ó del domicilio, considerados á veces como 
sinónimos (1), á los ciudadanos, aunque residan en otra par- 
te, sin hablar délos extranjeros, pero sobreentendiéndose, en 
los que no extienden siempre á ellos todas las leyes, que han 
de regirse por las patrias (2); otros someten á la legislación 
del país, no solamente álos nacionales, aunque residan fue- 
ra de él, sino también á los extranjeros (3); otros, por últi- 



(1) Ha dado esto lugar á muchas discusiones entre los comentaris- 
tas franceses. La doctrina de los Estatutos , aplicada en su origen á las 
relaciones entre subditos de un mismo Estado sometidos á diferentes 
legislaciones, no podía tomar en consideración la nacionalidad, sino el 
domicilio. En el hecho, es lo natural y ordinario tener domicilio en el 
país de origen. 

(2) Art 3, §. 3. Las leyes que se refieren al estado y capacidad de 
las personas obligan á todos los franceses , aunque residan en país ex- 
tranjero. — Cód. civil francés. — Art. 8. Cód. holandés, 9 de Luisiana, 2 
de Vaud, 6 de las Dos Sicilias, 12 sardo, 2 Valais, 9 Bolivia, 7 Raiti, 
4 de Módena y 7 Proy. esp. 

Art. 15. A las leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos 
civiles permanecerán sujetos los chilenos, no obstante su residencia ó 
domicilio en país extranjero: primero , en lo relativo al estado de las 
personas y á su capacidad para ejecutar ciertos actos que hayan de 
tener efecto en Chile; segundo, en las obligaciones y derechos que na- 
cen de las relaciones de familia, pero sólo respecto de sus cónyuges 
y parientes chilenos. — Cód. Chile. 

Art. 4. Los orientales residentes ó domiciliados en país extranjero 
permanecerán sujetos á las leyes de la República. (Como el Cód. Chi- 
le.)— Cód. Urug. 

Art. 13. Las leyes concernientes al estado y capacidad de las perso- 
nas son obligatorias para los mejicanos del Estado, aun cuando resi- 
dan en el extranjero, respecto de los actos que deban ejecutarse en 
todo ó en parte en la mencionada demarcación. — Cód. Méjico. 

El Código francés y los que le han seguido sólo aplican á todos los 
habitantes del territorio las leyes de policía y seguridad. 

(3) Art. 5 citado de las Dos Sicilias. 

Art. 6. Las leyes concernientes á los derechos, al estado y la capa- 
cidad. (Como el art. 3, §. 3 del Cód. francés.)— Cód. holand.—Art. 9 ci- 
tado de id. 
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las incapacidades artificiales (1). Se nota bien el criterio per- 
sonal y el territorial. 

En cuanto al Estatuto real, todas las legislaciones admi- 
ten que los bienes inmuebles son únicamente regidos por la 
ley de la situación, lex rei site. Algunas, que se ocupan sólo 
de ellos, dan á entender que siguen la ley del propietario 
los muebles (2). Otras distinguen muebles é inmuebles, ya 
equiparando total (3) ó parcialmente (4) los primeros á los 

(1) Tít. I prelim, art. 9. Las incapacidades contra las leyes de la 
naturaleza , como la esclavitud , ó las que revistan el carácter de pena- 
les, son meramente territoriales. — Cód. Argent. 

(2) Art. 3, §. 2. Los bienes inmuebles , aunque sean poseídos por 
extranjeros, están comprendidos dentro délas prescripciones de la ley 
francesa.— Cód. f reine. — Art. 7 Cód. holand., 9 Lu'man., 2 Vaud, 12 
Sardo, 1 Friburgo, 4 Berna, 2Valais, 8 Bolivia, 3 Módena, 6 Parma. 

Tít. preliminar, art. V. Están sujetos á las leyes de la República los 
bienes inmuebles, cualesquiera que sean la naturaleza y la condición 
del poseedor. — Cód. Perú. — Art. 28. Todo extranjero podrá adquirir, 
conforme á las leyes, propiedad territorial en la República; quedando 
en todo lo concerniente á dicha propiedad, sujeto á las obligaciones y 
en el goce de los derechos de peruano. — Constitución de la República 
Peruana de 1856. 

Art. 16. Los bienes situados en Chile están sujetos á las leyes chile- 
nas, aunque sus dueños sean extranjeros y no residan en Chile. Esta 
disposición se entenderá sin perjuicio de las estipulaciones contenidas 
en los contratos otorgados válidamente en país extraño. Pero los efec- 
tos de los contratos otorgados en país extraño para cumplirse en Chi- 
le, se arreglarán á las leyes chilenas. — Cód. Chile. 

Art. 24 y 26 citados Cód. port. 

Art. 14. Respecto de los bienes inmuebles sitos en el Estado , regirán 
las leyes mejicanas, aunque sean poseídos por extranjeros. — Códi- 
go Mej. — Art. 6 Guatemala. 

(3) Art. 4. Como el art. 3, §. 2, Cód. franc, con esta adición : En cnan- 
to á los muebles , es necesario tomar en'consideración la ley de su si- 
tuación y sus relaciones naturales con las leyes del país. — Cód. Zurich. 

Art. 2. El extranjero se asimila á los subditos británicos de naci- 
miento, en todo lo que concierne á la posesión, goce, adquisición ó tras- 
misión por todos los modos legales de la propiedad inmobiliaria y mo- 
biliaria... El goce de la propiedad inmobiliaria no le confiere en general 
ningún derecho ó privilegio más que los que constituyen la esencia de 
la propiedad. — Acta inglesa de Naturalización de 12 de Mayo de 1870. 

(4) Art. 5. Los bienes raíces situados en la República son exclusi- 
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III 



La ley de las personas y de las cosas, su Estatuto, deter- 
mina, consideradas aisladamente, su respectiva condición. 
Pero hay casos en que deben atenderse ambas. La condición 
de las personas influye á veces sobre las cosas y viceversa. 
Es preciso considerar las relaciones jurídicas, que, origina- 
das en cierto lugar, mediante actos, que no sólo exigen so- 
lemnidades internas, fondo, sino también solemnidades ex- 
ternas, forma, pueden surtir efectos en el territorio de 
otro ú otros Estados, y ejercer su acción á un tiempo sobre 
personas y cosas sometidas á diferentes soberanías. He aquí 
la razón del Estatuto mixto ó formal, concerniente á los ac- 
tos extrajudiciales y judiciales, en lo civil y en lo criminal. 

Como consecuencia déla noción de soberanía, todo acto 
ejecutado en determinado país, está sometido, en cuanto á 
los efectos jurídicos que ha de producir dentro de él, á la le- 
gislación que allí impera. De aquí so desprende que todo 
acto, que en dos ó más países ha de producir efectos jurídi- 
cos, está sometido, en cuanto á los que dentro de cada uno 
ha de surtir, á su legislación respectiva. Si se someten total 
ó parcialmente á la legislación nacional, los tribunales ten- 
drán necesidad de aplicarla; si se admiten en algunos casos 
los efectos de la legislación extranjera , ella deberá ser te- 
nida en cuenta. 

Las legislaciones no sólo tratan en general de los actos y 
de sus efectos reconocidos , sino que entran también á con- 
siderar particularmente algunos, contratos, matrimonios, 
testamentos, procesos. 

Es un principio umversalmente admitido (1), que la for- 
ma de los actos se rige por la legislación del país en el que 
tienen lugar: locas regit actum. El que comete un delito, ce- 
lebra un contrato ó entabla una pretensión judicial, se so- 



(1) Por esto no se creyó necesario incluirlo en el Código francés. 
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do no puede dar valor á actos hechos en fraude de su ley. 
No hay Estado que pueda permitir impasible, que se acuda 



ro, si tienen que producir efecto en el Cantón, deben ser regidos 
por las disposiciones de este Código en lo que concierne al estado y la 
capacidad de las personas.— Cód. Tesino. 

Art. 10. La forma de todos los actos es regulada según las leyes 
del país en que se han celebrado. — Cód. holand. 

Art. 6. Para la forma exterior de un acto se seguirá la ley del lugar 
en que ha pasado. Un contrato hecho en país extranjero sin la obser- 
vancia de las formas legales prescritas en este país, es aquí válido, 
cuando se ha conformado con todas las reglas prescritas por el dere- 
cho de Zurich. No son válidos, sin embargo, los contratos celebrados 
en país extranjero, aun con las formas necesarias en este país, cuando 
sólo se ha querido evitar las formas necesarias en el Cantón de Zurich 
ó cuando no se han conformado con las condiciones exigidas por la ley 
para que el contrato sea ejecutivo en el Cantón. — Cód. Zurich. 

Art. 10. Las formas y solemnidades de los contratos , testamentos 
y de todo instrumento público , se regirán por las leyes del país en 
que se hubieren otorgado. — Proy. Cód. civ. esp. 

Art. 3. Los instrumentos hechos en el extranjero podrán ser de- 
clarados válidos, cuando estén conformes con la ley del país en que se 
han otorgado. — Cód. Yalais. 

Art. 17. La forma de los instrumentos públicos se determina por la 
ley del país en que hayan sido otorgados. Su autenticidad se probará 
según las reglas establecidas en el Código de Enjuiciamiento. La forma 
se refiere á las solemnidades externas, y la autenticidad al hecho de 
haber sido realmente otorgados y autorizados por las personas, y de 
la manera que en los tales instrumentos se expresa. — Cód. Chil. 

Art. 9. La forma extrínseca de los actos entre vivos y de última vo- 
luntad, se determina en las leyes del lugar en que se hacen. Los con- 
tratantes y testadores están, sin embargo, facultados, para seguir la 
forma de sus respectivas leyes nacionales, siempre que aquélla sea co- 
mún á todas las partes. El fondo y efectos de las donaciones y disposi- 
ciones de última voluntad, se reputan regulados por las leyes naciona- 
les de los otorgantes. La sustancia y efectos de las obligaciones se re- 
putan regulados por las leyes del lugar en que se lleven acabo; y si 
los contrayentes fueran extranjeros y de nacionalidad común , por las 
leyes de su país. Todo sin perjuicio de una voluntad distinta. — Códi- 
go ital. (disp. prellm.) 

Art. 24... La forma externa de los actos se regirá por la ley del país 
en que se celebren, excepto en los casos en que haya disposición legal 
en contrario. — Cód port.— Art. 2.430. Los documentos auténticos exten- 
didos en país extranjero, en conformidad con la ley de ese país, cons- 
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gunas legislaciones exigen, para garantirlas relaciones jurí- 
dicas que están en el caso de proteger, ciertos requisitos de 
forma, como inscripción de los matrimonios (1) y actos que 



(1) Art. 47. Toda acta del estado civil de los franceses ó de los 
extranjeros, redactada en país extranjero, hará fe si se ha ajustado á 
las formas usadas en dicho país. — Art 48. Toda acta del estado ci- 
vil de los franceses, hecha en país extranjero, producirá efecto si ha 
sido recibida conforme á las leyes francesas por los agentes diplomáti- 
cos ó por los cónsules. — Cód. francés. 

Art. 367. Las actas del estado civil otorgadas en país extranjero, 
harán fe cuando se hayan observado las formas establecidas en las 
leyes del lugar. El ciudadano que haya obtenido una de estas actas 
debe , dentro de los tres meses , remitir copia al agente diplomático ó 
consular más próximo , á no ser que prefiera transmitirla directamente 
al oficial del estado civil indicado en el siguiente artículo. — Art 368. 
Los ciudadanos que residan fuera del reino, tienen facultad para pre- 
sentar las actas de nacimiento, matrimonio ó defunción á los agentes 
diplomáticos ó consulares, observándose las formas establecidas en 
este Código. Los agentes diplomáticos ó consulares y los oficiales que 
los representen deben, en el término de tres meses, remitir copia de 
los actos expresados que les hayan remitido ó que hubieren recibido, 
al Ministerio de Negocios Extranjeros, etc. — Cód. ital. 

Art. 70. Para establecer el estado civil de los mejicanos nacidos, 
reconocidos, sujetos á tutela, emancipados, casados ó muertos fuera 
de la República , serán bastantes las constancias que presenten de estos 
actos los interesados , siempre que estén conformes con las leyes del 
país en que se hayan verificado, y que se hayan hecho constar en el 
registro civil del Estado.— Cód. Mej. 

Art. 477. Los agentes diplomáticos y consulares de la República en 
el extranjero, llevarán un registro de los nacimientos, matrimonios, 
cambios de nacionalidad y defunciones de guatemaltecos residentes ó 
transeúntes en los países en que aquéllos están acreditados. Cada año 
remitirán estos funcionarios al Ministerio de Relaciones exteriores un 
estado de las tomas de razón que consten en sus libros, y este estado 
se trascribirá en el que se lleve al efecto en dicho Ministerio para ins- 
cribir la naturalización de extranjeros, y cuanto se refiera á la adop- 
ción de nueva patria. — Cód. Guatem. 

Art. 1. El canciller de la Confederación puede conferir á todo 
agente diplomático de la Confederación, en toda la extensión del Es- 
tado cerca de cuya Corte ó Gobierno está acreditado , y á todo cónsul 
de la Confederación en la circunscripción de su competencia , el poder 
general de celebrar civilmente matrimonios válidos entre personas per- 
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ya se distinguen las relaciones en personales y reales, so- 
metiendo aquéllas á la ley de la nación ó del domicilio, y 
éstas á la voluntad de los contrayentes, ora expresada, ora 
interpretada (1). Los países que no aceptan la disolución del 



cendientes ó de la persona de quien deba obtenerlo. — Véanse también 
los artículos 134 y 135.— Cód. Guatem. 

(1) Art. 1.065. El casamiento contraído en país extranjero entre 
portugueses no produce efectos civiles en este reino si no ha sido 
contraído en conformidad con la ley portuguesa, salvo lo que queda 
establecido en la segunda parte del art. 24, en cuanto á la forma ex- 
terna del acto. — Art. 1.066. El matrimonio contraído en país extranje- 
ro, entre portugués y extranjera, ó entre extranjero y portuguesa, 
produce efectos civiles en este reino si se verifica, por lo que respecta 
al cónyuge portugués , con las condiciones requeridas por la Ley por- 
tuguesa. —Art. 2.479. Todo portugués que contrajere matrimonio en 
país extranjero, deberá en el plazo de tres meses, contados desde el 
día en que volviese al reino, hacer la inscripción de su matrimonio 
en el Registro civil del lugar donde estuviese domiciliado, presentan- 
do al Oficial el documento auténtico en que se pruebe que el matrimo- 
nio se celebró legalmente. — Art. 1.106. Los pactos pro-nupcias estipu- 
lados en país extranjero, entre subditos portugueses, se rigen por los 
artículos de esta Sección , pudiendo extenderse en la forma legal esta- 
blecida en el país ó ante los agentes consulares, por quienes el Gobier- 
no portugués se halle representado. — Art. 1.007. Si el matrimonio fue- 
se contraído en país extranjero entre portugués y extranjera, ó entre 
extranjero y ^portuguesa, y no declarasen ni estipulasen nada los con- 
trayentes respecto de sus bienes , se entenderá que se casan confor- 
me al derecho común del país del cónyuge varón, sin perjuicio de lo 
que se haya dispuesto en este Código por lo que toca á Iob bienes in- 
muebles. — Cód, port. 

Libro I, sección 2.*, tít. 1.°, cap. 1.°, art. 1. La validez del matrimo- 
nio, no habiendo poligamia ó incesto, es regida por la ley del lugar 
en que se ha celebrado, aunque los contrayentes hayan dejado su do- 
micilio por no sujetarse á las formas y leyes que en él rigen. — Artícu- 
lo 2. Los derechos y los deberes de los cónyuges son regidos por las 
leyes del domicilio matrimonial, mientras permanezcan en él. Si mu- 
dasen de domicilio, sus derechos y deberes personales serán regidos 
por las leyes del nuevo domicilio. — Art. 3. El contrato nupcial rige los 
bienes del matrimonio , cualesquiera que sean las leyes del domicilio 
matrimonial, ó del nuevo domicilio en que los esposos se hallaren. — 
Art. 4. No habiendo convenciones nupciales, ni cambio del domicilio 
matrimonial, la ley del lugar donde el matrimonio se celebró rige los 
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La forma de los testamentos sigue las reglas anteriormente 
sentadas (1). El Código Argentino, inspirándose en un cri- 



(1) Art. 999. El francés que Be encuentre en país extranjero po- 
drá hacer sus disposiciones en acta privada, formada por él con arreglo 
al art. 970, ó por acta auténtica con las formalidades admitidas 
en el país en que se otorgue. — Art. 1.000. Los testamentos hechos en 
país extranjero, no se ejecutarán, en lo que se refiere á los bienes si- 
tuados en Francia, sino después de haberse inscrito en el registro á 
que pertenezca el domicilio del testador, bí lo tuviese aún; y si así no 
fuese, en el del último domicilio que se le hubiere conocido en Fran- 
cia: en el caso de que el testamento contenga disposición sobre in- 
muebles sitos en Francia, deberá además registrarse en la oficina del 
pueblo donde radiquen, sin que por esto puedan exigirse dobles dere- 
chos. — Cód. franc. 

Art. 1.689. Los testamentos hechos en el extranjero son válidos, 
si están investidos de las formalidades usadas en el lugar en que son 
hechos. — Cód. Luisian. 

Art. 679. Valdrá el testamento que un peruano hiciere en país ex- 
tranjero, cuando se otorgue ante el agente diplomático, ó, á su falta, 
ante el agente consular del Perú; observándose, en cuanto al número 
de testigos y demás solemnidades, las disposiciones de este Código. 
Valdrá también cuando se otorgue en la forma que establezcan y ante 
quien determinen las leyes del país en que se halle el testador. — 
Cód. Perú. 

Art. 586. Los testamentos otorgados en país extranjero con las so- 
lemnidades usadas en el mismo son válidos. El español podrá además 
otorgar testamento ológrafo con arreglo al artículo 664, sin el requisi- 
to del papel sellado.— Art. 586. Podrá también el español que se en- 
cuentre en un país extranjero otorgar su testamento, abierto ó cerrado, 
ante el agente diplomático ó consular de S. M. residente en el lugar 
del otorgamiento: y en este caso, se observará todo lo dispuesto en 
los artículos 665 al 570 inclusive, menos en cuanto á la calidad de do- 
micilio en los testigos.— Art. 687. El agente diplomático ó consular 
remitirá copia del testamento, si es abierto, ó de la diligencia del acto 
de su presentación cuando sea cerrado, á la primera Secretaría de 
Estado para ser depositado en el Archivo. Cumplirá, ademas, el mismo 
agente cuanto sobre testamentos le incumba hacer por los reglamen- 
tos que le conciernen. — Proy. esp. 

Art. 1.961. Los testamentos hechos por portugueses en país extran- 
jero, producirán efectos en el reino, cuando se hacen en forma legal 
y en conformidad con la ley del país en que se verifican.— Art. 1.962. 
Los cónsules ó vicecónsules portugueses podrán servir de escribanos 
en la celebración y aprobación de testamentos de subditos portugue- 
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tador (1). En cuanto al fondo, existen criterios opuestos; en 
algunas partes se considera que las cuestiones sucesorias 
pertenecen exclusivamente al Estatuto personal (2), y en 



te al principio y fin de cada página.— Art. 791. (Remisión de copia al 
ministro de Relaciones exteriores.) — Cód. TJrug. 

Art. 3.834. Los testamentos hechos en país extranjero, producirán 
efecto en el Estado, cuando hayan sido formulados auténticamente 
conforme á las leyes del país en que se otorgaron. — Art. 3.835. Los se- 
cretarios de Legación, los cónsules y los vicecónsules mejicanos po- 
drán hacer las veces de notarios en el otorgamiento de los testamen- 
tos de los nacionales, conformándose con las prescripciones de este 
Código.— Arts. 3.836 á 3.839. (Formalidades.)— Cód. Méj. 

Art. 789. Valdrá el testamento que un guatemalteco hiciere en 
país extranjero, cuando se otorgue ante el agente diplomático, ó, á su 
falta, ante el agente consular de Guatemala, observándose, en cuanto 
al número de testigos y demás solemnidades, las disposiciones de este 
Código. Valdrá también cuando se otorgue en la forma que establez- 
can las leyes del país en que se halle el testador. — Cód. Ouatem. 

(1) Libro IV, sección 1. a , tít. 12, art. 14. Cuando un argentino se 
encuentre en país extranjero, está autorizado á testar en alguna de 
las formas establecidas por la ley del país en que se halle. Ese testa- 
mento será siempre válido, aunque el testador vuelva á la República, 
y en cualquier época que muera. — Art. 15. Es válido el testamento es- 
crito hecho en país extranjero por un argentino , ó por un extranjero- 
domiciliado en el Estado , ante un Ministro plenipotenciario del Gobier- 
no de la República, un Encargado de Negocios ó un Cónsul, y dos 
testigos argentinos ó extranjeros, domiciliados en el lugar donde se 
otorgue el testamento, teniendo el instrumento el sello de la Legación 
ó Consulado. — Art. 16. (Formalidades.)— Art. 17. El testamento del 
que se hallare fuera de su país , sólo tendrá efecto en la República , si 
fuese hecho en las formas prescritas por la ley del lugar en que resi- 
de, ó según las formas que se observan en la Nación á que pertenez- 
ca, ó según las que este Código designa como formas legales. — Código 
Argentino. 

(2) Art. 726. Los extranjeros no tienen opción á suceder en los 
bienes que sus parientes extranjeros ó franceses posean en el territorio 
de Francia, más que en los casos y en la forma en que los franceses 
sucedan á sus parientes que posean bienes en el país del extranjero 
interesado, según las disposiciones del art. 11, en el título Del goce y 
de la privación de los derechos civiles. — Art. 912. No se podrá disponer 
en beneficio de un extranjero , á no ser en el caso en que aquél pueda 
hacerlo en favor de un francés. — Cód. franc— Art. 1. Quedan deroga- 
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Las dificultades se presentan verdaderamente cuando 
existe lucha de Estatutos, cuando en un país 86 conside- 
ra una materia como del Estatuto personal y en otro como 



los tribunales en lo que se refiere á las obligaciones contraídas en país 
extranjero respecto de los franceses.— Art. 16. Un francés podrá ser 
citado ante un tribunal de Francia, por causa de obligaciones por él 
mismo contraídas en país extranjero, 7 aun con extranjeros.— (Art. 15 
Cód. Badén, 16 Dos Sicilia» y 9 Vaud.)— Art. 16. En todos los asun- 
tos, á no ser los mercantiles, el extranjero que aparece como deman- 
dante, estará obligado á prestar fianza que asegure el pago de costas, 
daños é intereses procedentes del juicio, & no ser que posea en Francia 
inmuebles de valor bastante para asegurar el pago. — Código franci». 

Art. 52. Los extranjeros podrán ser llevados ante los tribunales 
del reino, ya por un belga, ya por un extranjero, en los casos siguien- 
tes: 1.* En materia inmobiliaria. 2.° Si tienen en Bélgica domicilio ó 
residencia ó Bf han elegido aquí domicilio. 3.° Si la obligación que sirve 
de base ¿ la demanda ba nacido, ha sido ó debe ser ejecutada en Bél- 
gica. 4.° Si la acción es relativa á una sucesión abierta en Bélgica. 5.* 
Si se trata de demandas sobre validez ó mantenimiento de embargos 
hechos en el reino ó de cualesquiera otras medidas provisionales ó de 
conservación. 6.° Si la demanda está ligada á un proceso ya pendiente 
ante nn tribunal belga. 7." Si se trata de hacer declarar ejecutorias en 
Bélgica las decisiones dadas ó las actas auténticas hechas en país ex- 
tranjero. 3.* Si se trata de una cuestión en materia de quiebra, cuando 
esta quiebra se ha abierto en Bélgica. D.° Si se trata de una demanda 
de garantía ó de una demanda reconven clona), cuando la demanda ori- 
ginaria está pendiente ante un tribunal belga. 10. En el caso en que 
hay varios demandados y uno de ellos está domiciliado ó reside en 
Bélgica.— r Cód. belga de Procedimiento civil de 26 de Marzo de 1816. 
(Lib. I, tít. preliminar.) 

Art. 27. Todo español puede ser demandado en España por las 
obligaciones contraídas, fuera del reino, con un extranjero ú otro espa- 
ñol. — Art. 28. El extranjero, aunque uo resida en España, puede ser 
demandado ante los tribunales españoles, por las obligaciones contraí- 
das con un español en el reino, ó que deban tener en él ejecución. — 
Art. 29. El extranjero puede ser demandado ante los tribunales espa- 
ñoles por las obligaciones que ha contraído en país extranjero para 
con un español.— Art. 80. El extranjero demandante en España debe 
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del real, ó cuando se admiten excepciones á la doctrina. La 
complicación llega á su máximum, cuando se trata de actos 



afianzar el pago de lo que fuere juzgado y sentenciado , á no ser que 
posea en España bienes inmuebles en cantidad suficiente. — Art. 31. El 
extranjero que se encuentre en España puede ser demandado por otro 
extranjero por las obligaciones contraídas en el reino. — Art. 32. Lo dis- 
puesto en los cinco artículos anteriores se entiende, sin perjuicio del 
principio de reciprocidad consignado en el art. 26. Este mismo princi- 
pio se observará respecto de las sentencias dictadas por los tribunales 
extranjeros para su cumplimiento en España, salvas las reglas y usos 
admitidos para ponerlas en ejecución. — Proy. csp. 

Art. 37. Tanto los peruanos como los extranjeros domiciliados en 
el Perú , donde quiera que se hallen , pueden ser citados ante los tri- 
bunales de la República, para el cumplimiento de los contratos que hu- 
biesen celebrado, aun en país extranjero, sobre materias que las leyes 
del Perú permiten contratar. — Art. 38. El extranjero que se halla en 
el Perú , aunque no sea domiciliado , puede ser obligado al cumpli- 
miento de los contratos celebrados con peruano , aun en país extranje- 
ro , sobre objetos que no estén prohibidos por las leyes de la Repúbli- 
ca.— Art. 39. El extranjero, aunque se halle ausente dé la República, 
puede ser citado á responder ante los tribunales de ella : 1.° Guando 
se intente alguna acción real concerniente á bienes que están en el 
Perú. 2.° Cuando se intente alguna acción civil, en consecuencia de un 
delito ó de una falta que el extranjero hubiese cometido en el Perú. 
3. 4 Cuando se trate de una obligación contraída por el extranjero, en 
que se haya estipulado que los tribunales del Perú decidan las contro- 
versias relativas á ella. — Art. 43. No puede pedirse en el Perú el cum- 
plimiento de obligaciones contraídas entre extranjeros, en país extran- 
jero, sino en el caso que se sometan á los tribunales de la República. — 
Cód. Perú. 

Art. 18. En los casos en que las leyes chilenas exigieren instru- 
mentos públicos para pruebas que han de rendirse y producir efecto 
en Chile, no valdrán las escrituras privadas, cualquiera que sea la 
fuerza de éstas en el país en que hubieren sido otorgadas. — Cód. Chüe. 

Art. 25. Los portugueses que contrajesen obligaciones en país ex- 
tranjero, pueden ser demandados en el reino por los nacionales ó ex- 
tranjeros con quienes hayan contratado , si aquéllos tuvieren en él su 
domicilio. — Art. 28. Los extranjeros que se encuentren en el reino pue- 
den ser demandados ante los tribunales portugueses en cuanto al cum- 
plimiento de las obligaciones contraídas en país extranjero con subdi- 
tos de Portugal.— Art. 29. Los extranjeros que se encuentren en el 
reino pueden, igualmente ser demandados por otros extranjeros ante 
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ción de derecho, trata de someterla toda á sus leyes, espe- 
cialmente cuando están interesados sus subditos y cuando 
tiene medios de concederles protección. Consecuencia es d& 
esto que la jurisprudencia en los asuntos que nos ocupan 
nos revele el absoluto predominio del principio territorial. 
Aun aquellos países que, como Francia é Italia, proclaman 
el principio personal en sus leyes , dejan medios para que, 
en la práctica, sea por completo desatendido. Los Tribuna- 
les han tenido y necesitan tener en esta materia una consi- 
derable amplitud. Celosos de la soberanía del Estado , mues- 
tran una resistencia obstinada á aplicar leyes extranjeras, 
tienden siempre á garantir los derechos de la legislación 
nacional, y prefieren en ocasiones, cuando ni el país ni sus 
ciudadanos tienen interés en un asunto, antes de aplicar 
una disposición extraña, reconocer su incompetencia. La 
vaguedad de las disposiciones y la latitud concedida á los 
Tribunales hacen posible la jurisprudencia contradictoria. 
Los casos que se consideran como de excepción á la doctri- 
na, son el punto grave en que se parapetan principalmente 
los Tribunales para rechazar la apl'cación de la legislación 
extranjera. Debe llamarse la atención sobre lo dispuesto por 
el legislador italiano: «En ningún caso, dice, las leyes, con- 
tratos y sentencias de un p¡U extranjero, ni las disposicio- 
nes y convenios particulares podrán derogar las leyes prohibiti- 
vas del reino que se refieran á las personas , á los bienes ó á los 
contratos , ni las que en cualquier forma interesan al orden ptí- 
blico y á las buenas costumbres» (1). El Código Argentino es 
bastante explícito , y revela claramente el predominio del 
principio territorial, al oponerse á la aplicación de la le- 
gislación extranjera, si es incompatible con su espíritu (2). El 
Código de Italia, sin manifestarlo de una manera termi- 
nante, nos lleva á conclusiones análogas (3). 



(1) Art. 12 citado. 

(2) Tít. I preliin., art. 14 citado. 

(3) Consúltese á Norsa, Revue de la Jurisprudence italienne en ma 
tiere de Droit international. (Extrait de la Revue de Droit internatio- 
nal et de^égislation comparée. 1875-1877.) Gand, 1877. 
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Los Tribunales pueden, para rechazar la aplicación déla 
legislación extranjera, no considerar con validez los trata- 
dos por oponerse á las leyes, juzgar las disposiciones invo- 
cadas como políticas ó como contrarias á las de policía, or- 
den público y prohibitivas de la nación , ver un ataque á la 
soberanía del país ó declararse incompetentes. Aun admi- 
tiendo que procede, existen medios de no admitirla en un 
caso particular, ya por no haberse hecho la prueba que se 
prescribe , ya por la falta de reciprocidad del Estado á que 
el extranjero corresponde. 

Es doctrina generalmente reconocida que los tratados de- 
ben preferirse á las leye3. Los Tribunales, sin embargo, se 
han opuesto á la aplicación de algunos de ellos, en los países 
en que, como Francia é Italia, no tienen siempre carácter 
legislativo, admitiendo que las leyes sólo pueden ser dero- 
gadas por otras (1). 



haber renovado respecto á sus ascendientes, los actos respetuosos 
anulados por justicia, y ocultándoles la unión que iban á celebrar en 
desprecio de su autoridad. — T. del Sena. S. 14 Junio 1876. — JournaL 
1877. Pág. 146. 

Véase el Journal. 1874. Pág. 243. 1879. Pág. 281 y 486. 

Es válido el matrimonio contraído por belgas en el extranjero, aun- 
que no haya sido precedido de ninguna publicación en Bélgica, si los 
esposos no se han propuesto eludir las disposiciones de la ley belga ó 
prevenir obstáculos á que el anuncio público de su matrimonio hubie- 
ra podido dar lugar. — Corte de Bruselas. S. 12 Julio 1871. — Bulle tin de 
Jurisprudence Internationale. Belgique, 1871. Revue. T. 4, pág. 151. 

Es nulo cuando no ha habido publicaciones teniendo necesidad del 
consentimiento de sus padres, y se ha tratado de eludir la ley belga. — 
Corte de Bruselas. 8. 13 Enero 1873.— Revue. T. 6, pág. 278. 

Es constante la jurisprudencia belga. — Laurent, Droit civü. T. UI, 
pág. 44. 

La falta de publicaciones tampoco lleva consigo en Suecia la nuli- 
dad.— Journal. 1876. Pág. 240. 

(1) Según los términos del art. 3 Cód. civ., los inmuebles poseídos 
en Francia por nacionales ó por extranjeros, son regidos por la ley 
francesa. Esta disposición, exigida por el derecho político, se opone á 
que, en cualquier caso que sea, la transmisión de los inmuebles que 
forman parte del territorio nacional sea regida de otro modo que por 
la ley francesa. Ningún tratado diplomático modifica en provecho de los 
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co. Son frases demasiado vagas, que se prestan á muy diver- 
sa interpretación, como nos revelan, á poco que se examinen, 



de derogar las leyes del Estado ni suspender su observancia. Según él, 
todos los tratados no deben ser sometidos á la aprobación de# Parla- 
mento y sancionados por una ley ; sólo están en este caso los tratados 
que imponen una carga al Tesoro ó una modificación en el territorio 
nacional: los otros deben solamente ser comunicados á las Cámaras. 
Puede presentarse el caso de que un tratado , estipulado por el Poder 
Ejecutivo solo , se halle en conflicto con las leyes del Estado , como si 
declarase ejecutorias en el Estado, sin juicio previo y sin examen, las 
decisiones dadas por los Tribunales de algún Estado extranjero , si se 
cambiasen, en relación con los extranjeros, las reglas de competencia 
establecidas para ellos por las leyes del Estado , ó se eximiese á los 
extranjeros de ciertos impuestos, mientras que las leyes los sujetan á 
ellos. Tales tratados no serían jurídicamente obligatorios. Por aplica- 
ción de estos principios, la Corte de Florencia (7 Abril 1869) ha negado 
el carácter de ley y se ha negado á reconocer fuerza obligatoria á la 
convención de 11 Setiembre 1860 entre Francia y Cerdefia interpreta- 
tiva del tratado de 24 de Marzo de 1760, por el motivo de que la in- 
terpretación auténtica de una ley corresponde al Poder Legislativo, y 
la interpretación doctrinal á la autoridad judicial exclusivamente. — Si 
los tratados, aunque regularmente concluidos, no han sido promulga- 
dos en las formas habituales , tampoco vienen á ser leyes del reino. 
Florencia, 7 Abril 1869. Por aplicación de este principio ha decidido 
que la nota diplomática ministerial de 11 Setiembre 1860, firmada por 
el conde de Cavour por Italia y el barón de Talleyrand por Francia, 
para dar una interpretación más restringida al tratado de 1760 entre 
Francia y Cerdefia, no puede ser invocada como ley ante los Tribuna- 
les italianos. El mismo principio ha sido sancionado por el Trib. de 
Casación de Francia, 10 Abril 1838. — De que los tratados internacio- 
nales legalmente concluidos y promulgados son considerados come 
verdaderas leyes del Estado, resulta que la autoridad judicial no pue- 
de investigar si una ley es contraria á los tratados, ó si éstos son con- 
trarios á ella, para negar la aplicación de los unos ó de la otra, del 
mismo modo que no puede investigar si una ley nuevamente promul- 
gado es contraria á otras leyes nacionales ó al Estatuto del reino, ni 
rechazar su aplicación, con tal que la nueva ley emane del Poder Legis- 
lativo. Tal caso constituye una antinomia entre dos leyes del Estado, 
y toca al juez entonces investigar y aplicar las reglas de interpretación 
que conciernen al conflicto existente. Obrar de otro modo, sería, de 
parte de la magistratura judicial, ponerse por encima del Poder Legis- 
lativo inspeccionando sus actos y anulando su fuerza obligatoria. Ca- 
sación Turin, 26 Enero 1871.— Norsa, Obra citada. Pág. 10 y siguientes. 
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á la transmisión de los bienes (1), á la motivación de las 
sentencias (2), á la competencia jurisdiccional de los Tribu- 



cársele la ley nacional de los contratantes.— Corte de Turin, l&Marzo 
1871.— Norsa. Pag. 6. 

Todo lo que concierne al matrimonio y á las causas de separación de 
cuerpo, se refiere sin dada al orden público; por consiguiente, no podría 
declararse ejecutoría una sentencia de un tribunal extranjero que ad- 
mitiese la separación matrimonial por una causa no reconocida por la 
ley italiana, aun cuando lo sea por la legislación del país en que la 
sentencia se ha dado. — Bolonia, 23 Diciembre 1873. — Jurisprudencia 
francesa conforme. Cos., 14 Julio 1825. Corte de Paria, 20 Noviembre 
1848.— Norsa. Pág. 202. 

(1) La transmisión de los bienes por testamento ó por contrato, y la 
cuestión de saber si están en el comercio, refiriéndose á la existencia 
y al desenvolvimiento económico de las naciones, están sometidas á 
las prescripciones y á las prohibiciones decretadas por la autoridad del 
lugar en que los bienes se hallan , sin consideración á la legislación 
extranjera. Así es que los fideicomisos y los mayorazgos, largo tiempo 
permitidos, y aun considerados en ciertos países como no contrarios á 
la mejora de la propiedad territorial, pero proscritos por el nuevo de- 
recho italiano, conforme á las enseñanzas de la ciencia económica, no 
pueden ser reconocidos por loa tribunales italianos, ni en sí ni en sus 
efectos.— Cas. Turin, 17 Febrero 1875. Cas. Florencia, 28 Abril 1874.— 
Norsa. Pág. 203. 

Las sucesiones pueden ofrecer numerosos casos de conflicto con las 
leyes prohibitivas. La capacidad de suceder es negada á veces por ra- 
zones de orden público. £1 Tribunal de Casación de Florencia ha nega- 
do (15 Junio 1875) efecto á un testamento hecho en Italia por un aus- 
tríaco allí domiciliado, y disponiendo, por una persona intermedia, en 
favor de una mano muerta extranjera.— Norsa. Pág. 204. 

(2) Se considera como de orden público la regla de procedimiento 
civil, según la cual la autoridad judicial debe motivar sus decisiones, y 
la falta de motivos hace que la sentencia se considere como nula y sin 
efecto alguno. No bastaría para satisfacer á la prescripción legal decir 
de una manera general, en los considerandos, que las conclusiones le- 
gales del demandante se consideran como justas, si esta aserción no 
es corroborada por los elementos de la causa. La autoridad judicial 
debe, pues, examinar el fundamento de la demanda en derecho y en 
hecho.— Cas. Turin, 25 Agosto 1874.— Norsa. Pág. 205. 

Debería negarse el exequátur á una sentencia en que se hallaren 
contradicciones, ó una violación de la cosa juzgada, con tal que estos 
vicios se hallen en la parte dispositiva y no solamente en los conside- 
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una disposición tomando por base un principio , se rechaza 
el contrario y sus consecuencias, y por consiguiente, cuan- 



cuando uno de ellos ha faltado gravemente á los deberes aceptados por 
el matrimonio, y que ha hecho así imposible al otro vivir con él sin faltar 
á la moralidad y al pudor, y también al pensamiento de que, en la orga- 
nización de la familia, la voluntad del ciudadano debe ser respetada. — 
Que los tribunales franceses, en el caso inverso, rechazan la demanda 
del extranjero en cuyo país el divorcio está autorizado como contrario 
al orden público, eto — El Tribunal de Landau, 30 Noviembre 1869, 
declarando que no procedía el divorcio, había dicho: — « Considerando 
que, conforme al art. 3, §. 3 del Código civil, en atención á las condicio- 
nes de reciprocidad del derecho internacional , está admitido en doc- 
trina y en jurisprudencia que la capacidad de un extranjero debe ser 
apreciada según la ley del país á que pertenece.— Que sin duda el 
estatuto personal de un extranjero no puede ser aplicado sin restric- 
ción, y que debe sólo ser seguido si no es contrario á las leyes indíge- 
nas concernientes al orden público y no lesiona intereses privados. — 
Que en el debate actual hay una cuestión de estado civil, y que e» 
preciso establecer que la aplicación del estatuto personal no es un 
atentado al orden público ni á intereses privados.— Considerando que- 
en Francia el divorcio ha sido abolido por la ley de 8 de Mayo de 181 6^ 
y que no se puede pedir más que la separación de cuerpo por motivo» 
determinados, de suerte que, según la ley francesa, la demandante, en 
virtud de los hechos que invoca, no podría pedir más que la separa- 
ción de cuerpo. — Que la legislación nacional, además del divorcio, ad- 
mite legalmente la separación de cuerpo; que no ordena en modo al- 
guno el divorcio , sino deja á la conciencia de los esposos elegir este 
medio ó pedir la separación ; que no puede quedar ninguna duda, en 
este punto, de que el estatuto personal en cuestión no atenta á una dis- 
posición legal ó al orden público del país. — Que menos puede perjudi- 
car á intereses privados nacionales, puesto que la demandante, con- 
forme al art. 19 del Cód. civ. y el art. 6, §. 9 del anejo 1 á la Constitu- 
ción, ha perdido su naturaleza de bávara para seguir la cualidad de su 
marido y se ha hecho subdita francesa, eto— Journal. 1875. 
Páginas 120-121. 

Asunto Bauffremont-Bibesco. — Tribunal civil de Charleroi (Bélgica). — 
t Resultando que la demandada, belga de nacimiento, se casó en Chimay 
en 1861, con el Príncipe de Bauffremont, de nacionalidad francesa. — 
Resultando que, por sentencia de la Corte de ParÍB de 1.° de Agosto 
de 1874 , la demandada obtuvo contra el demandante la separación de 
cuerpo, y que los dos hijos nacidos de esta unión le fueron confiados. 
Resultando que el 3 de Mayo de 1875 el Ducado de Sajonia-Altembur- 
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derse la última. Esta sola limitación basta para asegurar el 
dojninio del principio territorial. Cuándo están de acuerdo 



tachado de nulidad por el demandante, es válido, y como tal, ha de 
producir sus efectos en la causa. — Considerando que la sentencia de 7 
de Julio de 1876 de la Corte de París, que ha declarado la nulidad del 
segundo matrimonio, no teniendo autoridad de la cosa juzgada en Bél- 
gica, esta cuestión pertenece toda al proceso, y no es obstáculo para 
que sea apreciada por el tribunal; que si debe admitirse que una sen- 
tencia que modifica el estado y la capacidad de una persona debe ser 
respetada en los países extranjeros, sin que haya necesidad de recu- 
rrir al exequátur, es evidentemente á condición de que la decisión se 
haya dado por la jurisdicción del país de esta persona y que el proce- 
dimiento sea regular; doble condición que no existe en este caso, pues- 
to que , por una parte , la demandada había perdido su cualidad de 
francesa y no habitaba ya en Francia, y que, por otra, el Príncipe de 
Bibesco no ha sido citado al mismo tiempo que la demandada para ver 
decidir sobre la suerte de su matrimonio. — Considerando que la natu- 
ralización conferida á la demandada por el Ducado de Sajonia-Altem- 
burgo es un acto de la autoridad soberana de este país ; que, según los 
principios de derecho público, fuera de esta autoridad ningún poder 
puede discutir bu validez ni modificar sus efectos; que el Ducado de 
Sajonia- Altera burgo era sólo competente para decidir si la demandada 
reunía las condiciones para que se accediese á su demanda de natura- 
lización. — Considerando que, si esta autoridad soberana no ha exigido 
para este fin el consentimiento de su marido, es porque ha juzgado 
que esta formalidad no era necesaria. — Considerando que el poder ju- 
dicial ni en Francia ni en otra parte se halla en estado de examinar 
este procedimiento procedente de la autoridad de un país extranjero; 
que la opinión contraria que admite la revisión de los actos de otro 
Gobierno consagraría un sistema que violaría evidentemente todos los 
principios del Derecho de gentes. — Considerando que este acta de na- 
turalización, que está al abrigo de toda cuestión, ha cambiado la na- 
cionalidad de la demandada, y, por consiguiente, ha modificado su es- 
tatuto personal, que, de francés que era, ha venido á ser alemán. — 
Considerando que una mujer pierde su nacionalidad por la naturaliza- 
ción como por su matrimonio; que su estado y su capacidad son en- 
tonces regidos por las leyes de su nueva patria, que la siguen á todas 
partes adonde va; que esta regla, que forma la base de todo edificio 
social, es esencialmente de orden público. — Considerando que esta 
teoría está conforme con la legislación francesa que dispone: que las 
leyes concernientes al estado y la capacidad de las personas rigen á los 
franceses, aunque residan en países extranjeros, y que la cualidad de 
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de poco ha de servir consignar el principio personal, si se 
destruye en su aplicación mediante excepciones. Es verdad 



unitiva de cuerpo , con prohibición de casarse nuevamente. — Conside- 
rando que resulta de lo que precede que la demandada, naturalizada en 
Sajonia-Altemburgo, ha podido válidamente volverse á casaren Ber- 
lín, y que por consecuencia la demanda de intervención es admisi- 
ble; — Sobre la demanda de exequátur:— Considerando que la sentencia 
de 7 de Agosto de 1876 dada por la Corte de París, y cuya ejecución 
solicita el demandante, está así concebida: — «Que el matrimonio déla 
Princesa de Bauffremont con el Príncipe de Bibesco , contraído ante el 
oficial del estado civil de Berlín en 24 de Octubre de 1876, en menos- 
precio de la ley francesa, precedido de la naturalización en el Ducado 
de Sajonia-Altemburgo , es por sí y las consecuencias desagradables 
que debe tener para las dos hijas confiadas á su cuidado por sentencia 
de 1.° de Agosto de 1874, un hecho nuevo de una gravedad tal, que es 
imposible dejar á su madre la guarda de sus hijos llevados lejos de su 
patria, y á los cuales debe asegurarse una educación moral y religiosa 
que no sea contrariada por el ejemplo. Que el Príncipe de Bauffremont 
no insiste en que le sean entregados; que procede en su interés lle- 
varlos á un establecimiento que ofrezca todas las garantías de buena 
educación, y que la Casa del Sagrado Corazón en París ofrece estas ga- 
rantías..^ — ...Considerando que las sentencias de 7 de Agosto de 1876 
y 13 de Febrero de 1877 se fundaban, para quitar á la demandada la 
guarda de sus hijos, en las consideraciones de que ella, en menospre- 
cio á las leyes francesas y en contra de los sentimientos morales y re- 
ligiosos, había contraído en el extranjero un segundo matrimonio, y 
siendo estos motivos erróneos, el tribunal no puede acoger las indica- 
das sentencias, cuya ejecución, por el contrario, debe ser rechazada 
en Bélgica.— Considerando que se ha establecido, en efecto, por las 
consideraciones antes expuestas que la demandada, casándose con 
el Príncipe de Bibesco , no ha hecho más que ejercer los derechos que 
había adquirido en su nueva patria; que realizando este acto, no ha 
ido contra las leyes francesas, que no le eran ya aplicables , y que en 
modo alguno ha ultrajado la moral, puesto que el divorcio está admi- 
tido en la legislación de los países más civilizados... Por estos motivos, — 
El Tribunal , oído el Procurador del Bey , en sus conclusiones confor- 
mes... Declara admisible la intervención del Príncipe de Bibesco... 
Dice que no ha lugar á ordenar la ejecución de las sentencias de 7 de 
Agosto de 1876 y 13 de Febrero de 1877 de la Corte de París... Conde- 
na al demandante á pagar á la demandada , á título de indemnización, 
quince mil francos y á todos los gastos hechos hasta el día en la ins- 
tancia...» Sentencia de 3 de Enero de 1880. 
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los Estatutos, incluso al Estatuto formal. Con este criterio y 
dada la tendencia del legislador italiano á extender su legis- 
lación, puede comprenderse si será fácil no reconocer la 
aplicación de la legislación extranjera en caso ninguno. 
La jurisprudencia no3 ilustra sobre este punto bastante (1). 



(1) La jurisprudencia italiana ha establecido que la regla umver- 
salmente recibida, locus regit actum, halla su limitación en las leyes 
prohibitivas de los diversos países, es decir, en el conjunto de las le- 
yes que los nacionales están obligados á observar en todas partes. Di- 
cha regla se considera como inaplicable, siempre que se trata de ac- 
tos que han tenido lugar en el extranjero, y á los cuales se quiere dar 
ejecución en el país de su autor , cuando este país está regido por ana 
ley prohibitiva de las formas seguidas para estos actos, ó hace depen- 
der su validez de una forma absolutamente necesaria. — Corte de Ña- 
póles, 7 Febrero 1870.— Norsa. Pág. 35. 

En ningún caso se podrá, en virtud de la ley extranjera ó de actos 
ejecutados en el extranjero, permitir que se deroguen las leyes prohi- 
bitivas del reino y. las que tocan de alguna manera al orden público, ó 
que se restrinja su aplicación.— Cor te de Turin, 18 Marzo 1871. — Nor- 
sa. Pág. 5. 

Es un principio soberano y reconocido de la vida internacional, que 
el ciudadano de un Estado sea protegido, aun más allá de las fronte- 
ras de éste, en el ejercicio de sus derechos. Sin embargo, este princi- 
pio fundamental está limitado y templado por este otro principio de 
la independencia de las diversas soberanías locales. — Corte de Ñapó- 
les, 4 Marzo 1868.— Norsa. Pág. 4. 

Los privilegios envueltos en un contrato de préstamo á la gruesa 
antes de la partida de la nave, pasada al extranjero anteriormente á la 
ley francesa de 10 de Diciembre de 1874, pero cuya ejecución se pide 
en Francia con posterioridad á esta ley, que los ha abolido, nó pue- 
den ser reclamados ante los tribunales franceses. Pero las reglas de 
la hipoteca marítima, consentida en virtud de una ley extranjera en 
un contrato declarado ejecutorio en Francia , deben ser seguidas para 
la distribución del precio de una nave extranjera, aun embargada y 
vendida en un puerto francés. — Trib. de Marsella, 8 Abril 1876. — 
Journal. 1876. Página 455. 

El reconocimiento ó la legitimación por un francés de hijos naturales 
nacidos en el extranjero, debe hacerse según las formas del Código 
civil francés. La posesión de estado, aun admitida por la ley extran. 
jera para la cualidad de hijo natural ó legítimo, no puede producir 
este efecto en Francia. — Se niega el carácter de naturales á tres hijos 
de un francés y de una española, nacidos en Manila, que reunían para 
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la legislación extranjera. En este principio se apoya la nece- 
sidad de revisar las sentencias que en el extranjero se han 



huella alguna de la escritura del testador, revestido simplemente de 
una cruz ó un signo manual 7 hecho ante tres testigos cuya moralidad 
haría difícil de apreciar el alejamiento.— Considerando que, según 
el art. 577 del Cód. austríaco, se puede testar en acta pública ó en 
acta privada.— Que, según los arts. 587, 588, 589 7 590, los testamen- 
tos públicos, 7a de viva voz, 7a por escrito, son recibidos por el Tri- 
bunal compuesto de dos jueces juramentados, ó de un juez 7 de dos 
testigos que, en caso de necesidad, pueden ir al domicilio del testa- 
dor 7 levantar acta tanto de su traslación como del acto que han reci- 
bido. — Que tal es la forma auténtica que H. debía emplear para con- 
formarse con las prescripciones del art. 999 citado.— Que ha contrave- 
nido á ellas recurriendo á lo que la 107 austríaca llama un acta priva- 
da. — Que por consiguiente su testamento ha podido parecer conforme 
á la legislación austríaca 7 ser visado por el Tribunal de Trieste como 
tal. — Pero que enfrente de la 107 francesa 7 de la suiza, es tachado de 
nulidad...— £1 Tribunal pronuncia la nulidad del testamento...» Jour- 
nal. 1877. Pág. 160-161. 

Una mujer casada francesa puede válidamente testar sin autorización 
marital en la forma del país en que reside (el Estado de California en 
el caso), aun cuando según la ley de este país sea necesaria la autori- 
zación del marido. Esta incapacidad no podría oponerse ante la justi- 
cia francesa á una mujer francesa, á quien el estatuto personal á que 
está sometida permite testar sin autorización marital.— París, 10 de 
Agosto 1872.— Journal. 1874. Pag. 128. 

, La mujer extranjera tiene una hipoteca legal sobre los bienes de su 
marido situados en Francia, si esta ventaja está asegurada por una 
convención diplomática. — Aix , 8 Noviembre 1876.— Confirmada por el 
Trib. ciu. de Niza, 16 Marzo 1875.— Journal. 1877. Pág. 42. 

La obligación de dar alimentos el suegro al yerno (Cód. civ. francést 
arts. 206-207) no es reconocida por las 10708 civiles americanas. Una 
sentencia francesa fundada en esta obligación no es ejecutoria en los 
Estados Unidos.— Trib. del disfrito de Nueva York, 24 Febrero 1873. — 
Journal. 1874. Pág. 45. 

Un estatuto de Nueva York dispone que puedan ser legadas tierras á 
toda persona capaz de poseer propiedades inmuebles , pero que no pue- 
den hacerse legados á una corporación , si no está formalmente autori- 
zada por su carta ó por estatuto para recibir liberalidades. Sería nulo un 
legado hecho al gobierno de los Estados Unidos. — Journal. 1874. P. 266. 

En el Bajo Canadá necesitan las sociedades comerciales , para poseer 
tierras , autorización previa de la Corona.— Journal. 1874. Pág. 204. 
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ción bastante vaga, que puede generalizarse cuanto se 
quiera , es suficiente motivo á veces para no dar cumpli- 



que ellas no tienen por sí mismas, lo que implica para ellos el deber de 
examinar estas decisiones tanto en la forma como en el fondo. (Pp- 
r¡8, 22 Abril 1864, 6 Enero 1868. Cos., 20 Agosto 1872. Contra. Mont- 
pellier, 17 Diciembre 1869. Paris, 23 Febrero 1866).— Esta regla es ab- 
soluta ; no admite ninguna distinción ni de personas ni de materias; 
tiene su única razón de ser en el carácter extranjero del poder que ha 
decidido; los textos que la formulan están concebidos en términoB tan 
generales que es aplicable á las sentencias concernientes tanto á los 
extranjeros como á los nacionales. (Pau, 6 Enero 1868. Contra. 
Angers, 4 Julio 1866. Paris, 8 Agosto 1866).— Es aplicable á las decisio- 
nes relativas á las cuestiones de estado como á todas las demás. En 
efecto, si es constante que el estado de una persona es regido por la 
ley de su nación y si su consecuencia es que los tribunales franceses 
deben, ocurriendo el caso, juzgar según leyes extranjeras las cuestiones 
relativas al estado de los extranjeros, no se sigue de ello que deben 
necesariamente aceptar la sentencia que han dado los tribunales ex- 
tranjeros sobre este estado, ni menos aún que estas sentencias tengan 
por sí en Francia la autoridad de la cosa juzgada. Sin duda el examen 
de los tribunales franceses deberá ser más circunspecto cuando se tra- 
te de extranjeros juzgados por los tribunales de su país, y sobre todo 
de sentencias extranjeras que hayan aplicado leyes extranjeras. En to- 
dos los casos los hechos consignados deberán considerarse exactos, las 
formas bien observadas y el derecho bien aplicado. En una palabra, 
una presunción de bien juzgado deberá atribuirse á la decisión extran- 
jera en tanto que no haya prueba en contrario; pero todos los cuidados 
que el buen sentido así como las conveniencias recíprocas de las nacio- 
nes exigen en el ejercido de la misión conferida en tales casos á los 
tribunales, podrían llegar hasta destruirlo. — Chambery, 12 Febrero 
1869. Pau, 17 Enero 1872.— Journal. 1874. Págs. 76, 125 y 126. 

La sentencia extranjera dada contra un francés no es radicalmente 
nula, sino que sólo está sujeta á revisión. Un tribunal francés que co- 
noce de una demanda de ejecución de la sentencia de un tribunal ex- 
tranjero no debe sólo expedir una orden de ejecución, un eimjAepa- 
reatis, sino que debe proceder á una nueva revisión después de nuevo 
examen y nuevo debate. — tEsta tesis del derecho de revisión se apo- 
ya en el texto de los artículos 2.123 Cod. civ. y 546 Cod. proc. civ. Dan- 
do competencia á todo el tribunal para ordenar la ejecución de una 
sentencia extranjera, la ley ha establecido formalmente el derecho de 
revisión. En efecto, la función de los tribunales es dar sentencias, y no 
registrar decisiones preexistentes; juzgar es conocer, comprobar, deci- 
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la legislación del Estado, á cuyos tribunales se demanda su 
ejecución (1). 



cia no sea contraría á las leyes ¡ que el tribunal que la ha dado sea com- 
petente; que se haya dado contradictoriamente, ó que, al menos, el de- 
mandado haya sido citado personalmente. — Journal. 1874. P. 315*316. 

(1) Tribunal civil de Méjico. Sent. de 26 Marzo 1874. 

Comisión rogatoria de un juez de Sevilla para que se proceda á la 
enajenación de bienes inmuebles según las reglas establecidas por el juez 
requirente y tomadas de la legislación del territorio de este juez. 

Se unió un escrito á la comisión rogatoria, exponiendo la duda de 
que esta venta pudiese tener lugar sin constituir un atentado á la sobe- 
ranía territorial déla República, por encerrar realmente la comisión 
un acto de jurisdicción ejercido por un juez extranjero sobre bienes in- 
muebles situados en Méjico. 

El Ministerio público, que, según la sentencia, hizo un estudio con- 
cienzudo de los principios de derecho internacional que rigen la mate- 
ria de la ejecución de las sentencias extranjeras, concluyó por que se 
diese satisfacción á la comisión rogatoria, y pidió que se procediese á 
la enajenación y á las otras formalidades ordenadas por dicha comi- 
sión, pero conformándose para el cumplimiento de estas formalidades 
con las prescripciones del Código mejicano de procedimiento civil. 

«Considerando, dice la sentencia, que la cuestión que ha dado lugar 
á la comisión rogatoria del juez de Sevilla es delicada y difícil , como 
todas las que se refieren á las relaciones internacionales, sobre todo 
cuando se trata de una nación amiga, porque es extremadamente peli- 
groso establecer hasta qué punto las sentencias de un tribunal extran- 
jero pueden ser atendidas y ejecutadas en Méjico, sin atentar contra 
la soberanía inalienable de la República mejicana, y sin herir f an- 
damento la susceptibilidad del poder judicial de la República esj, lo- ' 
la.— Considerando que, aunque los honorables jurisconsultos que L 
expuesto los principios del derecho internacional privado según el use 
y los hábitos de las naciones, estén divididos sobre la extensión del 
estatuto real, la generalidad conviene en que este estatuto debe ser 
regido por la ley del lugar en que la cosa está sitnada flex loci rei), 
porque es la consecuencia del respeto que deben mutuamente tener las 
naciones hacia las leyes que afectan directamente á su territorio ; que 
la opinión de aquellos mismos que han querido dar más extensión á 
la ley del domicilio y del lugar de los contratos, y restringir los efectos 
del estatuto real , se inclina á este sentido : que hasta Calvo, teniendo 
por válido todo contrato , donación ó testamento hechos conforme á las 
leyes del país en que estos actos tienen lugar, y aunque se refieran á 
bienes inmuebles, supone siempre que las leyes del lugar de la sitúa- 
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Queda á los Tribunales, en último lugar, el recurso de 
declararse incompetentes antes de aplicar una legislación 
extraña. Se suelen considerar sólo establecidos para admi- 
nistrar justicia á los nacionales (1). 



ción de estos bienes autorizan su enajenación entre vivos ó por testa- 
mento ; lo que da á entender que si estas leyes se oponen son las que 
deben ser respetadas con preferencia; que la misma opinión ha sido 
respetada por Diaz Covarrubias, que aceptó el principio de cque los 
bienes inmuebles son regidos por las leyes del lugar en que están si- 
tuados.» — Considerando que estos principios han sido reconocidos y 
establecidos por el Código civil y el Código de procedimiento civil del 
Distrito federal y del territorio de la Baja California ; que el legisla- 
dor no ha querido que la ley territorial sufra ninguna restricción rela- 
tiva á las acciones reales , porque estas acciones deben ser perseguidas 
ante los jueces nacionales , únicos competentes para dar sentencias vá- 
lidas respecto á los inmuebles situados en el país. — Considerando que, 
aunque se trate de un acto de jurisdicción voluntaria, el Ministerio pú- 
blico ha convenido en que este acto tiene el valor de una sentencia 
ejecutada; que no hay en esta cuestión distinción posible entre los ac- 
tos de jurisdicción contenciosa ó voluntaria, porque los unos y los 
otros afectan igualmente á inmuebles que se hallan fuera del poder de 

la ley extranjera — Considerando, por consiguiente, que el tribunal 

faltaría á sus deberes si se prestase á cumplir la comisión rogatoria del 
juez de Sevilla, la cual, bajo otros aspectos, no contiene ninguna pres- 
cripción, si no es un pequeño detalle, que se separe de la ley mejica- 
na, pero es un atentado á la soberanía de la República de Méjico, ex- 
tendiendo su jurisdicción sobre inmuebles situados en este país. — Por 
estas consideraciones legales conviene ordenar y ordenamos: — Que la 
comisión rogatoria se devuelva al juez requirente, sin ser cumplida, 
y acompañada de una copia auténtica de esta sentencia, expresándole 
el juez que suscribe su sentimiento por no haber podido, á pesar de su 
deseo sincero, poner en ejecución las medidas dictadas por este últi- 
mo, porque los principios de derecho internacional generalmente acep- 
tados se lo prohiben , y porque las leyes del país están de acuerdo con 
ellos.— Journal. 1874. Pág. 276-278. 

(1) El Cód. franc. no se ocupa de los procesos entre extranjeros, 
sólo de éstos en relaciones con franceses. «Los Tribunales franceses, 
dice el Tribunal de Casación, son instituidos para administrar justicia 
á los franceses.» (S. 2 Abril 1833.) El Tribunal de Colmar desenvuelve 
esta teoría: «Si el derecho de administrar justicia es una de las propie- 
dades de la soberanía, el de reclamarla y obtenerla es una ventaja que 
el subdito tiene fundamento para reclamar de su soberano. Bajo este do- 

17 
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Aun admitiendo en principio que procede aplicar la legis- 
lación extranjera, pueden negarse los Tribunales á hacerlo 



ble aspecto, cada monarca no debe la justicia más que á sus subditos y 
debe negarla á los extranjeros , á menos de que haya un interés bien 
reconocido en hacer juzgar el proceso en sus Estados. (8. 30 Diciembre 
1815.) — El Código civil, tal como lo interpreta la jurisprudencia france- 
sa, lleva lógicamente á la incompetencia absoluta de los Tribunales en 
lo concerniente á los procesos de extranjeros. Es tan contraria á las 
necesidades sociales, que es de aplicación imposible. Abí es que la ju- 
risprudencia y la doctrina han admitido excepciones. — La ley bel- 
ga (1876) equipara los extranjeros á los belgas. Estos principios se ad- 
miten en todos los países civilizados. Sólo es excepción Francia. En 
1789 Europa se negó á seguir á Francia en la vía que inauguraba. A 
ella se debe el principio de fraternidad en el orden civil. Debe volver 
á la tradición del 89 , rechazando las disposiciones hostiles al extranje- 
ro, tan contrarias á su genio cosmopolita. — Laurent, De la competente 
des tribunaux belges relativement aux étrangers. Journal. 1877. Páginas 
502-506. 

Los Tribunales franceses son incompetentes para conocer de una 
cuestión de estado entre extranjeros. — Trib. del Sena, 13 Diciembre 
1873. — Jurisprudencia constante.— Journal. 1875. Páginas 16, 114 y 116. 

Los Tribunales italianos no son competentes para juzgar las cuestio- 
nes de estado relativas á extranjeros, aunque residan en el Reino, 
sino sólo para ordenar medidas conservadoras y provisionales. Espe- 
cialmente, los tribunales italianos son incompetentes para declarar la 
interdicción de un extranjero residente en Italia, pero pueden nom- 
brarle un consejo provisional.— Cas. Turin, 13 Junio 1874. — Journal. 
1874. Pag. 330. — La Corte de Afilan declaró la interdicción. El Journal 
(1875. Pág. 46) considera ésta buena doctrina. Se trataba de un francés 
domiciliado en Italia hacía quince años. — Constante. 

La competencia de los Tribunales franceses es facultativa en mate- 
ria de cuestiones entre extranjeros. Cuando la cuestión recae sobre el 
derecho de las personas, tal como puede determinarlo el estatuto per- 
sonal extranjero, sin aplicación á ningún interés nacido en Francia, 
conviene á la justicia francesa decía rarsej incompetente. — Paris, 7 
Mayo 1875.— Journal. 1876. Pág. 270. 

Los Tribunales franceses son incompetentes para conocer de la eje- 
cución de un contrato celebrado en país extranjero , entre dos extran- 
jeros , y teniendo por objeto la locación de un inmueble situado en país 
extranjero.— Paris, 7 Mayo 1872. — Journal. 1874. Pág. 122. 

Si los Tribunales franceses no están obligados á juzgar las cuestiones 
civiles entre extranjeros en materia personal yjmobiliaria , pueden en- 
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al ser infringida, cabe el recurso de casación (1), ó que la 
reciprocidad no se observa por parte del Estado al que per- 



Los Tribunales austríacos no son competentes para autorizar la 
enajenación de inmuebles situados en su territorio, pero pertenecien- 
tes á menores que han perdido la nacionalidad austríaca. — Jour- 
nal. 1876. Pág. 53.— Lo mismo en Polonia. — Journal. 1874. Pág.. 48. 

(1) Las leyes extranjeras ó las de los otros Estados de la Unión, 
cuya aplicación se pide en una instancia, deben ser probadas como 
cualquier otro hecho. — Sentencias de Luisiana de 1868 y 1865. — Jour- 
nal. 1876. Pág. 317. 

Si se trata de un derecho extranjero desconocido del juez , debe la 
parte que lo invoca probarlo; si no, no debe quejarse de que el juez no 
se halle en estado de aplicar una ley extranjera que no conoce y que 
decida según el derecho indígena que conoce. — El juez presume que 
el derecho extranjero se halla en armonía con éste. — Jurisprudencia 
alemana. — Journal. 1874. Pag. 80 y 81. 

El Tribunal Supremo de Comercio de Leipzig aplicó en un caso el 
derecho alemán por falta de una parte en probar el derecho extranje- 
ro (escocés) que invocaba. — 28 Junio 1872. — Journal. 1874. Pág. 33. 

El que invoca una prescripción que resulta de leyes extranjeras 
debe suministrar su texto auténtico, no estando obligado el juez á co- 
nocerlas. — Tribunal de Alejandría (Egipto), 14 Junio 1876. — Journal. 
1876. Pág. 494. 

La ley de un país extranjero no puede ser establecida por el testi- 
monio de un jurisconsulto, cuando su conocimiento de esta legislación 
no resulta más que de estudios hechos en una Universidad extranjera; 
la demanda debe ser rechazada por falta de pruebas suficientes. — Sen- 
tencia inglesa de 1876. Journal. 1877. Pág. 167. Revue, etc. T. 10, pá- 
gina 547-548. 

La contravención á la ley extranjera no puede dar lugar á la casa- 
ción, sino en cuanto haya venido á ser el principio de una contraven- 
ción á la ley francesa.— Cos., 25 Mayo 1868.— Journal. 1874. Pág. 12. 

El Tribunal de Casación, instituido para mantener la unidad de la 
ley francesa por la uniformidad de la jurisprudencia, no tiene la mi- 
sión de corregir la falsa aplicación de las legislaciones extranjeras. 
Las sentencias de los tribunales de apelación no pueden, por consi- 
guiente, ser casadas por violación de una ley extranjera, á menoa 
que esta violación no venga á ser la fuente de una contravención ex- 
presa á una ley francesa.— Cas., 23 Febrero 1874, 4 Junio 1872, 12 
Noviembre 1872 y 18 Julio 1876.— Journal. 1875. Pág. 116-117. 1877. 
Pág. 425-426.— Cas., 31 Marzo 1872.— Journal. 1876. Pág. 272. 
La violación de una ley extranjera, aunque estuviese conforme coa 



tenece el subdito cuyos derechos se ventilan [í 

ciertamente que no puedeu hoy justificarse. 



la lay del país, no da motivo á la casación, á menos que el 
el sentido de la ley extranjera sea la fuente de una violaci 
belga, j que la demanda de casación contenga la indicad* 
yes belgas á que ae ha contravenido expresamente. — Ca 
1871. Revuo, etc. T. 4, pág. 667. 

(1) Bebe bastar la ley ó el oso para acreditar la reciproi 
su prueba por quien la alegue. Es el sistema de la ley bel 
Mayo de 1837, derogatoria de los arts. 726 y 912 del Códig 
que á au vez lo ha aido por la ley de 27 de Abril de 1865 q 
ce el sistema de la ley Francesa de 1819. El Código franc 
cosariamente un tratado.— Lanrent. Journal. 1877. Pág. 61 

Es en principio un deber para todos los individuos de la 
mana conceder el mismo tratamiento á ana compatriota) 
tranjeros: de aquí la presunción de que esta igualdad de tro 
admitida y observada hasta que se prueba lo contrario. A 
dad de tratamiento y la concesión á los extranjeros de los 
rechos civiles que á los nacionales es considerada como c 
aceptada entre las naciones, á menos que se demuestre q 
ó por otra, ha sido violada; por consiguiente, no se exige 
jero la prueba de la reciprocidad, salvo el caso en que sob 
vancia baya duda.— Caí. Tarín, 30 Abril 1862 y 13 Setiem 
Noraa. Pag. 16. 

El principio de la reciprocidad debe aer admitido en lai 
internacionales como fundado en la razón natural de la 
tratamiento, á falta de la cual se debe ejercer el derecho d 
Caá. Tarín, 7 Marzo 1874, y Corte de Tarín, 12 Marzo 18 
Pág. 170. 

Por la reciprocidad, la Corte de Florencia ha decidido (7 
qne el magistrado italiano llamado á dar ejecución en Itali 
cisión dada por un Tribunal francés, conforme al art. 14 d< 
contra un italiano, en razón de un contrato celebrado con 
pero no concluido en Francia y que no debe allí ejecui 
apreciar la justicia intrínseca de la sentencia francesa y nc 
ana simple revisión. — Noraa, Pág. 171. 

El derecho de retorsión, objeto de decisiones contrarias 
prudencia italiana, ha sido además admitido por el Tribu' 
ñon de Tarín en 22 Agosto 1872, por la Corte de Tarin 
ro 1869 y por la de Florencia en 18 Marzo 1868.— Journal, 
na 174. 1879. Pág. 72.— Norsa. Págs. 12 y 166. 

Las mujeres y menores extranjeros no tienen hipoteca 
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Las cuestiones en que luchan los Estatutos son realmente 
las más difíciles, y se resuelven en todas partes por el predo- 
minio del principio territorial. Sucede una cosa análoga á 
lo que ocurre en el Derecho internacional público. Como no 
existe una autoridad superior á la que so subordinen los 
Estados, cada cual tieae que ser juez de su conducta, y 
acude, en último caso, en defensa délo que cree su dóre- 



los bienes de sus maridos ó tutores situados en Francia. — Cas. Journal. 
1874. Pág. 32. 

<La constitución de hipoteca legal consagra, en provecho de la mu- 
jer casada, un derecho civil nacido de la ley positiva, que ha querido 
dar á esta última una garantía especial y privilegiada sobre los bienes 
de su marido , para asegurar el pago de sus aportaciones. — Este dere- 
cho no podría desde luego pertenecer más que á las mujeres á quie- 
nes lo confiere la ley de su país sobre cuyo territorio está su ejercicio 
limitado. — Según los términos del art. 11 Cod. civ., los extranjeros no 
pueden reivindicar en Francia más que el goce de los derechos civiles 
concedidos á los franceses por tratados celebrados con la nación á que 
pertenecen; resulta incontestablemente de las discusiones que han 
precedido á la redacción del art. 11 citado, que no basta que la ley del 
país á cuya nacionalidad pertenece la mujer casada haya concedido 
tal derecho á la mujer extranjera para que ésta pueda reclamarlo en 
Francia. Es preciso para esto, como el art. 11 lo establece con una 
gran precisión , que un tratado diplomático haya intervenido sobre 
este punto entre los dos países. — La limitación á este caso halla su 
justificación en el hecho de que la convención diplomática, viniendo á 
ser ley francesa por su promulgación, es llevada á conocimiento de 
terceros , que saben así cuáles son los derechos que la mujer extranje- 
ra puede reclamar en Francia sobre los bienes de su marido , con el 
que tratan , lo que es para los litigantes franceses de una importancia 
considerable y manifiesta. — Este gran interés no podría ser protegido 
si se concediese este efecto á la sola ley extranjera, poco ó imperfec- 
tamente conocida, pudiendo prestarse á una apreciación práctica mas 
ó menos delicada , independientemente de que , como toda legislación, 
es variable y mudable, pudiendo incesantemente conceder, negar ó 
quitar á la mujer casada el derecho á la hipoteca legal. — El art. 11 
tiene precisamente por fin obviar estos inconvenientes negando á la 
ley extranjera una acción inaceptable, en cuanto reconocería en Fran- 
cia, en contra de los nacionales, en provecho de los extranjeros , dere- 
chos que la ley francesa no ha previstos — Corte de París, 20 de Agos- 
to de 1872.— Journal. 1674. Pág. 32. 



eho , á loa medios de que dispone , á la fuerza. 
pues, resuelve, en el Derecho internacional pi 
conceptúa conveniente, y lo lleva á efecto hs 
recursos alcanzan (1). La ley francesa de 14 de 
que, derogando el sistema de la reciprocida 
por el Código en materia de sucesiones, con' 
tranjeros el derecho de disponer y recibir de 1 
te que los franceses, indica hasta qué pun 
afirmación exacta. Conceded éstos, de loa bi 
en Francia, una parte igual á aquella délos i 
extranjero , de que por virtud de las leyes y t 
cales se ven privados (2). 

No sólo hay lucha entre los Estatutos pe 
reales, los do una especie con los de otra y lt 
nía entre sí, sino que también llega á extend 
males en determinadas cuestiones (3). 



(1) En caso de divergencia entre dos estatutos peí 
ción á Ihb acciones judiciales, se da la preferencia á ii 
que se entabla el proceso. — Cas. Turin, i Octubre l' 

(2) Ley francesa de 14 de Julio de 1819. (Es la le; 
Abril de 1S65 y la holandesa de 7 de Abril de 1869.) 

Art. 1. Los artículos 726 y 912 del Código ciyil son 
consecuencia, los extranjeros tendrán el derecho de 
poner y de recibir de la misma manera que loe frai 
extensión del reino. 

Art. 2. En el caso de división de una sucesión o 
extranjeros y franceses, éstoa tomarán de los bienes i 
cia una porción igual al valor de los bienes situados < 
ro de que ellos sean excluidos, por cualquier título qi 
de las leyes y costumbres locales. 

(3) Un matrimonio celebrado en París, en el hotel 
de Inglaterra ó do los Estados Unidos, según las f 
estos países, entre una francesa y un nacional de uno 
es nulo por no haberse celebrado ante el oñcial del 
hotel de una Embajada no goza de la ficción de ex 
respecto á los actos que interesan á los nacionales di 
cual está acreditada.— Trib. del Sena, 2 Julio 1872 y 
Journal. 1874. Pág. 71. 



«En otro orden de i 
cuestión de saber segú 
aíón de un extranjero 
pleto en la distinción 
personal; según que se 
de una herencia como 
del Estatuto real, esta 
la situación de los bie 

«El Estatuto real se 
objeto regular la cond 
tuto personal, por el c 
si ciónos que detormiu 
personas. Esta distinci 
yor parte de los casos, 
cer cuando la capacida 
mente en relación con 
do en este punto y se 
al Estatuto real, los otr 
siciones que les parecí» 
se colocaban, más bien 
nes que á la capacidad 
chos sobre estos bienes 

•El único medio lót¡ 
rece que se halla en di 
del Eatatuto personal, 
determinantes del esta 
también las que regulí 
que esta condición sea 
las personas.^ 

«Por haber desconoc 
eminentes jurisconsul 
los Estatutos reales, lai 
sión de las sucesiones a 
misión á las leyes de 1 
go, casi á seguida, hí 
han creado una distinc 
ría, entre la sucesión i 
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regir sólo la segunda por el Estatuto real, mientras que han 
atribuido la primera á la ley personal.» 

tEl patrimonio, considerado como una universalidad ju- 
rídica distinta de los bienes que le componen, constituye, 
según la expresión de Mr. Demolombe, un ser de razón, 
un todo puramente ideal, que no tiene situación y que 
no se cpncibe más que por un vínculo jurídico entre el con- 
junto de los bienes y la persona, y no es más que la perso- 
nalidad del poseedor en sus relaciones con los objetos del 
mundo exterior; la transmisión del patrimonio por la heren- 
cia no es, puos, en realidad más que la transmisión de la per- 
sonalidad del difunto , viniendo á confundirse y á unirse con 
lapersonalidad del heredero ; todas las leyes relativas á esta 
transmisión son, por tanto, eminentemente personales, 
puesto que, determinando las condiciones del paso de la 
personalidad de una á otra cabeza, regulan á la vez la ca- 
pacidad del que debe transmitir y del quo debo recibir. » 

cEstá umversalmente reconocido que las leyes del Esta- 
tuto personal siguen á la persona , cualquiera que sea el lu- 
gar en donde se halle, y que, salvas las incapacidades espe- 
ciales quo el Código de una nación puede hacer recaer 
sobro un extranjero, éste lleva consigo, y goza de ellas 
también, como en su país de origen, todas las aptitudes que 
le reconoce su ley nacional. So sigue de aquí que la facul- 
tad de transmitir su patrimonio oh intestato es regida por la 
ley personal, á la cual, por lo demás, es equitativo suponer 
que ha querido someterse el difunto , en el momento en que 
no ha hecho ningún esfuerzo para librarse de su influencia, 
reclamando el goce de los derechos civiles en su país de 
adopción.» 

«Estos principios, á que la sola teoría conduce, han halla- 
do y hallan aún, por lo demás, en las leyes positivas fran- 
cesas, aplicaciones que son como su consagración. Así es 
que en el derecho antiguo , cuando florecía en todas partes 
en provecho del rey el derecho de aubana, que privaba al 
extranjero de la facultad de transmitir su patrimonio y le 
adjudicaba al soberano, frecuentes exenciones de este dere- 



267 

cho fueron establecidas en favor 
que el rey quería atraer al suelo 
están inspiradas , al parecer, en ■ 
rencia, hecha así libre, debía 
personal del difunto. Una aplic 
se encuentra en un edicto de L 
de 1462, conteniendo privilegios 
extranjeros que frecuentaban le 
se dice: *Que en el caso en que 
sin haber testado, los que son si 
tatutos, costumbres y usos de a 
como si hubiese sido abierta por 
micilio.» El derecho moderno p 
menos explícita en el art. 2.° de 1, 
en efecto, autorizando á los hei 
tranjero muerto en Francia á to: 
en Francia, una porción igual s 
dos en país extranjero, deque 
de las leyes y costumbres local* 
partir necesariamente de la cons 
cia do este extranjero sería regi 
brea locales de su país. Este pui 
mucha más fuerza aún en. el cas 
ros llamados sean extranjeros, p 
diendo ninguno de ellos reclami 
dad reservado por la ley de 181Í 
entera se Halla adjudicada seguí 

El principio- de Nacionalidad 
es una de las novedades más in 
el legislador de Italia. Hay una 
Casación de Turin, que merec 
derada. - 

«Considerando, dice, que se d 
minio de la doctrina, la cuestió) 



[1) Tribunal civil del Havre. Senté 
Journal. 1874. Pág. 182 y 188. 
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me á la razón y á los principios de derecho que la sucesión 
sea regida por la ley nacional del difunto , ó por la ley del 
lugar en que se hallan los inmuebles comprendidos en la 
sucesión. Esta cuestión ha sido resuelta en sentido contrario 
por los mejores autores: pero es un hecho que, según el De- 
recho internacional admitido en Europa, y sobre todo en 
Italia, en que la jurisprudencia está conforme con la doc- 
trina, se ha admitido siempre que hay tantas sucesiones 
como Estados en que se hallan situados inmuebles de la su- 
cesión, limitándose á los bienes muebles la aplicación de la 
ley personal del difunto.» 

c Considerando que la opinión según la que no puede se- 
pararse el patrimonio como entidad real (universitas jurisj 
de la perdona misma que la posee, y que considera que no 
es susceptible de división como la persona misma el ser mo- 
ral que se identifica con ella, — no había salido hasta ahora 
del dominio déla doctrina, y que es la primera vez que, to- 
mada de la teoría, ha sido llevada á la práctica por el artí- 
culo 8.° de las disposiciones preliminares del Código civil; 
pero el legislador italiano, adoptando él primero un principio 
tan liberal y tan generoso (como decía el ponente de la comi- 
sión), daba al mundo civilizado un bello ejemplo y acaso un 
estimulante que seguir. El legislador ha tratado, pues, de dar 
un ejemplo y acaso un estimulante , pero nada más; no ha 
tratado ni podía tratar de imponer á los otros Estados una 
innovación legislativa tan atrevida, de que no había aún, 
según lo nota el ponente, ningún ejemplo, y que ^estaba en 
contradicción con la regla admitida hasta ahoxa: tot heeredi- 
tates quot territoria: podía el legislador italiano adoptar la 
ley del extranjero ; pero pretender imponer á éste la ley ita- 
liana , es una proposición que basta enunciar para recha- 
zarla.» 

« Según este artículo, sin embargo , el italiano ó el extran- 
jero que sucede á un extranjero tiene derecho á que el or- 
den de sucesión y la medida de los derechos sucesorios sobre 
los bienes dejados en Italia por el difunto, sean regidos por 
la ley nacional del difunto mismo , y el italiano ó el extran- 



jero, sucediendo á un italiano propietario de bienes en di- 
versos países, podrá invocar por reciprocidad la aplicación 
de la ley italiana, cualquiera que 3ea el país en que estén 
situados. En esta segunda hipótesis, la ley no puede ser 
considerada más que como una invitación para extender 
el principio de la reciprocidad. So podrá, en apoyo de esta 
invitación, por vía diplomática, y conforme al deseo de la 
comisión mencionada, procurar introducir en loa otros pue- 
blos el principio proclamado por el legislador italiano. Pero 
no es ésta la misión de los magistrados: éstos no deben ni 
pueden dar sentencias que saben á priori que no pueden 
ser ejecutadas , porque, en tal caso , las sentencias se reduci- 
rían á simples resoluciones académicas, privadas de todo 
valor práctico. Pertenecerá á los magistrados del lugar 
donde están situados los bienes, admitir ó no adnu'tir la in- 
vitación , extender ó no extender el principio de la recipro- 
cidad hasta aplicar la ley italiana en materia de sucesión: 
por ellos solos, y no por magistrados italianos, esta aplica- 
ción podrá y deberá hacerse. La sentencia que consagra el 
principio contrario hace una falsa aplicación del art. 8 de 
las disposiciones preliminares del Código civil, y debe ser 
casada bajo este aspecto» (1). 

(1) Tribunal de Capación de Turin. Sentencia de 23 de Diciembre 
de 1870. 

Casó una sentencia de la Corte de Apelación de Genova, que decla- 
ró que la sucesión de un subdito italiano debe regularse según la ley 
italiana, ya en cnanto á loa herederos, ya en cuanto a la repartición 
de bienes hereditarios, aun en relación con los inmuebles situados en 
el extranjero (11 Abril 1870). Se halla ésta de acuerdo con otra del 
Tribunal de Casación de Ñápales , que decidió expresamente que la au- 
cesión de un extranjero se rige por su ley nacional , aun en cuanto á 
los bienes situados en Italia, sean innobles ó inmuebles. 

Ha sido combatida la sentencia del Tribunal de Turin. Se ha dicho 
que fnerza el sentido y destrnye el espíritu del articulo. — Norsa. Pági- 
na 47 y siguientes. 

El Tribunal de Casación de Tarín ha declarado de nuevo, en 17 Ju- 
nio 1874, que el principio del Código italiano no se aplica á loe inmue- 
bles situados en países en que no es admitido.— Journal. 1875. Pági- 
na 48 y siguientes. 
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La jurisprudencia, pues, nos ilustra convenientemente 
en la materia sucesoria, y nos revela claramente el punto 
hasta donde el principio territorial suele ser llevado, aun 
en pueblos que aceptan el personal en sus leyes , como con 
Francia é Italia ocurre (1). 



El principio tot hcereditates quot territoria prevalece en Francia. — 
Journal. 1875. Pág. 62. 

(1) En una sucesión extranjera abierta en Francia, ha lugar á dis- 
tinguir los muebles y los inmuebles; los muebles son regidos por la ley 
del domicilio legal del difunto , y los inmuebles situados en Francia 
son , según los principios generales de la distinción de los estatutos y 
la disposición expresa del art. 3, §. 2, Cód. civil, regidos por la ley fran- 
cesa. Por consiguiente, un hijo natural, excluido según la ley española 
de la sucesión de su padre, y no teniendo derecho más que á alimen- 
tos, no puede pretender nada de la parte mobiliaria de dicha sucesión, 
pero tiene sobre los inmuebles situados en Francia la parte que le está 
asegurada por los arte. 756 y siguientes, Cód. civil francés. — Pau, 17 
Enero 1872.— Journal. 1874. Pág. 79. 

Cuando existen en Francia inmuebles dependientes de la sucesión de 
un extranjero abierta en el extranjero, la demanda de división de 
estos inmuebles hecha por un coheredero extranjero contra un cohe- 
redero francés , es competentemente llevada ante los tribunales france- 
ses antes de la liquidación de la sucesión. No puede ser permitido á 
un francés recusar á sus jueces naturales y pedir que se recurra á los 
tribunales extranjeros , sobre todo cuando es perseguido por un ex- 
tranjero ante un tribunal francés , que es á la vez el de su domicilio y 
el de la situación de los bienes litigiosos.— Trib. de Poitiers, 29 Di- 
ciembre 1874.— Journal. 1876. Pág. 441. 

cEn principio los bienes son regidos por la ley del lugar en que 
están situados. El art. 3, Cód. civ:, aplica de una manera absoluta este 
principio á los inmuebles; si, sometiendo á una regla diferente el esta- 
do y la capacidad de las personas , guarda silencio sobre los muebles, 
•s porque, no estando fijada su situación, la determinación del estatu- 
to que les es aplicable depende necesariamente de las circunstancias. — 
Considerados en sí mismos y de una manera individual, como lo son en 
las cuestiones de reivindicación, de posesión, de embargo, de privile- 
gio , no hay ninguna razón para sustraerlos á la ley del lugar en que es- 
tán realmente; pero considerados en su relación con la persona y toma- 
dos como universalidad jurídica, son, por consecuencia de una ficción, 
que imponen á la vez la naturaleza de las cosas y la voluntad de su po- 
seedor, reputados como estando allí donde éste mismo se ha fijado, es 



Do todo lodicho se desprenden, como principios de l 
internacional privado admitidos, tanto en Europa co 
América, las conclusiones qua siguen: 



Ningún Estado aplica más legislación que la que su 
tente poder legislativo, en ai monta con su sistema guben 



decir, en el lugar de su domicilio, y sometidos, por consign.ien.te, 
de ente domicilia en virtud del principio general antes eenta 

la misma solución. En el silencio del Código sobre el estatuto a 
en esta materia, es natural admitir que las sucesiones son regí 
principio, por la ley del lugar en que se abren. Este lugar, seguí 
culo 1 10, está determinado por el domicilio. — Si los inmuebles i 
en Francia permanecen siempre sometidos á la ley francesa, aut 
diendo de una sucesión abierta en el extranjero, ea consecuent 
disposición absoluta del art. S; pero no aplicándose este artlc 
que á los inmuebles, deja la sucesión mueble bajo el imperio 
del lugar en que se abre. Tales eran , por lo demás , los principi 
raímente admitidos en el antiguo derecho, y nada induce á ci 
el legislador moderno haya pretendido modificarlos. Tales 
ser también los principios admitidos por la mayoría de los 
europeos. Se sigue de aquí que ea el domicilio del difunto el qu 
mina la legislación aplicable á la adjudicación de la sucesión : 
ria, y no la nacionalidad.) — Pan, 14 Mano 1874. — Jouma 
Pág. 358. 

En Austria la ley de 9 de Agosto de 1864, §. 23, somete loe 
muebles del extranjero al estatuto personal. — Journal. 1875. P 

Una sucesión puramente mobiliaria debe ser regida por el ■ 
personal de aquel de quien se trata. — Trib. del Sena, 14 Mayo 
Journal. 1879. Pág. 285. 

La jurisprudencia admite sin dificultad que la teoría de la ph 
de las sucesiones (tot este htereditatee quot bona divergís territ 
noxia) no puede aplicarse, cuando el testador determina él n 
Bola ley que debe regular su sucesión, y la voluntad del test 
halla ningún obstáculo en las diversas leyes que rigen loe i 
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tal, establece. Por consecuencia, ninguna ley extranjera se 
aplica sino cuando la voluntad del legislador la admite , expresa 
ó tácitamente, y sólo á los casos claramente determinados, ó á 
los que , mediante la interpretación, puede la doctrina exten- 
derse. 



países en que están esparcidos todos sus bienes. Es, pues, evidente 
que el principio de la pluralidad de las sucesiones, admitido en el 
derecho internacional por respeto á la soberanía territorial, y para im- 
pedir que las leyes de un país tengan efecto sobre inmuebles situados 
en otro Estado , no sirve más que. para prevenir los conflictos entre el 
derecho positivo que pueden surgir, en materia de sucesión, entre las 
diferentes legislaciones que rigen los diversos países en que se encuen- 
tran los bienes dejados por el difunto. Nada ciertamente se opone á 
que, aun admitiendo el principio tot hcsreditates quot loca, el que po- 
see bienes en diversos Estados pueda, disponiendo de su propiedad ó 
de su goce, apartarse de la regla indicada, reunir en su pensamiento 
y en sus actos de última voluntad todos sus bienes en un cuerpo, con- 
siderarlos como constituyendo un conjunto único, una sola herencia; 
no es dudoso que, cuando este hecho se presenta, la voluntad expre- 
sada por el testador debe ser respetada.— Cas. Turin, 9 Enero 1869. — 
Norsa. Pág. 61-62. 

El testamento hecho en Francia, según la ley americana, por un 
americano , es válido si este último ha conservado bu domicilio de ori- 
gen. El domicilio de origen no se pierde por el hecho de la residencia 
aun prolongada y continua en el extranjero; la adquisición de un nue- 
vo domicilio conforme á la ley del país es además necesaria. — Tribu- 
nal de Apelación del Estado de Nueva York. — Journal. 1874. Pág. 86. 

Cuando se trata de determinar la validez de un testamento hecho 
por un ciudadano americano, hay que atender primero un punto de 
vista capital : ¿La sucesión se compone de muebles ó inmuebles, ó de 
muebles é inmuebles? En el caso en que sólo tenga el testador que dis- 
poner de los muebles , debe conformarse con las exigencias de la ley 
que rige el lugar de su domicilio: cualquiera que sea su nacionalidad, 
ha de observar todas las formalidades que su derecho prescribe. Cuan- 
do se trata de inmuebles, el testador debe obedecer la ley del lugar en 
que están ellos situados, cualquiera que pueda ser el derecho que rija 
su domicilio. Y en fin, cuando en su testamento se dispone de muebles 
é inmuebles , es preciso que el testador haga acompañar y revestir el 
acto que enuncia sus últimas voluntades de todas las formalidades 
exigidas por la ley de los dos países; puede igualmente consignar sus 
disposiciones testamentarias en dos actos hechos respectivamente se- 
gún la ley del país en que cada uno de ellos debe recibir su ejecución. 



La Teoría de los Estatutos , diversamente interpre 
de criterio para determinar fas casos en que procedí 
ción de la legislación extranjera. 



Todo ocio, ejecutado en determinado país, está st 
cuanto á fas efectos jurídicos que ha de producir den 
la legislación que allí impera. 



Hay más: no ea el domicilio del testador, en el momento 
testamento, el que debe presidir á la redacción de esto ac 
micüío en el momento de la muerte. Puede, pues, bien se 
cambio de domicilio, inconveniente tan grave, que el P 
glés ha debido dar una ley reciente sobro el asunto. Ella 
der la validez del testamento de la ley del domicilio en el 
otorgamiento y no de la muerte. El acta del Parlamento ii 
ra válidos loa testamentos de bienes muebles, cualquiei 
ser el domicilio del testador en el momento de la confe 
muerte, si ha sido hecho según las formas exigidas por 
lugar en qne ha sido redactado, ó del domicilio del testa 
mentó de ta confección del testamento , ó de las leyes en 
de tenia su domicilio de origen; ningún cambio de doi 
afectar á la validez del testamento. Este acta hace á la le 
tancialmente conforme con lo generalmente adoptado e: 
de la Europa continental. — Journal. 1874. Pág. 87 y 88. 

Luisiana. — Un testamento hecho en otro Estado, se 
de este Estado, es válido, pero no puede recibir aa ejecu 
to á los bienes situados en Luisiana, particularmente ct 
de inmuebles, sino conforme á sus leyes. —Journal. 1875 

Luisiana. — Cuando una persona muero dejando propi 
ríos Estados, los bienes dejados en cada Estado son cor 
mo formando una sucesión separada en cuanto á la admi 
pago de las deudas y á los derechos que pueden pretend 
sucesión.— Journal. 1878. Pág. 131-132. 

Véase á Renault, De la Succesion ab ínteetat des Etran 
ce et des XVangais á l' étranger. Journal. 1876. Pág. 32! 
Página 15. 
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CAPÍTULO II 



PRINCIPIOS ACEPTADOS ES ESPASj 



I.- -CüNsiumiicroNEii 
n.— Estatuios fiísonil, mil y 

HL- JURJBFBlTDmiCli T THÁT1DOS. 

IV.— Conclusión. 



España, por lo que ha podido notarse, pw 
cioiies para resolver las cuestiones de Derec 
nal privado desde los más remotos tiempos, 
en la Edad Media á las leyes de todos loa deír 
marcha rezagada en este camino. El mismo P 
digo civil, que dista mucho de hallarse á la e 
do actual de la ciencia, y que aibrtunadamen 
gir, apenas si hace más que seguir al de Fra: 
caso, por no haberse llegado á la unidad eu 
vil, de que los principios de Derecho internai 
hayan de aplicarse, no ya á las relaciones en1 
ó con ellos, sino, como las sentencias del Trit 
nos revelan frecuentemente (1), á las de loa mi 
les, sometidos á legislaciones diversas (2). A ■ 



(1) Sentencias de 27 de Noviembre de 1808, 21 I 
nio 1874, 7 Julio 1879, etc. 

(2) Derecho y jurisprudencia de Aragón en sus reí 
gislación de Castilla, por dos abogados del Ilustre Col 
(Murtón v Santa Pau). T. I. Zaragoza, 1886. Pág. 65 y 
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cuestiones se aplica el mismo criterio, la Teoría de los Esta- 
tutos. 

La proximidad á Francia, el generalizado conocimiento 
de su idioma, la influencia de los publicistas franceses, cu- 
yas obras son casi las únicas que están al alcance de la ge- 
neralidad de nuestros hombres de ciencia, y el escaso desen- 
volvimiento científico , han contribuido á que en España no 
se haya hecho otra cosa más que seguir á Foelix. El princi- 
pio personal es, como consecuencia de ello, el que en nuestro 
Derecho domina. 

Todos los que se hallan en el territorio español, sean na- 
cionales ó extranjeros, han de someterse á sus leyes (1). Las 
penales y de policía no admiten excepción de ninguna 
clase (2). Las civiles extranjeras se aplican excepcionalmen- 
te, en ciertos casos, mediante el cumplimiento de condiciones 
determinadas (3). La Constitución y las leyes indican los 
que son españoles y extranjeros, y los derechos que se reco- 
nocen á unos y á otros (4). El principio de reciprocidad está 
admitido como dominante en la legislación patria (5). 



(1) Ley 1 .% tít. 6 , lib. 1 del Fuero Real.— Ley 16, tít. 1, Partida 1 .•— 
Arte. 17, 18 y 20 del Real decreto de 14 de Noviembre de 1862.— Artí- 
culos 8, 89 y 40 de la Ley de 4 de Julio de 1870.— Art. 819 de la Ley 
provisional sobre organización del Poder judicial de 16 de Setiembre 
de 1870. 

(2) Ley 16, tít. 1, Partida l.»— Art. 17 y 19 del Decreto de 1852.— 
Art. 41 de la Ley de 1870. — Art. 883 y siguientes de la Ley provisional 
de organización del Poder judicial de 1870, ó 36 y siguientes de la 
Compilación general de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamien- 
to criminal de 16 de Octubre de 1879. 

(3) Ley 16, tít. 14, Partida Z*—Real decreto de 17 de Octubre de 
1861. — Art. 923 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil de 1856. — 
Art. 35 del Decreto de 1852. 

(4) Art. 1 y siguientes de las Constituciones de 1869 y 1876.— Ar- 
tículo 1 y siguientes del Decreto de 1852 y de la Ley de 1870.— Ley de 4 
de Diciembre de 1865, fijando reglas para el asilo de los extranjeros 
en España. 

(5) Art. 19 del Código de Comercio de 1829.— Decreto de 1851. Cir- 
cunstancia 6.*— Arts. 288, 923 y 924 de la Ley de Enjuiciamiento civil. — 
Arte. 66 y 956 de la Ley provisional de Enjuiciamiento criminal de 22 



La aptitud y la capacidad legal de los iu 
regidas por las leyes de su país (1). 

Las cosas, sin distinguir entre las inmuebl< 
bles , se someten á la ley de su situación (2). 

Todos loa contratos y actos otorgados en 
tienen validez y surten efectosenEspaña, sien 
formándose con los estatutos personal , real (3) 
su asunto lícito y permitido por nuestras leyes 
da igual eficacia y validez á los celebrados en 
los dominios españoles en el país del otorgan 
necesario, por consiguiente, tener en cuenta t 
lación extranjera como la patria (5). 

Los actos pueden seguir, además de la forre 
país donde se realizan, la de las leyes de Esp 
que allí la representan. Los Agentes diplomát; 
lares españoles en territorio extranjero tiene 
un registro, en el que se deben inscribir los acto 



de Diciembre de 1872, ó sean SOT y 1.020 de la Compil 
ciamiento criminal. — Art. 51 de la Ley de propiedad t 
de Enero de 1879. — Real orden de 25 de Noviembre de 
den de 11 de Noviembre de 1864. 

(1) Decreto de 1851. Circunstancia 2.*— Art. 925 d 
juiciamiento civii. Circunstancia 1.» 

(2) Ley 16, tít. 14, Partida 3.»— Arta. 21 y 32 del De 
Arte. 34 y 42 de la Ley de 1870.— Art 926 de la Ley d 
to civil. Circunatancia 1 * 

(3) Se refiere al estatuto real la inscripción de las 
Registro. Véanse los arta. 2 y 5 de la Ley hipotecaria < 

(4) Real decreto de 17 de Octubre de 1861. 

(5) Art. 282 y 925 de la Ley de Enjuiciamiento c 
cia 4.* — Art. 1 6 de la Ley provisional de matrimonio ci 
rúo de 1870. 



personas (1). Los Af 

lo civil y en lo cric 

Se lea reconocen e: 
cíales atribuciones ^ 
al (4), y especialmei 
le rigen por la ley d 
neterse, si han de n 
dación española (7). 
a ha respetado has 

matrimonios, el e 
Dente la forma del ; 
xigir, en los casos i 
requisito de la inac; 
i España de los mt 
.en, sino, al contra 
jeros qué tratan de 
le la forma del lug 
aio, si uno de ellos 
ción, á los contraye 

la Ley provisional del Registro civil dt 
■ento del Ministerio de Estado para plan- 
id de 5 de Setiembre de 1871. 
el Reglamento para la carrera consular 
l decreto de 29 de Setiembre de 1848 é 
1858. — Real orden circular del Ministe- 
« de 1860.— Art. 342 de la Ley del Poder 
'» del Enjuiciamiento criminal. 
Cortea y Morales, Diccionario razonado 

diplomático-consular, etc. Madrid, 1874. 
i.— Artfl. 44 y 45 Ley de 1870. 
1.»— Ley 15, tlL 14 , Partida 3.»— ArU.29 
12 y 43 Ley de 1870. 



iunstancia l.*— Art. 82 del Decreto de 

enjuiciamiento civil. Circunstancia 3.* 

e la Ley de matrimonio civil, y arta. 69 

¿I. 

itrimonio civil. 

matrimonio civil. 



Los Tribunales espaf 
del cumplimiento de la 
ó fuera de España po 
vor de subditos espafi 
rocho á que por loa Tr 
justicia cod arreglo á la 
para el cumplimiento d 
ña ó que deban cumplii 
bienes sitos en territori 
extranjeros ó contra ex 
ción real ni personal, p 
ña, son, sin embargo 
cuando se trate de evil 
gentes y provisionales \ 
ausentarse á ña de eluí 
expuestos á perderse er 
mente de guardador á 

La prueba so rige p( 
lugar el hecho (4). 

El extranjero demar 
dilatoria de arraigo en j 
en la nación á que pert 

Las sentencias civilt 
fuerza que determinan 
serva la reciprocidad. £ 
falta de precedentes , se 
de las facultades del Ti 
enuncia del ejercicio de 
tías de la justicia del p: 
día) , si no se opone á L 
licita ante ella), y si re 

(1) Art. 29 Decreto de 1 

(2) Art. 82 Decreto de II 

(3) Art 33 Decreta de 1 

(4) Ley 16, tlt. U.Part 
civil.— Att. 82 de la Ley de 

(6) Art. 238 de la Ley d 
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nación para que se considere auténtica y los que las leyes 
españolas requieren para que en España haga fe (1). 

Procede la petición de extradición del que estuviere pro- 
cesado ó hubiere sido condenado en sentencia firme, en los 
casos que se determinan en el tratado vigente con la Poten- 
cia en cuyo territorio el refugiado se hallare; si no le hay, 
en los que la exige el derecho escrito ó consuetudinario de 
aquella á la que se pide, y á falta de disposiciones del mis- 
mo, cuando el principio de reciprocidad lo reclama (2). 

Los exhortos de jueces extranjeros son cumplidos en todo 
aquello que puede y debe ejecutarse en el Reino, según las 
leyes, siempre que vengan por el Ministerio de Estado con 
las formalidades y requisitos de costumbre (3). 

Los Jueces y Tribunales españoles no cumplen en lo cri- 
minal los exhortos de Tribunales extranjeros, sino en los 
casos y del modo establecido en los tratados celebrados con 
los Estados respectivos, atendiendo en todo caso al princi- 
pio de reciprocidad (4). 



III 

Al resolver las cuestiones de Derecho internacional priva- 
. do que entre nosotros han promovido litigios, justo es con- 
fesar que los Tribunales españoles no han imitado en su 
conducta á los de Francia é Italia. No han puesto obstácu- 
los á la aplicación de la legislación extranjera en los casos 
en que procede, según la Teoría de los Estatutos, rodeándo- 
la de numerosas y á veces inmotivadas excepciones. 

No puede haber duda en España en lo relativo á la pre- 
ferencia que debe darse á los tratados sobre las leyes. Ya lo 



(1) Art. 024 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Art. 956 de la Ley de Enjuiciamiento criminal y 1.020 de la Com- 
pilación del Enjuiciamiento criminal. 

(8) Art. 34 Decreto de 1862. 

(4) Art. 66 de la Ley provisional de Enjuiciamiento criminal , y 80T 
de la Compilación del Enjuiciamiento criminal. 



hornos dicho en la Introducción (1). Aparte de qut 
troa tratados tienen carácter legislativo (2), se h 
expresamente que no pueden por leyes, anterio 
ñores, ser derogados (3}. Constantemente los co 
mer lugar nuestras diferentes disposiciones leg 
Es preciso, á pesar de ello, reconocer, que, cuan 
van los tratados los países con los que se hai 
como sucede con Francia (5), admitido como 
principio de reciprocidad, que domina todas un 
no deben cumplirse tampoco. Ya hubo necesid 
de disponer, que, no dándose curso por parte t 
francés á los exhortes dirigidos á las autoridad 
país por las españolas para el embargo ó secuest: 
nes de los subditos franceses procesados en Es 
jasen de expedir exhortes con este objeto, y q 
procidad no se cumpliesen los remitidos desde 
ejecución de dicho embargo ó secuestro en bi 
ditos españoles (6). 

El Tribunal Supremo ha declarado que las 1 
jeras sólo excepcionalmente se aplicau, y que 1j 
de Derecho internacional, aunque conducentes 
á la materia controvertida, nunca podrían se 
como motivos de casación, no fundándose en re 
bles ni citándose tratados especiales que hubies 
brantados (7). 



(1) Véase la pag. 34 y siguientes. 

(2) Véanse los sitíenlos de las Constituciones espai 

(3) Véase la Real orden de 8 Agosto 1864 inserta en 

(4) Art. 19 del Cod. de Comercio.— Art. 922, 923 y 92 
Enjuiciamiento civil.— Art. 66 y 956 de la Ley de Enju; 
minal, ó 307 y 1.020 de la Compilación del Enjuiciamien 
Art. 28 de la Ley municipal de 1877. 

(1) Véase el caso citado en la pág. 237. Para compret 
que merece á Francia la legislación española, véanse ad 
una 261, 252 y 270. 

(1) Real orden de 11 do Noviembre de 1864. 

(2) Sentencia de 29 de Enero de 1875. 

«Sólo por residir en país extranjero no pierde un si 
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La Doctrina de los Estatutos se halla desenvuelta en va- 
rias sentencias de casación en las que conviene fijarse. 



su calidad de tal, pues para esto es preciso que adquiera carta de ve- 
cindad ó naturaleza en aquel país , único caso en que quedará sujeto á 
sus leyes.» 

«Por consiguiente, tratándose de un español que falleció, sin dejar 
de serlo, en país extranjero, es inconducente la cuestión sobre estatu- 
to real y personal , no siendo objeto de la demanda la distribución de 
los bienes hereditarios, sino la declaración exclusiva de un derecho, 
el que, habiéndose de decidir por Tribunales españoles, no puede me- 
nos de referirse á las leyes españolas , que son las aplicables por éstos 
en mérito de bus atribuciones , que no se ponen en duda por el de- 
mandante de los bienes hereditarios.» 

<No hallándose establecida por nuestras leyes la distinción de que 
respecto á los bienes raíces son aplicables las leyes peculiares de cada 
nación, y fundándose únicamente el recurrente en las de Francia, sólo 
puede llevarse el debate para la aplicación de éstas ante los Tribuna- 
les franceses, que, conocedores de las mismas, serian los únicos com- 
petentes , toda vez que los nuestros no admiten ni aceptan semejante 
división. > 

«La ley 15, tít. 14, Part. 6.*, excluye por principio general la aplica- 
ción de )a ley ó fuero de otra tierra; y que, si bien la admite, es res- 
pecto de las contiendas que fuesen entre ornes de aquella tierra, ya 
sobre pleitos ó posturas que oviesen fecho en ella, ó en razón de algún 
mueble ó raíz de aquel lugar. > 

«Las doctrinas de derecho internacional, aunque fueran conducen- 
tes y aplicables á la cuestión litigiosa , nunca serían admitidas como 
motivos de casación , no fundándose en reglas invariables , ni citándo- 
se tratados especiales de nación á nación que hubiesen sido quebran- 
tados.» 

Sentencia de 6 de Junio de 1873. 

«La cuestión relativa á la nacionalidad de un testador y acerca de 
si éste ó su padre habían ganado vecindad en España con motivo de 
su larga residencia en una población de la misma, y otros antecedentes 
relativos á su vida pública y privada , es puramente de hecho ; y por 
lo mismo, resuelta por la Sala sentenciadora en uso de sus facultades y 
con presencia de las pruebas hechas por los litigantes, sin que en con- 
tra de su apreciación se haya citado ley alguna como infringida, en sen- 
tido negativo, son inoportunas las citas como infringidas de las leyes 3.', 
8.* y 9. a del tít. 11, lib. 6.« de la Novísima Recopilación; doctrina legal, 
según la que la nacionalidad se establece, no sólo por la procedencia 
ó el nacimiento, sino que se funda en la voluntad del individuo, en la 
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«De la mutua conveniencia de las Naciones al experimen- 
tar los males que necesariamente surgían de no admitir los 
efectos de las leyes extranjeras , ha venido el Derecho inter- 
nacional privado, que tiene el carácter de consuetudinario, 
y comprende el conjunto de disposiciones que, según afectan 
á las personas, á las cosas y á las formas, se distingue con 
los nombres de estatuto personal, real y formal.» 

«Es regla general admitida por las Naciones, con ligera 
excepción, que el estatuto personal, no mediando un trata- 
do especial, debe regir todos los actos que se refieren en lo 
civil á la persona del extranjero, subordinándose á las le- 
yes vigentes en el país de que es subdito , y decidiéndose 
por él todas las cuestiones de aptitud, capacidad y derechos 
personales ; porque en otro caso se introduciría la perturba- 
ción y la facilidad de burlar las disposiciones de las leyes 
patrias que protegen los derechos de los subditos, al mismo 
tiempo que le imponen las correlativas obligaciones.» 

«Para que el Tribunal extranjero pudiese ser competente 
para el conocimiento de las cuestiones que afectan al fondo 
del testamento, es necesario que el finado hubiera tenido 
carta de naturaleza en aquel país, ó por lo menos un ver- 
dadero domicilio, al que, según las leyes de él, estuviera 
anejo el goce de todos los derechos civiles, sin que sirva al 
efecto, que el testador, titulándose ciudadano español, ma- 
nifieste que circunstancias particulares le han impedido na- 
turalizarse en aquel reino, y deje un legado para su natura- 
lización postuma.» 

«La circunstancia de consistir la herencia en bienes mo- 



que estaba basada la Real orden de 20 de Agosto de 1849, al prevenir 
que para la vecindad era precisa la voluntad; el art. 1.° de la Constitu- 
ción de 1837, reproducido en las de 1845 y 1869, según el que son es- 
pañoles los extranjeros que, aun sin carta de naturaleza, hayan ganado 
vecindad en cualquier pueblo de la Monarquía; y el art. 8.° del Real de- 
creto de 17 de Noviembre de 1852: mucho más si aparece que dicho 
testador fué inscrito como extranjero, cuando nació, en las matrículas 
del Consulado y del Gobierno civil, y posteriormente siendo ya mayor 
de edad y huérfano de padre. > 



\ 



i se pueda determina 

del reino, ninguna a 

8 en Vizcaya han de 

r es forales , toda Tez 
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ifiol, con simple domicilio en un país 
en éste válidamente su testamento en 
lidadcs extrínsecas, arreglándose al esta- 
ue es lo mismo, á las solemnidades exigi- 
ue testó, los tribunales de éste son com- 
i las acciones de apertura del testamento 
portunas providencias respecto a su re- 
vación y seguridad de sus bienes» (2). 
remo ha reconocido la doctrina de que, 
• de celebración, deben ser regidos los 
na vez, con motivo de asuntos entre ex- 



ie Junio de 1874. (Derecho /oral.) 
Tribunal Supremo desconoce el sentido históri- 
'erecho internacional privado. El origen de ella, 
debió á la necesidad de resolver laa cuestiones 
dividuos de una misma nacionalidad, sometidos 
h. Aparto de esto, en la época de la publicación 
.tan las relaciones internacionales reclamar dis- 
para motivar su resolución , contraria á la que 
:omo del estatuto personal, á establecer esta di 
n el derecho internacional privado es del estata- 
a , cuando se trata de bienes situados en los terri- 
itidos á varias legisl liciones , es del estatuto real. 
de Noviembre de 1867. 
de Diciembre de 1871, 

) del Código de Comercio, todo extranjero que 
:cio en territorio español, por el mismo hecho 
'llofl, sus resultas é incidencias, á los Tribunales 
conocerán de las cansas que sobrevengan, y las 



tranjeros, siguiendo las huellas de los Tribunales fxs 
ha declarado su incompetencia (1). 

La jurisprudencia española tiende á aplicar el pt 
personal á las relaciones internacionales, y el territ 
las cuestiones que surgen coa motivo de las legisb 
torales. Las dificultades de la práctica imponen , en lo 
mas frecuentes, en España y fuera de España, el pr 
territorial. 

Pocos preceptos contienen generalmente los tratadi 
la resolución de nuestras cuestiones, aparte do 8 
asuntos, que son, como I03 comerciales (2), la e 
ción (3) y la propiedad literaria (4), ampliamente desf 
dos. Suelen limitarse á igualar en derechos á los súbd 
las dos partes contratantes, á dar ciertas atribución." 

decidirán con arreglo al derecho común español y á las leyes 
pío Código de Comercio.» 
Sentencia de 7 de Julio de 1879. (.Derecho /oral.) 
«Considerando que no ee aplicable al caso del pleito, y pe 
gniento noae infringe por la sentencia la ley 24, tft. 11, Part. 
se invoca, porque D. V. y bu legitima esposa eran vecinos de Z 
cuando aquél contrajo la deuda para cojo pago está apremiad* 
embargaron los bienes que en dicha ciudad tenía, y al cual ei 
dos cónyuges obligados, según las leyes y fueros de Aragón , 
ben ser aplicados en el cumplimiento de las obligaciones legíti 
te en dicho país contraídas, y especialmente si, como en el [ 
pleito, se refiriesen á bienes inmuebles quo se rigen por la del 
el que están sitos, sin que obsten, ni puedan impedirlo co 
otorgados anteriormente entre marido y mujer con arregla á c 
yes que no tienen observancia en Aragón, y que, si bien á los t 
trayentes pudieron obligar, no de modo alguno en perjuicio de 
que adquirió ia obligación y el derecho á cobrar su crédito poi 
bienes y de marido y mujer según la referida sentencia.) 

(1) Sentencia de 10 de Mayo de 1H76. 

Declara la incompetencia de los Tribunales españoles para ■ 
de un asunto entre extranjeros en Sociedad domiciliada en Pai 

(2) Véanse en las Colecciones de tratados citadas en la Ii 
ción. Pág. *2 y 43. 

(3) Véase á García y Santisteban, Manual práctico de ext 
ne», compilado y anotado, Madrid. 1870, 

(1) Véanse las Colecciones de tratados citadas. 

19 



testamentarías y abintesta- 
efectOB del estatuto real (1). 
iales sobre la defensa por 
a (3), las testamentarías (4), 

sión en la que se reconoce, 



¿a para fijar los derechos civiles 
liciones de los Agentes consula- 
en Madrid el 7 de Enero, y ra- 
el 7 de Marzo de 1862.— Ártica- 

lente reproducidas, se hallan en 
lebradoa, uno con Italia (articu- 
le Julio y ratificado y canjeadas 
3 1867, y otro con Portugal (artf- 
l de Febrero de 1870 y ratificado 
Abril de 1871. 

consulares con el Gran Ducado 
i(b), la Confederación de la Ale 

;i870 y 1872) (c). Bélgica (1870) 
Rusia (1876) (f ), etc. 
le comercio y navegación con la 
Suecia y Noruega (1871) (h), loe 
76-77)(j), Grecia (1876-78) (k), 

ca, para asegurar reclprocamen- 
para litigar á loa nacionales de 
31 de Mayo y ratificado y can- 

to de 1872. 
Gobiernos español y belga por 

872 , para la comunicación recí- 

súbditoa de uno y otro pal», ra- 
da Febrero de 1870, entre el 

n Buenos Aires y el Ministro de 



(1) 


Art. I 
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Art. 1 




<i) 
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(i) 


Art. I 


z,8, í j-r 

7, 13 y 17 



á propósito del tratado con Francia, que el derecho 
tar corresponde al estatuto personal , á diferencia de 
posiciones contenidas en tratados posteriores con I 
Bélgica, que lo consideran del estatuto real term 
mente (1). 

El Tribunal Supremo ha declarado que tiene facul 
francés de disponer, por testamento, según la ley fra 



Relaciones extranjeras de la República Argentina, haciendo e) 
á loa Cónsules españolea, á cambio de la más estricta recíproci 
parte de España, respecto de los Cónsules argentinos, lo esi 
en la ley sancionada en Setiembre de 1875, por el Congreso 3 
de dicha República, sobre intervención de los Cónsules extran 
las sucesiones de sus respectivos nacionales.— Véanse especi 
los artículos 1, 2, 8 7 12. — No tiene logarla intervención deloE 
les españolea cuando algún argentino fueae heredero desceñe 
ascendiente (art. 2). 

Protocolo sobre concesión de facultades y prerrogativas á I 
sulea de España y do la República Oriental del Uruguay, fin 
Montevideo el 25 de Junio de 1870 y ratificado y canjeadas las 
ciones el 30 de Setiembre de 1870. 

Debe llamarse la atención, al indicar estos convenios, sobn 
acerca de la nacionalidad de los hijos de españoles nacidos en 
públicas de América, firmada en Palacio á 20 de Judío de 186' 

Convenio sobre intervención de los Agentes consulares en li 
mentó b de sus nacionales, celebrado entre España y Rusia en 
de Junio de 1876, y ratificado y canjeadas las ratificaciones. 

(1) Convenio con lluvia. 

Art T. Si,... se suscitase alguna duda acerca de las reclan: 
que pudieran producir contra la parte mueble de la herencia p 
de los subditos del país ó de una tercera Potencia, la decisión 
-siente á estas reclamaciones, mientras que no se funden en t 
herencia ó de legado, pertenece exclusivamente á los Tribun 
país... 

Art. 10. La herencia de los bienes inmuebles se regirá por 1 
del país en el que los inmuebles estén situados, y el conocimi 
toda reclamación ó duda concerniente á la parte inmueble pert 
exclusivamente á los Tribunales de dicho país. Las cuestiones 
das sobre partición de bienes muebles, asi como los derechos 
cesión de los efectos muebles dejados en uno de los dos países 
ditos del otro , serán juzgados por los Tribunales ó autoridades 
lentes del Estado á que pertenecía el difunto, y en conformidat 
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de la universalidad de sus bienes, hasta de inmuebles situa- 
dos en España, y á pesar de las disposiciones contrarias de 
la legislación española. 

c Tanto en las leyes comprendidas en nuestros Códigos, 
dice, como en los tratados internacionales celebrados con 
Francia, se ha reconocido constantemente el derecho de loa 
franceses transeúntes y domiciliados en España á ser juzga- 
dos por las leyes de su país en todo lo que se refiere al esta- 
tuto personal, y hasta el Tribunal Supremo ha sancionado 
la misma doctrina en diferentes sentencias.» 

«El derecho de testar, como que se refiere á la capacidad 
del individuo, es uno de los que corresponden al estatuto 
personal, y en este supuesto, el francés residente en Espa- 
ña, que no ha perdido su nacionalidad, puede otorgar váli- 



leyes de este Estado , á menos que un subdito del país en el que la 
testamentaria se ha incoado tenga algún derecho que hacer valer á la 
mencionada sucesión. JLn este último caso , y si la reclamación se pres- 
enta..., el examen de esta reclamación será sometido á los Tribunales 6 
autoridades competentes del país en que el juicio se haya incoado, que 
fallarán, en conformidad á la legislación de dicho país, acerca de la va- 
lidez de las pretensiones del reclamante y si ha lugar sobre la parte 
alícuota que le debe ser adjudicada. Cuando haya sido satisfecha esta 
parte alícuota, el remanente de la sucesión será entregado á la autori- 
dad consular, la que dispondrá, respecto de los demás herederos, con 
arreglo á las estipulaciones... 

Art. 12. Las disposiciones del presente Convenio se aplicarán igual- 
mente á las sucesiones de un subdito de uno de los dos Estados que, 
habiendo fallecido fuera del territorio de otro, hubiese dejado en él 
bienes muebles ó inmuebles. 

Tratado de Comercio y Navegación celebrado entre España y Bélgi- 
ca en 4 de Mayo, y ratificado y canjeadas las ratificaciones el 23 de 
Julio de 1878. 

Art. 2. Los subditos de cada una de las altas partes contratantes... 
gozarán recíprocamente en el territorio de la otra del mismo derecho 
que los nacionales de recoger y transmitir las sucesiones áb inféstate 
y testamentarias, según las leyes del país. — ...Si se suscitaren cuestio- 
nes entre los diversos postulantes, respecto del derecho que tengan 
á las propiedades de la sucesión, deberán resolverse por los jueces se- 
gún las leyes del país en que estén situadas las propiedades , y sin más- 
apelación que la prescrita por las mismas leyes. 



damente el testamento ológrafo, puesto que se halla autori- 
zado para ello en virtud de lo dispuesto en los arts. 969, 
970 y 999 del Código civil francés.» 

«El art. 19 del Tratado celebrado con Francia en 7 de 
Enero de 1862, lejos de contener frase alguna que revele el 
propósito de privar á los frauceses de la facultad de hacer 
testamentos ológrafos, la sanciona, puesto que en los párra- 
fos primero y segundo se estipuló «que los Cónsules gene- 
rales, Cónsules, Vicecónsules ó Agentes consulares ó sus 
Cancilleres tuviesen el derecho de recibir en sus Cancille- 
rías, en el domicilio de las partes y á bordo de los buques 
de su nación, las declaraciones que hubieran de prestar los 
capitanes, tripulantes y pasajeros, negociantes y cuales- 
quiera otros subditos de su país, y que estuviesen faculta- 
dos para autorizar, como Notarios, las disposiciones testa- 
mentarias de sus naturales,» sin hacer distinción entre los 
diferentes testamentos que el Código francés reconoce; aña- 
diéndose en el párrafo cuarto que los testimonios ó certifi- 
ciones de estos actos, debidamente legalizados por dichos 
Agentes, y sellados con el sello de oficio de sus Consulados 
ó Viceconsulados , hicieran fe en juicio y fuera de él, así en 
los Estados de España como de Francia, y tuvieran la mis- 
ma fuerza que si se hubiesen otorgado ante Notarios ú otros 
oficiales públicos del uno ó del otro país, con tal de que es- 
tos actos se hubieran extendido en la forma requerida por 
las leyes del Estado á que pertenecieran los Cónsules ó Vi- 
cecónsules, y hubieran sido después sometidos al sello , regis- 
tro ó cualesquiera otras formalidades que rigieran en el 
país en que el acto debiera ponerse en ejecución: de todo lo 
cual, y especialmente de las últimas frases, se desprende 
que los franceses pueden testar en España de la misma ma- 
nera que en Francia , sin más limitación que la de observar, 
al hacerlo, las formalidades exigidas por las leyes de su país. » 

«Si bien es cierto que la transmisión de unos á otros déla 
propiedad inmueble ó raíz debe regirse por el estatuto real, 
siempre que se trate únicamente de determinadas fincas 
que hayan sido adquiridas en virtud de un título particular, 
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ie Junio de 1673. 
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FILOSOFÍA DEL DERECHO II 
CAPÍTULO l 



Al examinar fundamentalmer.il 
privado, es indispensable estable 
principio que le ha servido de ba¡ 
debe servirle, 

Las disposiciones del Derect 
como en general todas las jurídic 
deramente en la utilidad ó nece¡ 
naturaleza especial , mediante la < 

En principio, el Derecho inten 
demás ramas del Derecho, debí 
de la realización de éste , como cor 
to del fin del hombre. 

Pero la utilidad y la justicia 
completamente de acuerdo, sirvii 
der03o para la otra. «Del mismo i 
la vida de los individuos puede : 
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«La utilidad, como dice Vico (1), no ea el : 
derecho, sido sólo un medio de que la Prov 
para conducir á su aplicación á los indi 
pueblos. > 

• Dos ideas se hallan enfrente una de otrs 
rocho internacional: la autonomía de cada 
ciedad de las naciones. En vez de destruirse i 
deben suavizarse estas dos ideas una por o1 
premo principio que las concilla: la socieda 
coma la sociedad civü , debe ser organizada par 
ya al perfeccionamiento del individuo de la mi 
tibie' 42). 

Proponiéndose el Derecho internacional ] 
huir ó la realización del derecho, claro es q 
por base la noción de éste , perfectamente e 
uu elemento importante de que no se puec 
que se olvida por lo general en la resoluc: 
cuestiones. El derecho no es meramente una 
necesita ser aplicado en la vida, y para elli 
ción indispensable el elemento físico, la coac 

i El derecho implica la facultad de cohi 
Kant. Sólo puede llamarse derecho estricto e 
mente exterior. Este derecho se funda indudí 
conciencia que tiene cada uño de que está o 
plir la ley; pero para determinar la volunta 
no es necesario invocar esta conciencia coi 
no podría hacerse sin que perdiese su pureza 
camente en el principio de la posibilidad d< 
exterior, de acuerdo, según leyes generales, 
de cada uno. El derecho y la facultad de e, 
son cosas idénticas» (3). 

«En la ley ó en el derecho en general, c 



(1) De uno et universo juro principio. Milán, 163 

(2) Carie. Pig. 16. 

(3) Elemente metaphysique* de la doctrine dv Droi 
ría, 1363. Páge. 46, 46 y 47. 
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balanza sin la espada es el dpi echo en su impotencia. Ellas 
se completan recíprocamente, y el derecho no reina verdade- 
ramente más que en el caso en que la fuerza desplegada por 
la justicia para manejar la espada iguala á la habilidad que 
emplea para tener la balanza» (1). 

De la idea del Derecho y de la necesidad de la coacción 
para que se aplique, surge la noción del Estado. «Es, como 
dice Bluntschli, la encarnación y la personificación del po- 
der de la nación, cuyo poder, considerado en su majestad y 
suprema fuerza, se llama soberanía.» «El Estado desapare- 
ce allí donde ninguna persona conserva la autoridad, en 
donae los gobernados niegan la obediencia política, en 
donde cada uno hace lo que quiere, en donde reina la anar- 
quía.» (2). 

«La existencia de un Estado, indica Heffter, supone una 
voluntad colectiva regularmente organizada y una autori- 
dad pública encargada de la dirección de la sociedad» (3). 

«El Estado supone como bases, afirma Calvo, una socie- 
dad capaz de sostener su independencia con sus propios re- 
cursos, una autoridad encargada déla dirección déla socie- 
dad hacia su fin y la permanencia ó estabilidad de esta mis- 
ma sociedad. Si alguna de estas condiciones falta, el Estado 
no existe, ó no existe por lo menos en su integridad y como 
debiera para ser fuente y causa de relaciones internaciona- 
les. El Estado , órgano supremo del derecho en un pueblo, 
necesita á su vez de un organismo que lo realice y traduzca 
en el terreno de los hechos. Este organismo constituye el 
gobierno de una nación ó de un Estado» (4). 

El Derecho y el Estado suponen, pues, necesariamente la 
fuerza física como elemento esencial. 



(1) Le Combat pour le droit Traduit de l'allemand par A. F. Mey- 
dieu. Vienne, 1876. Pág. 1-2. 

(2) Derecho público universal. Parte 1. a Teoría general del Estado. 
Versión castellana. Págs. 16 y 413. 

(3) Le Droit international de l'Europe. Trad. Bergson. 3« ed. franc. 
rev. et augm. Berlín, 1873. Pág. 36. 

(4) Derecho internacional teórico y práctico, etc. Tomo I, pág. 83 y 84. 



■eranía del Estado se desprende el 
i á que han de sujetarse los que de 
jrecho de legislar. Como al hacerlo 
prescriben deberes, que pueden y 
Livaraente, es natural admitir sólo 
legislador hasta donde con sus re- 
i realización del Derecho. De nada 
os é imponer deberes, ai en el nao- 
hubiera medios de que se hicieran 
■ncibe el Derecho á bu modo, y sólo 
en apoyo de lo que como tal cern- 
ina mediante hechos, que engen- 
:as. En toda ciencia ha de partirse 
fdicas debe servir de base la espe- 
sa que se examinan, y no sus ele- 
ai Derecho internacional privado 
lenta las que el trato internacional 

las relaciones jurídicas las perso- 

Ha de verse en cada caso partícu 

regirlos, 
ble el trato jurídico internacional, 

extraterritorial á las leyes. Los bo- 
tado, no pueden desconocerse en 
laciones exige el mutuo respeto y 
i que en algunas de ellas se ad- 
tí tonalidad tiene su limite en la 
;en y en la soberanía de los Es 
lear los recursos, con que parala 
uentan , en garantir derechos , que 
f que están en oposición con sus 
dicos en todas partea reconocidos, 
ición, cualquiera que sea el Estado 
alquiera que sea aquél que dispon- 
disposiciones arbitrarias, propias 
cuya acción debe reducirse lo mas 



posible y no debe pasar de loa límites del territorii 
tado que las importe. 

Una relación jurídica puede recaer, en considei 
sus elementos, bajo diferentes soberanías. Haynece 
tener en cuenta una norma para determinar cuál e: 
que debe regirla. La base para la resolución del p 
está, á nuestro juicio, en la consideración de que 
laciones, que no pueden subordinarse en totalidac 
sola soberanía, sino que deben descomponerse, son 
las parcialmente á las varias leyes de los Estados b¡ 
imperio se encuentran, y que pueden necesitar i 
para garantirlas, la fuerza física. El que acude á ui 
en demanda de su derecbo, acepta voluntariament* 
yes, y fuera absurdo que, anteponiendo su volunt 
nacional, tratase de reclamar beneficios que ésta 
mente rechaza. Una circunstancia accidental, el vi 
un hecho en un pala, no debe ser medio de burlar 
posiciones de otro. 

El concepto de soberanía sirve para determinar, 
ley que debe regir las relaciones engendradas por 
internacional. No es posible tener en cuenta la na 
especial de las relaciones en sí, pues es varia la de 
todas que comprende , sino en razón á la 3oberaníi 
dependen y de quien han de tener sanción. La na 
de las relaciones no cambia porque en ellas entreí 
dúos de uno ó más Estados, ni porque se refieran t 
dades situadas en diferentes lugares, ni porque se 
en actos ocurridos en diferentes países. Dada la & 
del hecho de la variedad de legislaciones, es indis; 
tener en cuenta un criterio para determinar el Est 
vas prescripciones en cada caso han de aplicarse á 
jurídicos, cuya naturaleza, no obstante ser la mi: 
ben surtir efectos en pueblos que no se los reconoc 
les. El Derecbo internacional privado, pues, toma 
ria del Derecho privado y público , sirviéndole de gi 
la resolución de sus cuestiones, los principios, no d< 
ro, del segundo. 
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lasen importantísimos deberes. Los Estados , al re 
fuerza á actos verificados bajo otras soberanías , lejos 
cer una abdicación ó un sacrificio, ensanchan sus 
des, puesto que extienden su acción á casos que < 
fuera de su alcance. Un Estado no debe ser un asi 
que sea violado ó perturbado el Derecho. La Hun 
entera está interesada en que se realice. 

Es, pues, preciso admitir una conciliación entre 
cipio personal y el principio territorial. Todos los d 
se refieren á la persona y por ella son ejercidos. H 
partir, por tanto, necesariamente de un elemento p 
El individuo tiene derecho á residir y ¿establecerse 
de tenga por convenieute, á ejecutar los actos que en 
tunos, y á crear, modificar ó extinguir las relaciones 
cas. La voluntad, pues, tiene en el Derecho una coi 
ble influencia. Ella no es, sin embargo, ilimitada. El 
halla en un paÍ3 ha de someterse á las disposiciones 
rigen. El que crea una relación jurídica no tiene pod 
establecerla como le plazca, sino que las leyes de lo; 
sos Estados le imponen considerables limitaciones. S 
conocidas, y representan el predominio de la volunta 
dos sobre la voluntad de uuo. Es uno libre de ligai 
ó cual Estado, y de ejecutar ó no un acto en él; pen 
el momento que ios hechos son realizados , ae sometí 
mente a la soberanía á que afectan. La voluntad ind 
por consecuencia, en conformidad con la ley y el 
ora tácita, ora expresamente manifestada, es laqi 
determinar el Estado que ha de regir una relación. 

«El Derecho internacional actual reconoce, coi 
Bhmtsehli, la facultad de elegir una nacionalidad 
No sería digno ni de interés para un Estado reten 
pesar á un indígena. La emigración, pues, está ac 
Por las mismas razones, no podría quejarse un 
como falta de lealtad y fidelidad , del hecho de una 
que prefiere abandonar su país de origen , á perman 
cadenada á una legislación que ya no responde á su 
ciones de existencia. El Estado exige de sus súbdi 



ólo en cuanto lo son. Al dejar do 
condición de extranjeros, ceaa la 
itarles. La libertad de emigrar, y, 
.mbiar de nación como de estado 
ae sirve de base al Derecho intér- 
nente histórico» (1). 
tado distinto del suyo, el que en- 
en que se halla éste interesado, el 
[ue ejecuta actos é que él mismo 
ste necesariamente por sus hechos 
je. Dado el antecedente , tiene que 
La voluntad general debe sobrepo- 
la realización del Derecho. 
lión jurídica que cae bajo la acción 
uno garantía, para el caso en que 
gaciones que engendra, la fuerza 
idispensable. Un Estado no pueda 
. las obligaciones que reconoce. El 
demandar la protección al Esta- 
?, dado el hecho, no puede apar- 
que necesariamente lleva consigo, 
adición de progreso, á la comuni- 
ital, mediante la desaparición do 
as, meramente territoriales. Ca- 
íste camino. Los preceptos conte- 
tratados sobre extradición de los 
lio elocuente. 

iplicación de nuestro criterio. 
e Derecho exista, la relación jurf- 
te efectos en todas partes, 
o exista, debe regir la relación el 
de fuerza física, pueda darle san- 



i Áüemagne d"une femtne eiparée de 
e cetle naturalisaüon. Paria. 1876. Pá- 



! .. 



Cuando ae hallen dos ó más Estados en tal ca 
prevalecer aquél que pueda emplear en mayor eacal 
za física. 

Cuando sea difícil determinar esta circunstanci 
todo si uno puede ejercer su acción sobre las pi 
otro sobre los bienes, en el caso de que la relacif 
hacerse efectiva sóbrelos últimos, la ley de su sitúa* 

" . ' regir. En el caso de que sea puramente personal la 

_ . debe atenderse al vínculo más real y permanente t 

E - sona, al domicilio, a falta de él, á la nacionalidad, 

timo extremo, al lugar en donde la misma ae hall 

11 '■ Cuando pueda la relación hacerse efectiva en var 

' y l dos, y no haya criterio para precisar el grado de ■ 

física que comparativamente pueda emplearse, ni 

v tinguir, por la diversidad de las personas, la ley q 

prevalecer, cada Estado debe emplear la fuerza í 
que cuenta en apoyo de lo que reconoce como Derf 



III 

El estudio de los diversos sistemas presentado 
escritores principales nos arroja una gran luz scb) 
tería. Su detenido examen debe servir de base á to- 
tigación seria y fundamental. 

La distinción que algunos hacen entre el punto 
del derecho constituido y el del derecho constituye 
una oportunidad bien notoria. 

Las dificultades del asunto dan explicación nat 
vaguedad y á loa inconvenientes prácticos de las 
doctrinas. Todas ellas pueden dar lugar á interpr 
variadas. 

La Doctrina de los Estatutos ofrece un molde am 
la resolución de las cuestiones. Ninguna de las < 
tratado de reemplazarla deja de presentar au vague 
ofrecer sus inconvenientes. 

La noción de Soberanía ha servido y tiene que e 



i todos I03 sistemas que , en el domi- 
cional privado, se han desenvuelto 
i en lo sucesivo. 

¡recho constituido, debe seguirse la 
Bar y Wharton. 

erecho constituyente, han iniciado 
te senda Schaffner y Savigny , pero 
no. Aceptando el criterio fundamen- 
ueden admitirse los principios direc- 
. La circunstancia de tener origen 
3, aun suponiendo que sea fácil de 
puede influir en que se desconozca 
.dos que deben reconocer sus efectos, 
te práctico. £1 asiento de la relación 
le pueda ser distinguido, se halla á 
gar, sino en varios, y por lo mismo 
terio que supla, y que nosotros he- 
fuerza. Entre alguna circunstancia 
i que pudiera tenerse en cuenta, y 
y permanenta, hemos optado por la 

hija de las condiciones históricas, 
que ninguna y viene , en resumen, 
. nos enseña, á aplicar el principio 
is partes se impone, sosteniendo teó- 
No puede admitirse, en nombre de 
la sumisión constante de la psrsona 
. Mucho menos puede aceptarse que 
jmo las concernientes á la edad, que 
ario, ó las relativas á los bienes de 
esiones testamentarias, que depen- 
liciones históricas que concurren en 
a, deban ser admitidas fuera de él. 
¡consulto italiano, Padelletti (1), ha 



line, et le Droit des gena. Revue de Droit 
[, píg. 477-478. 



hecho un juicio verdaderamente imparcial 3obn 
que por lo general aceptan los escritores de su 
teoría de nuestros publicistas, dice, sin contar i 
ta mucho de ser unánime y uniforme, es casi ei 
inexacta, incierta en sus desenvolvimientos y n 
ca en sus conclusiones extremas. Mr. Pieranton: 
los partidarios de la teoría de Mr. Mancini, no ■ 
que no es más que el resultado efímero de los i 
y de las necesidades políticas de la época en 
ella concebida. Hay un hecho que á la historú 
cia del Derecho se debe: los más grandes publii 
guiado en sus teorías casi siempre por el medio 
hallaban; han presantado con la mejor fe del ir 
universal y permanente, lo que sólo era producto 
tancias fortuitas y enteramente particulares. B 
dido también sin duda á Mancini: abría su cu 
líos años en que el sentimiento de la nacional 
tan potente y extendido en la Península enter 
Piamonte inauguraba una política nacional j 
centro de las aspiraciones unitarias de Italia. N 
otra parte, en Europa ningún país en que los ( 
la nacionalidad se hallasen más armónicamei 
que en Italia: la lengua, la literatura, la confíg 
gráfica, los intereses económicos, la raza, el soe 
fin, y la conciencia de pertenecer á una nación 
diciones gloriosas históricas, todo era común, i 
raba á hacer un solo y gran Estado de esta nac 
prende bien que estos sentimientos de tan inm 
actual hallasen un órgano en un profesor de Dt 
co, y que Mancini se engañase en su ardor pat 
ver, en su brillante y sabia defensa de los intoreí 
algo de umversalmente aplicable á todos los pal 
pa. Pero pronto se debería notar hoy que la obi 
ni no era una teoría política general, sino una 

(3) Storia degli studü del Diritto internazionale in . 
lo XIX. Modena, 1869. 



sos 

l de Italia; algo, en fia, de rela- 
idoa los demás escritores haii 
es porque esta política no ha- 
■ aún hoy, en sentir de muchos, 



: conclusiones siguientes: 



intimes de Derecho internacional 
ion exacta del Derecho, que com~ 
emento esencial. 



la relación jurídica, que ha de 
■beranias bajo que recaiga. 



entender el Derecho á su modo, 
en apoyo de lo que como tal con- 



••ritoñal deben conciliarse, ha- 
ie con la ley y el hecho, ora tacl- 
ia, sea la que determine el Esta- 



endo disposiciones artificiales y 
nezquinas, se llegue, en los prin- 
olicacián, á una comunidad de 
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SEXTA 



Cuando esta comunidad de Derecho exista, la relación jurídi- 
ca debe surtir plenamente efectos en todas partes. 

SÉTIMA 

Cuando esta comunidad no exista, debe regir la relación el 
Estado que, disponiendo de fuerza física, pueda darle sanción 
y hacerla efectiva. 

OCTAVA 

Cuando se hallen dos ó más Estados en tal caso, debe preva- 
lecer aquel que pueda emplear en mayor escala la fuerza física. 

NOVENA 

Cuando sea difícil determinar esta circunstancia, sobre todo 
si uno puede ejercer su acción sobre las personas y otro sobre los 
bienes, en el caso de que la relación pueda hacerse efectiva sobre 
los últimos, la ley de su situación debe regir. En el caso de que 
sea puramente personal la relación, debe atenderse al vinculo 
más real y permanente de la persona, al domicilio, á falta de 
él, á la nacionalidad, y en último extremo, al lugar en donde 
la misma se halle. 

* DÉCIMA 

Cuando pueda la relación hacerse efectiva en vanos Estados, 
y no haya criterio para precisar el grado de la fuerza física 
que comparativamente pueda emplearse, ni para distinguir, por 
la diversidad de las personas, la ley que ha de prevalecer, cada 
Estado debe emplear la fuerza con que cuenta en apoyo de lo 
que reconoce como Derecho. 



PARTE CUARTA 



DERECHO CONSTITUYENTE 

UNIFICACIÓN DEL DERECHO IMBKACIONAL PRIVADO 



CAPITULO ÜNICO 



La necesidad de unificar los principios del Derecho inter- 
nacional privado se halla unánimemente reconocida. Los 
principales escritores se hacen con frecuencia cargo de ella. 
En una solemnidad académica se ha tratado también entre 
nosotros de este importantísimo punto (1). 

A esta necesidad no se ha dejado de responder de varios 
modos. La acción diplomática, la acción científica individual 
y la acción científica colectiva, han tendido y tienden de una 
manera constante' hoy á la resolución del problema (2). 



(1) Discurso pronunciado por el Excmo. Sr. D. Manuel Silvela, Pre- 
sidente de la Academia Hatritenso de Jurisprudencia y Legislación, en 
la sesión inaugural del curso de 1879 á 1880 , celebrada el 39 de Octu- 
bre de 1879. Madrid, 1879. 

(2) Rolin-JaequemynB, Le la neceante d'organiser une inatitution 
scienl ¡fique permanente pour favortaer Vétude et tes progres du Droit 
internationol. (Revue de Droit international, etc. 1878. Pag. 763.) 
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Salustiano Olózaga, que reunía en tan alto grado todas las 
diversas aptitudes y todo el saber del jurisconsulto , diplo- 
mático y hombre de Estado, se llegó pronto al éxito más 
favorable. En 14 de Mayo de 1870 se firmó un convenio, por 
el que desaparecía toda caución ó arraigo del juicio en las 
demandas de los extranjeros, se fijaba para las acciones per- 
sonales y reclamación de bienes muebles la competencia del 
Juez del domicilio, así como para los inmuebles la del Juez 
del territorio donde estuvieran situados; se daba á todos los 
instrumentos públicos y á todos los documentos oficiales de 
uno y otro país absoluta eficacia como si estuvieran otorga- 
dos en el punto de su ejecución; se establecía para las he- 
rencias y sucesiones la competencia del Juez del último do- 
micilio del difunto, y la aplicación de la Ley nacional de 
éste en lo concerniente á muebles, y de la Ley territorial en 
lo relativo á inmuebles; se designaba para la prescripción de 
acciones personales la Ley de la nacionalidad del deudor, y 
sobre todo se atribuía á las. sentencias ejecutorias de los 
Tribunales de ambos Estados absoluta fuerza y vigor, sin 
más que la legislación diplomática y la comunicación al 
Ministerio público de cada país , debiendo acordarse su in- 
mediato cumplimiento en Francia por el Presidente del 
Tribunal y en España por el Juez de primera instancia; ex- 
ceptuando sólo los casos en que el Representante de la ley ó 
los interesados pudieran alegar que el fallo afectaba al de- 
recho ó al orden público de la nación en que había de eje- 
cutarse, ó en que pudiera probarse defecto legal en la cita- 
ción ó infracción de las reglas fijadas para la competencia 
judicial en el mismo convenio.» 

«Desgraciadamente, al firmar el ilustre jurisconsulto Emi- 
lio Ollivier este convenio , y al imaginar que así daría un 
gran paso para llegar á la reunión del Congreso y á la uni- 
ficación del derecho internacional privado, no tuvo en 
cuenta el carácter , la condición especial de la Nación fran- 
cesa en todo lo relativo á los adelantos y progresos cien- 
tíficos. » 

«No hay nación alguna más apta para propagar y difun- 



i 
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dir el progreso adquirido j pero pocas veces sus claros 7 
perspicuos ingenios tienen el valor que exigen las grandes 
creaciones ó innovaciones científicas. El genio alemán, el 
italiano, el belga, el suizo, aparecen dotados en el campo 
de la ciencia, de más audacia y de más iniciativa.» 

«Bien pronto hubo de conocerse esa condición especial 
del carácter francés. Apenas se tuvo noticia , por indicacio- 
nes de la prensa, de que se negociaba el convenio, el Barón 
Brenier, y los jurisconsultos y magistrados Boinvilliers , Ba- 
roche y Bonjean, provocaron en el Senado, por medio de 
una interpelación, un debate jurídico, que duró dos sesiones. 
En él se dirigieron al Ministro guarda-sellos las más fuertes 
recriminaciones, atribuyendo á su inexperiencia y ardor 
juvenil el convenio de que se hablaba. Se declamó contra 
la posibilidad de que hubieren de ejecutarse en Francia las 
sentencias de Tribunales españoles, eventualidad que so- 
brexcitaba y sacaba de quicio el patriotismo de aquellos 
venerables jurisconsultos; se acusó al Gobierno de abando- 
nar la defensa de la Soberanía de la nación francesa , y se 
formularon con notoria elocuencia todas las lamentaciones 
qne se 6xhalan, sobre todo por los que peinan canas, cada 
vez que el progreso humano da un paso adelante.» 

«En vano Ollivier defendió con brillo y sin igual ingenio, 
á la vez que con el ardor que inspira una arraigada convic- 
ción, la idea que entrañaba el convenio; en vano sostuvo 
que, en un siglo en que los túneles y los telégrafos anulan 
las fronteras que alzó la naturaleza, es deber de los legisla- 
dores suprimir los obstáculos que constituyen para el co- 
mercio y la sociabilidad humana, fronteras morales ó polí- 
ticas; en vano hizo notar las ventajas recíprocas del conve-,^¿ *. 
nio: el Senado francés, dejándose llevar de la autoridad de£ * v 
aquellos ancianos jurisconsultos, votó una proposición quel ^ 
aunque en suaves términos , entrañaba una manifiesta des- 
confianza, que ponía por entonces término forzoso á las 
negociaciones.» 

La acción científica individual, estímulo poderoso, peroin* 
suficiente á veces para las grandes empresas, se muestra 
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en los importantes trabajos de Parodo (1), Domin-Petrus- 
hevecz (2), y entre nosotros de Ferrater (3). 

La acción científica colectiva es sin duda alguna la que ha 
de dar más resultados. En 1873 se organizaron dos asocia- 
ciones importantísimas. 

Se formó en Nueva York, por instigación de los Amigos, 
de la paz, un International Code Coinmittee, que convocó una 
conferencia en Bruselas, para tratar del mejor modo de pre- 
parar un Código internacional, y de hs mejores medios de pro- 
curar su adopción. Lo presidía el ilustre jurisconsulto Dud- 
ley-Field, que dedicó siete afios de inteligentes y meritorias 
fatigas al interesante Proyecto de Código internacional, so- 
metido primero á la Asociación inglesa para el progreso de la 
ciencia social, y publicado en 1872 (4). 

El Instituto de Derecho internacional, debido á la inicia- 
tiva del ilustre jurisconsulto belga Rolin-Jaequemyns, se ha 
preocupado de nuestras cuestiones desde los primeros mo- 
mentos , poniendo entre sus principales temas el que sigue: 
Utilidad de hacer obligatorias para todos los Estados, bajo la 
forma de uno ó de muchos tratados internacionales, un cierto 
número de reglas del derecho internacional privado, para ase- 
gurar la decisión uniforme de hs conflictos entre las diferen- 
tes legislaciones civiles y criminales (5). 

El Derecho internacional privado ha sido objeto preferen- 
te de las investigacisnes de los Congresos de jurisconsultos, 
que tanta importancia han conquistado y con tanta frecuen- 



(1) Saggio di Codificazione del Diritto internazionale. Torino, 1851, 

(2) Precis d'un Code du Droit intemational. Leipzig, 1861. 

(3) Código de Derecho internacional, etc. Barcelona, 1846-47. 

(4) Draft outlines of an intemational Code. New York, 1872. — Se- 
cond edition. 1876.— Prime linee di un Códice internazionale del giuris- 
ta americano Davide Dudley Field precédate da un lavoro origínale 
La riforma del Diritto delle genti e V Instituto di Diritto internazionale 
di Qand del traduttore Augusto Pierantoni. Napoli. 1874. 

(5) Communications et doeuments relatifs á lafondation de V Insti- 
tuí de droit intemational. (Extrait de la Revue de' droit intematio- 
nal , T. V, pág. 667.) Gand, 187$.— Annuaires de Vlnstitut, etc. 



itos últimos años. Es digno de espe- 
>s, el Congreso de juristas hispano- 
1 Lima en 1878, que inaugura en 
poca (1). 

acción científica colectiva no ha en- 
paña, que no tiene siquiera la re- 
responde en el Instituto de Dere- 

>sos y espontáneos de los cultivado- 
dice Pierantoni (2), los votos de los 
ido3 y las manifestaciones popula- 
lente una ley y una justicia interna- 
considerado como la más adecúa- 
entre las gentes, se aconseja á los 
reglas generales y unificadas sobre 
1 positivo.» 



ectiva es un elemento que ha de fa- 
progreso y la codificación del Dere- 
33 necesario que se coloque en buen 
la causa de la codificación del Dere- 
[o de la del público. «La primera no 
nente, una quimera, una ilusión ge- 
i deben inflexiblemente sujetarse en 
os Estados, para evitar los conflic- 
aunque se han formulado en obras 
spíritus, por generosos pensadores, 
ecepto obligatorio por un Congreso 

de législation comparée. 1878. Pág. 624. 
ernazionale nel secólo. XIX Napoli. 1876. 
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ni por otro medio humano... En punto á derecho de gentes, 
en punto á conflictos de nación á nación, apenas puede as- 
pirarle por ahora más que á suavizar las prácticas de la 
guerra, á asegurar la tranquilidad délos neutrales, á gene- 
ralizar la práctica del arbitraje que ha evitado ya algunos 
conflictos; aunque , triste es reconocerlo, sólo en aquellas 
ocasiones en que era evidente la repugnancia de los Estados 
contendientes á recurrir á las armas. Pero nótese bien, por- 
que en esto no suelen pararse los espíritus ligeros y superfi- 
ciales, en cuanto á la unificación, perfección y codificación 
del derecho internacional privado, es decir, de las reglas 
destinadas á poner término á los conflictos de los ciudada- 
nos, lejos de haber pugna de intereses entre las diversas na- 
cionalidades que pueblan el mundo, hay un solo interés, 
una unánime aspiración: evitar al regnícola que emigra y 
al extranjero que acude á suelo extraño, cuantos obstáculos 
puedan embarazar su acción y paralizar el desenvolvimien- 
to de sus fuerzas productoras. En este terreno no hay cho- 
que alguno de intereses nacionales, y lo que el mundo civi- 
lizado concertara y pactase, engranando, por decirlo así, en 
el derecho y en el organismo de cada Estado, se cumpliría 
por todos los Gobiernos, como ya se cumplen sin dificulta- 
des y rozamientos, los acuerdos aislados comprendidos en 
multitud de convenios consulares. La principal'rémora que 
hasta ahora ha dificultado el concierto , está en que no todos 
los Gobiernos ni todos los Estados, parecen haborse pene- 
trado todavía de las inmensas ventajas de llegar á la pronta 
unificación del derecho internacional privado , por medio de 
transacciones prudentes, que, sin afectar á la soberanía, con- 
cedan á los extranjeros los beneficios que en el acto mismo 
y por efecto de la reciprocidad vionen á obtener los propios 
subditos. Una vez arraigada en todos esta convicción , la 
obra, sin dejar de ofrecer dificultades, es de todo punto ha- 
cedera; sobre todo si se contrae á los principios cardinales 
del Derecho, dejando los detalles á la legislación de cada 
país, y si se confía á hombres de gobierno dispuestos á tran- 
sigir, porque, si bien sus soluciones no siempre aparecen 
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ajustadas á los moldes absolutos de la ciencia, en cambio 
no ofrecen el inconveniente de las fórmulas de los sabios: el 
de ser frecuentemente impracticables» (1). 

Es necesario, al formular los preceptos generales obliga- 
torios, evitar las fórmulas vagas que hagan ilusoria su apli- 
cación. De otra suerte, serán inútiles los esfuerzos. 

El Proyecto de Dudley-Field y el informe de Mancini (2) 
al Instituto de Derecho internacional, nos presentan los dos 
principios opuestos, el territorial y el personal. El primero 
no ofrece ciertamente en la práctica las dificultades del se- 
gundo, cuyas conclusiones en las materias especiales de la 
legislación civil no han obtenido aún aprobación en el Ins- 
tituto, y dificultamos que la consigan. La Teoría de las Na- 
cionalidades, que se trata de generalizar teóricamente, ofre- 
ce medios de desnaturalizarla en su aplicación , como Italia 
misma nos enseña. El orden píiMico se presta á cobijarlo 
todo. Debe reconocerse francamente que el principio territo- 
rial se impone , que debe dominar en principio, partiendo de 
la base del cambio voluntario de nacionalidad, que todos 
admiten , en vez de declarar excepción lo que forzosamen- 
te tiene que venir á ser regla. 

El Proyecto de Dudley-Field , en lo relativo al Derecho 
internacional privado, es una excelente base, que, después 
de investigaciones detenidas, puede llegar á ser práctica, lo 
que, en nuestro sentir, no puede suceder nunca con las con- 
clusiones de Mancini. 

Los informes y las discusiones del Instituto de Derecho 
internacional tienen una considerable importancia , y mere- 
cen llamar seriamente la atención de los jurisconsultos y 
publicistas (3). 

Presentaremos, para terminar, las conclusiones generales,, 
aprobadas en la reunión de Ginebra en 1874: 



(1) D. Manuel Silvela, Discurso citado. Paga. 15, 16 y 17. 

(2) Ya citado al exponer su sistema. 

(S) Véanse en la Revtte de Droit intemational y en los Annuaires 
de V Instituí, etc. 
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PRIMERA 

El Instituto reconoce la evidente utilidad y hasta para ciertas 
materias, la necesidad de Tratados, por los cuales los Estados 
civilizados adopten de común acuerdo reglas obligatorias y uni- 
formes de derecho internacional privado, según las que las auto- 
ridades públicas, y especialmente los tribunales de los Estados 
contratantes, deberían decidir las cuestiones concernientes á las 
personas 9 a los bienes, á los actos, á las sucesiones, á los proce- 
dimientos y alas sentencias extranjeras. 

SEGUNDA 

El Instituto es de opinión que el mejor medio de conseguir 
este fin seria que él mismo preparase proyectos textuales de es- 
tos tratados, ya generales, ya concernientes á materias especia- 
les, y particularmente á los conflictos relativos á los matrimo- 
nios, las sucesiones, ad como á la ejecución de las sentencias 
extranjeras. Estos proyectos de tratados podrían servir de base 
á las negociaciones oficiales y á la redacción definitiva, que se- 
rian confiados á una conferencia de jurisconsultos y hombres 
especiales delegados por los diferentes Estados ó á lo menos por 
algunos de ellos, concediendo en este último caso á los otros Es- 
todos, por lo que concierne á las materias sobre las que este sis- 
tema puede sin inconveniente adoptarse, la facultad de adherirse 
á ellos sucesivamente. 

TERCERA 

Estos tratados no deberían imponer á fos Estados contratan- 
tes la uniformidad completa de sus códigos y sus leyes; no po- 
drían hacerlo sin servir de obstáculo á los progresos de la civi- 
lización. Pero, sin tocar á la independencia legislativa, estos 
trulados deberían determinar con anticipación cual de entre las 
legislaciones, que podrían hallarse en conflicto, habría de apli- 
carse á las diferentes relaciones de derecho. Se sustraería así 
esta determinación de las contradicciones entre legislaciones mu- 



ADVERTENCIAS 



Esta obra, cuyas tendencias difieren i 
de las que presentan las publicaciones s 
cia, puede decirse que contiene sólo la I, 
la Parte general de un amplio estudio si 
cho internacional privado. Sentados los pr 
necesidad de descender á su desarrollo : es 
minar cada una de las cuestiones particul 
mismos cuatro aspectos en que se ha c( 
asunto todo. Por eso , para completar la 
precisos, como Parte especial, cuatro trata 
materias siguientes: 1.° Derecho citrUinte) 
Derecho mercantil internacional; 3.° Dereck 
nacional; 4.° Derecho procesal internacional 
también insertar en un Apéndice el texto 
ción, de la jurisprudencia y de los tratad 
Ka, brevemente anotados y concordados, 
público juzga que el trabajo puede ser Ú1 
damos á emprenderlo. 

Cabe ademas considerar este libro com< 
ña parte de una amplia obra , en que vei 
mirse todo el Derecho civil antiguo y moi 
podría llevar el siguiente título : El Derec 
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